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Lipta, i? de Abril de 188S. 

Sr. Dr. D. Hilario Liendo. 

Pte. 

Mi estimado compañero y amigo: 

Creería faltar al mayor de los deberes, devol- 
viéndole su precioso cuaderno de estudios y ob- 
servaciones hechos á nuestro Código de Enjuicia- 
miento Civil, sin manifestarle que lo felicito por 
su laboriosidad, y el tino nada común, de que 
están llenas las páginas de su obra. 

Seguro estoy, que si los abogados y magistra- 
dos como U., hubieran seguido su noble ejemplo, 
nuestro procedimiento civil sería, en su clase, y 
dadas las peculiares circunstancias de nuestro 
país, el primero en su género. 

U., con su natural é ilustrado talento, ha com- 
prendido la necesidad de una reforma prudente 
que, sin llevarnos á la imitación de preceptos es- 
traños á nuestra índole y modo de ser, borre los 
lunares que afean nuestra lejislación, corte las 
corruptelas y haga rápido el procedimiento sin 
debilitar la garantía del derecho. 

Estas impresiones que me ha dejado la lectura 
de su interesante trabajo, debía manifestárselas 
á U., como un modesto tributo á la justicia y al 
mérito. 

Y suplico á U. que se persuada que estos traba- 
jos no deben conservarse inéditos, y que en mi 
juicio no entra por nada, el aprecio con que me 
repito de U., 

Su afectísimo amigo 

J. F. Pazos. 
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Lima, Julio 28 de 1684. 
Sr. Dr. D. Hilario Liendo. 

Pte. 
Estimado colega y amigo: 

He encontrado tan bien meditado, juicioso é 
importante el trabajo de ü., que desearía haberlo 
yo producido. Tenía sed de leer un trabajo serio, 
cansado ya de las estériles discusiones políticas, 
que absorven las más ricas de nuestras inteligen- 
cias, y mi deseo ha quedado satisfecho con la lec- 
tura de sus Notas al Código de Enjuiciamientos, 
que, á petición mía, tuvo U. la bondad de remi- 
tirme. 

Si la comisión encargada de la revisión de los 
Códigos acepta las modificaciones é innovaciones 
propuestas por U., hará al país un gran servicio. 

Lo felicito á U. muy de veras, y me complazco 
en repetirme deU. afectísimo amigo y 

S. S. . 
Luciano Benjamín Cisneros. 
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Lima^Mayo 2 de 1884:. 
Sr. Dr. D. Hilario Lieudo. 
Señor: 

La comisión encargada de la revisión de los 
Códigos en materia civil y de formar el proyecto 
de ley orgánica de los Juzgados y Tribunales de 
la República, que tengo el honor de presidir, sabe 
que con laudable celo y éxito satisfactorio se ha 
dedicado US. al estudio de las reformas que es ne- 
cesario introducir en los indicados Códigos y que 
conserva US. preparados algunos trabajos sobre el 
particular. 

Como tales trabajos serán de suma utilidad á la 
comisión en los que, en la actualidad, ella em- 
prende, se ha acordado que me dirija á US. soli- 
citando que si no tiene inconveniente, se sirva US. 
remitírmelos, 

Al deferir US. á mi pedido debe estar seguro 
que la comisión agradecerá debidamente su con- 
curso y apreciará á la vez la dedicación y compe- 
tencia de lis. en las labores de que i» trata. 

Grato me es aprechar esta oportunidad para 
suscribirme de US. muy 

atento S. S. 

J. Luna^ 
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Lim^, Mayo 5 de 1884. 

Sr, Presidente de la Oommión Kevisora de los 0^ 
digos en materia civil. 

He tenido el honor de recibir el oficio de US. de 
2 del mes en curso, en que se sirve comunicarme» 
que la Comisión Eevisora de los Códigos en mate- 
ria civil que U8,preside, ha acordado que se me pi- 
dan los trabajos que sobre el particular conserve 
preparados, y me indica US. que si no tengo itt^ 
conveniente se los remita. 

Es cierto que tengo escritas, bajo el título de 
^^ Notas al Código de JEnjuiciamientos Civily^ algunas 
observaciones y reflexiones que me ha sujerido ^el 
estudio comparativo de esta ley con el Código 01^ 
vil, Beglamento de Tribunales y otras disposición 
nes legales sobre la materia; pero esas notas las he 
conservado inéditas, porque nunca tuve la idea de 
darlas á la publicidad. Tales estudios no tuvierotí 
más objeto que ayudar mi memoria para hacer 
más expedito el ejercicio de mi profesión. T aún 
cuando algunos amigos, profesores notables en 
Jurisprudeücia, como el Dr. D. Juan F. Pazos, 
me han estimulado x>ara que los publique, no me 
había decidido á ello. 

Pero ya que ha llegado á conocimiento de la 
respetable Comisión, que US. preside, que con- 
servo en mi poder esos estudios, y US. me los pi- 
de á nombre de ella, no tengo inconveniente pa- 
ra remitírselos. 

Debo hacer presente á US. que en las anotacio- 
nes al enunciado Código de Enjuiciamientos, me 
refiero muchas veces á la Ley orgánica de 3 de 
Abril de 1873, cuando hablo de los juicios en que 
tiene que ser parte, ó que de alguna manera in- 
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terviene en ellos alguna MuDicipalidad, ó cuando 
se trata de los mostrencos, como bienes de esas 
corporaciones; porque mis trabajos fueron heciios 
antes de la Dictadura del Sr. D. Nicolás de Piéro- 
la, (21 de Diciembre de 1879)* Por esa razón tam- 
bién no me he ocupado de las reformas hechas por 
la Dictadura, en el procedimiento civil; como por 
ejemplo, la muy importante que introdujo en el 
juicio ejecutivo. 

Oon lo expuesto dejo contestado el oficio de US. 
y satisfechos los deseos de la Comisión Revisora 
délos Códigos en materia Civil. 

Dios guarde á US. 

H, Liendo. 
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Lima, Mayo 10 de 1864. 
Señor Dr. D. Hilario Lien do. 

Acuso á US. recibo de su nota contestación de 
5 del corriente y de sus '^Notas al Código de En- 
juiciamientos Civil,^ á que en ella se refiere. 

La Comisión ha visto con satisfacción la mane- 
ra como US. ha correspondido á su invitación; 
y tendrá especial cuidado en tomar en considera- 
ción los importantes trabajos formulados por US. 

Tengo el agrado de comunicarlo á US.; y con 
sentimientos de distinguida estimación, de repe- 
tirme su atento 

Seguro servidor, 

J. Luna. 



ADVEETENOIA. 



Según mi oficio de 5 de Mayo de 1884 las «No- 
tas al Código de Enjuiciamiento» se hallaban en. 
poder de la Comisión Eevisora de los códigos en 
materia civil, y para hacerlas imprimir he tenido 
que pedirlas, antes de que aquella termine sus 
labores, y sin que, por esa razón, haya emitido su 
opinión sobre mi trabajo. 

H. Liendo. 
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CÓDIGO Dt ENJUICIAMIENTO CIVIL 



Art. 10. 



La jurisdicción de los jueces se suspeude: 

1.** Por la recusación, desde que se interpone hasta que se de- 
cide. (*) 

Concordante con.el art. 403. 
Art. 17. 

Los jueces pierden absolutamente la jurisdicción: 

1." 

2.*' Por renuncia del destino, desde que es admitida. (*) 

(*) Segán esto ¿cesa absoliitaineute la jurisdic- 
ción del juez desde el día en que se firma el decre- 
to que admite la renuncia? A mi juicio el juez 
continila ejerciendo legalmente la jurisdicción, 
aún después de expedido ese decreto, si éste no ha 
llegado á su conocimiento en la forma Jegp^l. Es, 
pues, indispensable que se comunique oficialmente 
al renunciante el decreto que admite la renun- 
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cia, ó qae se publique en el periódico oficial para 
que llegue á conocimiento de aquel. 

Por consiguiente, no se invalidan los actos 
judiciales practicados por aquel funcionario, des- 
de que se acepta la renuncia hasta que oficial- 
mente llega á su conocimiento, por analogía con 
lo dispuesto en el inciso 7? del art. VI del tit. 
prel. del Reg. de Trib. 

Alt. Í55. 



Están sujetos á la responsabüidad expresada en el artículo an- 
terior: 

1."... 2.'*...3.'»,..4.**... 5.*... 6.'*... El juez que continúa conocien- 
do de una causa antes de decidirse la competencia, ó la recusación pro- 
movida en ella, ó después do habérsele declarado incompetente 6 re- 
cusado. (♦) 

(*) Ó después de haber concedido apelación en 
ambos efectos, ó de habérselo pedido los autos por' 
el superior, porque en uno y otro caso queda sus- 
pensa la jurisdicción del juez y la ejerce el supe- 
rior (art. 16 inc. 39) 

Art. íjr>. 

Los jueces tienen facultad para exijir que no se les impida por 
ninguna autoridad, el ejercicio de las funciones judiciales. (*) 

(*) Porque la Oons(itución Política del Estado 
(art. 43 y 129) y el Código de Enjuiciamiento 
(art. 4) han reconocido el principio filosófico de 
Derecho Constitucional, de que el Poder Judicial 
es independiente en el ejercicio de sus funciones. 

Art. 3H. 

No podrán los jueces ausentarse del lugar de su residencia ordi- 
ria, sino & practicar las diligencias judiciales que requieran su presen- 
cia personal. (*) 
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(*) Como la inspección ocular y el deslinde en 
el cual se practica también esa diligencia; pero 
la salida del juez ha de ser pedida expresamente 
por las partes, debiendo aquel funcionario em- 
plear en esos actos el tiempo absolutamente nece- 
sario para ejecutarlos; y cuando sea indispensa- 
ble la salida de un juez para otro acto cualquiera 
lo pondrá en conocimiento del Tribunal de quien 
dependa, y esperará su contestación, sin la que 
no le será permitido ausentarse, bajo la pena de 
suspensión designada en el art. 187 del Ood. Pen. 
(Resolución suprema de 5 de Abril de 1869). 

En los juicios criíninales, que se siguen de 
oficio, puede el juez ausentarse de su asiento judi- 
cial á practicar alguna diligencia, que haga nece- 
saria la presencia de ese funcionario en otro lu- 
gar, en cuyo caso lo comunicará al Tribunal; pe- 
ro no necesita aguardar contestación (art. 49 Ood. 
de Enj. Pen.) 

Suelen algunos jueces, antes de salir de su 
residencia ordinaria á practicar algunas de las 
enunciadas diligencias, pasar nota á un conjuéz, 
indicándole que, durante su ausencia, se encar- 
gue del despacho de la judicatura. Este es un 
error grave. 

El juez de 1? instancia ejerce jurisdicción 
en cualquier punto de su distrito judicial en que 
«e encuentre; y por consiguiente practica un acto 
ilegal, cuando, en el caso indicado, llama á un 
conjuez para que se encargue del despacho. Y los 
actos que practica un conjuez, en virtud de tal 
llamamiento, adolecen de nulidad por falta de ju- 
risdicción, (art. 1648 inc. 2?, 1793 inc. 19); porque 
los conjueces sólo la ejercen en los casos previs- 
tos en el art. 104 del Éeg. de Trib., y la salida de 
un juez, motivada por causa legal, á practicar 
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una diligencia judicial, dentro de su distrito, no 
está comprendida en ninguno de esos casos. 

Art. 40. 

Están obligados los jueces, bajo su responsabilidad: 
1."... 2.^ ...S."*... 4.". ..5.** A no defender páblica ni privadamente 
en causa alguna (*), á no ser que sea propia.... 

(♦) Ailn cuando obtengan licencia sin goce de 
sueldo, y aún cuando estén fuera de su distrito ju- 
dicial; porque la prohibición, que es general, sólo 
tiene las excepciones indicadas en la misma Jey, 
y donde ésta no distingue nadie tiene derecho de 
hacer distinciones. 

Art. 43. 

Es prohibido también á los jueces: 

1.^ Juzgar por ejemplos; ni por okas leyes que las de la Be- 
pública: 

2.* Emitir su opinión ó anticiparla encausa en que estuviere 
juzgando 6 debiere juzgar. 

3.* Remover de oficio los pleitos sobre intereses privados, ó esti- 
mular á las partes á que los sigan: 

4.^ Becibir deningdn litigante, dádiba, legados, 6 donación, du- 
rante el juicio, ni cuatro años después: 

6.* Ejercer jurisdicción contra una persona en causa comenzada 
ante otro juez, sin previa notificación de que va á ejercerla: 

6.® Admitir el cargo de síndico ó depositai'io de cosas litijio- 
sas. (*) 

(*) Les está prohibido igualmente excusarse de 
conocer en un juicio si no hay causa legal, bajo 
la pena de ser responsables de las costas, daños 
y perjuicios que origine su escusa, y de quedar 
sujetos a Ja pena de suspensión de dos á seis me- 
ses, a juicio del superior (art. 29 Ley de 5 de 
Abril de 1883.)/^, /^^^^^ A^ 4^ ^ ^^^ /U 
y^^^^á^'^ Art. 56. 

No pueden ser nombrados asesores los que no tienen las calida- 
des que se necesitan para ser juez de 1.* instancia. (*) 
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(♦) Y los que son nombrados con los requisitos 
de ley pueden ser recusados conforme á los ar- 
tículos 96 y 98. O. de E. O. 

Irt. 74. 

Los arbitros pueden fallar en la forma y sobre los puntos expr3- 
sados en la escritura de compromiso, y sobre las cuestiones inciden, 
tes que las partes sometieron á su conocimiento durante el juicio. {*) 

(*) Véase la nota al art. 1561. 
Art. 79. 

La parte cuyo arbitro es nombrado de oficio, puede recusar dos 
sin cansa, y aún nombrar otro de su elección, antes de que el último 
de oficio acepte el cargo.[(*) 

(*) A mi juicio la 2? parte de este artículo extá 
demás, porque si la parte rebelde después de nom- 
brado de oficio él arbitro, puede nombrar otro de 
su elección antes de que aquel acepte el car^o, 
se hace ilusorio y queda sin efecto el tercer apre- 
mio del artículo 78, que pena al rebelde con el 
nombramiento de oficio. Suprimidas estas pa- 
labras: «y aún nombrar otro de su elección» ha- 
brá mas armonía con la 2? parte del artículo 258, 
y sobre todo el rebelde sufrirá la pena merecida. 
Véaselos artículos 105 y 402. O. B. O. 

Art. 86. 

Los jueces de l.*^ instancia son competentes para conocer de los 
negocios de menor cuantía, cuando éstos son incidentes de la causa 
principal. (*) 

(*) Al hablar esta ley de negocios de menor cuan- 
tía no se refiere á los juicios escritos de mas de dos- 
cientos pesos (S. 160), de los cuales conocen los 
jueces de 1? instancia (art.) 1240 O. E., sino á 
aquellos cuya cuantía no excede de esa cantidad, 
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de cnya demanda conocería un juez de paz si no 
fuese incidente. 

Art. 95. 

Son jastas causas de recusación: 

1.** Tener el juez parentezoo de consanguinidad, dentro del cuar- 
to grado, 6 de afinidad dentro del segando con alguno de los liti- 
gantes (*). 

3.*' Tener el juez parentesco espiritual con alguna de las par- 
tes. (♦♦) 

18,*' Tener el juez, su esposa, sus padres, sus hijos enemistad 
grave con alguna de las partes. (***) 

(*) Ó con el abogado que lo defiende, si entre 
éste y el juez existe algún grado de parentezco 
de los comprendidos en el artículo 180 O. E. Véa- 
se la razón expuesta en la nota al artículo que 
acabo de citar. 

(**) El sacramento del bautismo produce pa- 
rentezco espiritual entre los padres del bautizado 
y los padrinos, y entre éstos y aquel; pero no se 
contrae ese parentezco por las solemnidades del 
óleo, como lo ha declarado expresamente el Con- 
cilio Tridentino [cap. 2?, ses 24 de reforma]. De 
suerte que si hay padrinos de bautismo y padri- 
nos de óleo solamente, aquellos son los que con- 
traen el parentezco espiritual y estos nó. 

(♦♦*) O con su apoderado, ó con su abogado de- 
fensor en la causa. Las razones se exponen en las 
notas á los artículos 180 y 647. 

Art. 100. 

Los jueces y conjueces privativos en cualquiera instancia, no 
poeden ser recusados «ino por una de la causas contenidas en el ar- 
ticulo 96. (*) 

(*) Si el juez privativo recusado no es letrado 
seguirá conociendo de la causa el juez de 1.* ins- 






tancia que lo asesoraba (art. 450, part. 2? Eeg. 
de Trib.) 

Alt. 137. 



No pueden demandar por sí, sino por medio de otro: 
1.** La muger casada, por quien se apersonará el marido (*), á 
no ser que éste sea demandado por ella. 

(*) Excepto en cansas criminales, porque la 
muger casada puede demandar ó acusar, sin nece- 
sidad de autorización marital, cuando es injuria- 
da ó calumniada (art. 291 Oód.) Peu. Véase la 
nota al artículo í 45 Cód. E. O. 

Art. 143. 

No pueden ser demandados personalmente: 

I.** La muger casada por quien comparecerá el marido. (*) 

(*) Excepto cuando es acusada en causa crimi- 
nal, que entonces tiene personería para compare- 
cer enjuicio (art. 179 Oód. Civ.) 

Art. 145. 

La muger casada puede comparecer en juicio, como actor ó co- 
mo reo, en los casos de estar divorciada,'de hallarse autorizada por el 
marido, ó de ser este mismo la persona con quien ha de litigar. (*) 

(*) Y puede ejercer el comercio con autorización 
del marido estando separada legalmente de su co- 
habitación, según el artículo 8 del Oód, de Oom. 
Véase los artículos 9 19, y 11 del mismo Oódigo. 

Art. 147. 

En cas6 de estar el marido ausente, fuera del territorio de la Be- 
públioa, aunque se sepa cual es el lugar donde se halla, puede el juez 
autorizar á la muger para demandar ó defender sus derechos, á falta 
de apoderado del marido. (*) 

3 
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(*) Ampliado por el artículo 184, según el cual 
la mujer no necesita de autorización judicial pa- 
ra defender los derechos de su marido ausente. 
Bástale, pues, acreditar la ausencia del marido 
pera salir á la defensa de los intereses de éste. Véa- 
se el artículo 66 Oód. Oiv. 

Art. 156. 



El fiscal no debe abrir dictamen: 

1.** En las causas en que tienen interés personal él ó alguno de 
sus parientes consanguíneos dentro del cuarto grado, 6 afines dentro 
del segundo; ó personas con quien tonga parentezco espiritual; 

2.** En las causas en que haya sido público defensor de algunas 
de las partes; 

3.° En las causas de sus acreedores, deudores ó fiadores; 

4.** En las causas civiles cuando tenga enemistad grave con al- 
guna de las partes. (*) 

(*) Los cuatro casos comprendidos en este ar- 
tículo son causas de recusación. 



Art. 158. 



En los lugares* designados por la ley habrá agentes fiscales cu- 
yas atribuciones son: 

1 .*... 2.* Eecibir los procesos bajo de conocimiento, y expedir 
sus dictámenes, dentro de tres días, á no ser que por lo voluminoso 
de los expedientes el juez amplíe ese término. (*) 

(*) Esta disposición tan importante casi nunca 
se cumple. Eara será la vez que un agente fiscal 
dictamine dentro del término legal. El litigante 
cansado de ver pasar el tiempo inútilmente y de 
sufrir perjuicios, ó se resuelve á pedir favor para 
que se le despache cuaítdo sepuedüj 6 las mas ve- 
ces tiene que ocurrir á un empeño para que aquel 
funcionario cumpla su deber. 
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Art. 163. 

En los lugares donde haya agente fiscal podrán los jueces hacer 
igual nombramiento, cuando aquel funcionario esté impedido en al- 
guna causa. (*) 

(*) Por alguna de las cuatro causas del artículo 
156 Cód. Oiv. ' 

Art. 168. 

Las Cortes impondrán pena de multa ó de suspensión á los rela- 
tores que, al tiempo de leer la refaoión, adulteren 6 desfiguren los 
hechos, (*)... 

(*) SeguQ el artículo 227 del Oód. Pen. comete 
delito de falsedad el que altera ú oculta la verdad, 
maliciosamente y con perjuicio de tercero, por pa- 
labras, escritos ó hechos; y pena ese delito con 
reclusión en primero ó segundo grado. De mane- 
ra, pues, que el artículo 168 del Cód. de Enj. Oiv., 
está modificado por la ley penal, en cuanto á la ' 
imposición de lá pena, y en cuanto á que el adul- 
terar ó desfigurar los hechos, lo califica de delito, 
el cual como todos los demás debe esclarecerse en 
juicio. 

Art. 180. 

El abogado no puede defender en causa en que su padre, hijo 
suegro, yerno ó cuñado sean jueces ó escribanos, ni éstos conocer ó 
actuar eu la causa en que sea defensor alguno de sus parientes en los 
grados mencionados. (*) 

' (*) Por razón de analogía, tampoco deben co- 
nocer los jueces en las causas en que defiende un 
abogado con quien tiene enemistad grave. Si la 
circunstancia de ser el defensor pariente del juez, 
en los grados indicados en el artículo 187, inhabi- 
lita á éste para conocer en la causa que aquel de- 
fiende, porque la ley supone falta de imparcialidad 
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en el juez para administrar justicia en ese caso, 
por la misma razón no debe conocer en el juicio 
en que defiende un abogado con quien tiene ene- 
mistad grave. Véase la nota al inciso 39 del ar- 
tículo 647 Oód. de Enj. 

Art. 187. 

Se hará el mismo nombramiento de defensor cuando haya algu- 
na aceión que promover en favor del ausente, y falten las otras per- 
sonas que deben reclamar sus derechos, f^) 

(*) La ley de enjuiciamiento civil (art. 184) ha 
encargado de la defensa de los bienes ó derechos 
de un ausente á su apoderado, á su muger, k sus 
hijos y al guardador de sus bienes; y á falta de 
estas personas ha dispuesto, en los casos indicados 
en los artículos 186 y 187, que el consejo de fami- 
lia nombre un defensor al ausente, en armonía y 
concordancia con el artículo 66 del Cód. Oiv. 

Según esto, el defensor ejerce, bajo de esos asjiec- 
tos, las mismas atribuciones que los guardadores 
de ausentes; pero no puedo descubrir cual sea la 
razón por qué éstos son nombrados por el juez y 
aquel por el consejo de familia. En efecto: el ar- 
tículo 58 del Cód. Oiv. dispone que, á falta de 
apoderado, cónyuge é hijos, cuando el ausente se 
halle fuera de la Eepública, ó se ignoré su i)ara- 
dero, el juez le nombre un guardador para sus 
bienes, previa la prueba y declaración de la nece- 
sidad de proveer á la administración, mientras 
que, como ya se ha visto, tan^o el Código Civil, 
como el de Enjuiciamiento, prescriben que el de- 
fensorio nombre el consejo de familia. 

Y ni puede decirse siquiera que los defensores 
son nombrados para que intervengan en juicio y 
los guardadores no, pues éstos sólo tienen la ad- 
ministración délos bienes del ausente. Aún cuan- 
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do así fuese, que no lo es, no se da la razón expü- 
catoria de que los primeros sean nombrados por 
el juez, y éstos por el consejo. 

Los guardadores de bienes de ausentes no 
son simples administradores, porque están facul- 
tados para defender los derechos del ausente, pues 
además de que así lo dispone terminantemente el 
artículo 184 del Código de Enjuiciamiento, esa 
obligación se deduce también de la última parte 
del artículo 66 del Código Civil. Por eso dice este 
artículo: «cesará el cargo de defensor desde que 
termine el asunto para que fué nombrado, ó desde 
que, por hacerse necesario, se provea de guardador 
al ausente. El defensor deja de ejercer sus funcio- 
nes, porque el guardador, por el hecho de su nom- 
bramiento, es el llamado á defender los bienes ó 
derechos del ausente. 

Tampoco puede alegarse que, en el caso del 
artículo 58, el nombramiento lo hace el juez en la 
])ersona designada por el consejo, y que por con- 
siguiente no hay discordancia entre ambas dispo- 
siciones, pues tanto el defensor como el guarda- 
dor los nombra el consejo. Cuando este hace la 
elección de guardador, el electo recibe su nom- 
bramiento directamente de esa corporación, por- 
que es potestativo de ella nombrar guardadores da- 
tivos (art. 395 inc. 1? Cód. Civ.), en cuyo acto no 
interviene el juez de 1.* instam^ia, sino que sólo 
procede á disernirle el cargo. Pero según el ar- 
tículo 58 citado el guardador jpara los bienes del 
ausente es nombrado por el juez, disposición que 
excluye la intervención del consejo. 

Si sólo comparásemos los artículos mencio- 
nados (58 Cód. Civ., 186, 187 Cód. Enj.) la dis- 
cordancia resultaría manifiesta; pero si la compa- 
ración la hacemos de los artículps 186 y 187 del 
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Código de Enjuiciamiento con el 411 del Códi^i^o 
Civil, desaparece la contradicción, porque según 
este artículo se forma también consejo de familia 
para que ejerza sus atribuciones á favor de ausen- 
tes; y como ya hemos visto que es atribución del 
consejo nombrar guardadores, es indudable que, 
llegado el caso de que sea necesario proveer de 
un guardador á los bienes del ausente, el nombra- 
miento debe hacerlo el consejo de familia. Más si 
hay perfecta armonía entre las disposiciones men- 
cionadas, no la hay en las del Código Civil, pues 
si está mandado, por el artículo 58, que el guar- 
dador lo nombre el juez, por el artículo 411 
y sus referentes se ordena lo contrario, esto es, 
que el nombramiento lo haga el consejo. 

Aún cuando no se encuentra la razón funda- 
mental que haga conocer por qué el guardador 
y el defensor son nombrados por distintos fun- 
cionarios, siendo cierto, que en un caso dado, 
uno y otro desempeñan iguales atribuciones^ ya 
está mandado que el defensor lo nombre el conse- 
jo, y por consiguiente no hay dificultad alguna 
que vencer. íí'o sucede lo mismo en el caso de 
ser necesario un guardador para los bienes del 
ausente. 

¿Cómo, pues, salvar el conflicto que resulta 
entre las disposiciones de los artículos 58 y 411 
del Código Civil?» Si el juez de 1? instancia proce- 
de á nombrar guardadores para los bienes del au^ 
senté, fundado en-el artículo 58, el consejo de fa- 
milia puede entablarle competencia, apoyado en 
el artículo 411 y sus referentes; y tanto aquel fun- 
cionario como el consejo tienen una ley clara, 
expresa y terminante que llamar en su apoyo pa- 
ra defender sus facultades. 

El legislador es el llamado á resolver el con- 
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flicto; mientras tanto el medio conciliatorio de sal- 
var la dificultad sería el siguiente: si no estuviese 
formado el consejo de familia de un ausente y 
fuese necesario nombrarle un guardador, lo hará 
el juez de 1? instancia; pero si el consejo estuviese 
formado el nombramiento lo hará éste. 

Y ya que he hablado de guardador, bueno se- 
rá indicar que los guardadores no sólo son testa- 
mentarioSj legales y dativos, sino que también los 
haj judiciales, y son los que nombra el juez (art. 
68 y 323 Oód. Oiv.), salvo que á éstos se les lla- 
ma dativo», por analogía con los albaceas que 
nombra el juez (art. 896 del mismo código). 

Art. 197 



Las personas que no quieran demandar ó defenderse por sí mis- 
mas ante los juzgados dd 1.* instancia, pueden nombrar un apodera- 
do con poder bastante para que las represente en el juicio. (*) 

Los litigantes están obligados á constituir un procurador del nú- 
mero para los pleitos que tengan en las cortes. (**) 

(*) Es poder bastante, para los juicios escritos 
de mayor cuantía, el que se extiende en escritu- 
ra pública (art. 211 Cód. de Enj.); y para los jui- 
cios escritos de menor cuantía, lo es el que se ex- 
tiende fuera de registro, por escribano público 
(art. 13.2 Eeg. de Trib.). En los juicios verbales es 
poder bastante el que se extiende conforme á la 
2? parte del artículo 642 del Código de Enjuicia- 
miento. 

(**) Esta parte del artículo está derogada por 
las leye^ de 23 de Enero y 27 de Octubre de 1879, 
según la cual los litigantes no necesitan consti- 
tuir procurador para presentarse á las cortes. 
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Atí. 199. 

No pueden ser apoderados: 

1.**... 2."... 3.**... 4<>.... 5."*. ..6.'*... 7.* Los empleados públicos f*) 
y militares en actual servicio, á no ser de sus parientes dentro del 
segundo grado.... 

(*) Hago esta anotación para recordar que al- 
gunos jueces piden licencia por largo tiempo, sin 
goce de sueldo, con el fin de ejercer poderes y 
abogar públicamente, fundándose en que no ejer- 
cen jurisdicción fuera de su distrito judicial y es- 
tando con licencia. Pero esos funcionarios no 
quieren comprender, que por la licencia no dejan 
de ser empleados públicos, y que la prohibición 
de que me ocupo no admite distinciones. Véasela 
nota al artículo 40 inciso 59 

Art.303. 

Loa procuradores del niímero tienen, además de las obligaciones 
expresadas en el artículo 200, las siguientes; 
l.a...2.a...3.*(*) 

(*) Este artículo está derogado por las leyes de 
23 de Enero y 27 de Octubre de 1879. Lo está tam- 
bién el artículo próximo anterior. 

Art.áao, 

Son deberes de los escribanos de Estado: 

1.**... 2.^ Hacer saber á las partes las providencias por sí ó por 
los escribanos de diligencias, cuando más tarde á las yeinticuatro 
horas. (*) 

(*) Pero les está prohibido ejecutarlas mientras 
no haya corrido el término para que queden eje- 
cutoriadas, salvo que lo pidan todos los interesa- 
dos en el juicio (Suprema circular de 15 de Di- 
ciembre de 1856). Véa^e la nota 1.* al artícult) 562 
y el artículo 1378. 
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Art. ^3. 

La comisión se dará á un juez de 1/ instancia, si lo hubiere en 
el lugar donde se hi de practicar la diligencia, y si no á un juez de 
paz. (*) ^ 

* Si la comisión es para recibir declaraciones 
y los testigos han variado de domicilio, se obser- 
vará lo dispuesto en el artículo 930 Código de 
Enjuiciamiento. 



Art. 246 



.(*) 



* Las disposiciones de este artículo y los cua- 
tro precedentes tratan de los despachos que se li- 
bran para que se cumplan y ejecuten en el inte- 
rior de la Eepública. En cnanto á los que se re- 
miten al exterior la tram i Uí^ión es <listinta, según 
el caso. 

Conforme á la Suprema resolución de 30 de 
Noviembre de 1870 los despachos de carácter ur- 
jente ó en que tenga interés el fisco, que libren 
los jueces ó Tribunales de los departamentos del 
Cuzco, Puno, Arequipa, Moquegua, Tacna y Ta- 
rapacá, deben dirijirse á la respectiva Prefectura, 
para que ésta los remita al Agente Diplomático 
ó Consular del Perú en Chile ó Bolivia, dando la 
autorida<l política un aviso preventivo al Ministe- 
rio de Relaciones Exteriores del Perú. En los de- 
más casos, y cuando las autoridades judiciales de 
los demás departamentos tengan que remitir des- 
pachos á países extranjeros, los dirijirán debida- 
mente comprobados al Ministerio enunciado, por 
con<iucto de la respectiva Corte, conforme al ar- 
tículo 941 del Código de Enjuiciamiento y al su- 
premo decreto de 6 de Setiembre de 1869. 

Eespecto á los despachos que vienen del ex- 
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f 

terior para que se cumplan dentro de la Eepúbli- 
ca, nuestras leyes tienen en consideración: 19 si 
los despachos se fundan en tratados ó en la cos- 
tumbre establecida, antes de la promulgación de 
nuestros códigos: 29 si no tienen ese fundamento. 
En el primer caso, estando á lo dispuesto en 
el artículo 942 del código citado; debe darse cum- 
plimiento á los exbortos que vengan de países ex- 
tranjeros, aún cuando en su contenido sean con- 
trarios á nuestras leyes, ya porque las naciones 
de donde ellos vienen están en posesión del de- 
recho de que se ejecuten en el Perú, ya porque el 
Código de Enjuiciamiento les ha reconocido ese 
derecho consuetudinario, fundado en el principio 
jurídico de que las leyes no tienen efecto retroactivo. 
Leges et constituciones faturis certiim est darefor- 
mam negotiis non facta prceterita rerocari. 

En el segundo caso se ejecutan si ellos no 
son contrarios á nuestras leyes; pero los despa- 
chos deben venir comprobados en la Legación ó 
Consulado peruano, que exista en el país de don- 
de se libran, porque si les falta ese requisito no 
hacen fe, y sólo tienen el valor de un instrumen- 
to privado (artículo 810 y 811 Cód. de Euj). Si no 
hay agentes peruanos, la comprobación se hace 
ante el consulado ó legación de una nación ami- 
ga del Perú. 

Si los despachos son contrarios a nuestras 
leyes, como si por ellos se comisiona para dar 
posesión ó embargar bienes raíces situados en el 
Perú, el juez debe oír al Ministerio fiscal, defen- 
sor nato de la jurisdicción nacional ordinaria, su- 
puesto que los inmuebles están sugetos á las le- 
yes de la Eepública, cualquiera que sean la natu- 
raleza y condición del poseedor (art. V, tit. prel. 
Cód. Civ.), y en virtud del dictamen fiscal expe- 



— 17 — 

dir auto declarando si ha ó nó lugar á la ejecu- 
ción del exhorto. 

Tal es el procedimiento legal que debe ob- 
servarse con los despachos que vienen del exte- 
rior; no obstante, en esta ciudad de Iquique, he 
visto mandarse ejecutar despachos venidos de 
Chile, contrarios á nuestras leyes; pero yo en mi 
condición de abogado he hecho que mis clientes 
se opongan al cumplimiento de ellos. Citaré, en- 
tre muchos casos, el siguiente: 

Los señores Gautreau y C? entablaron juicio 
ejecutivo por cumplimiento de obligación contra 
la sociedad salitrera «California» establecida en 
Valparaíso, y por cuerda separada pidieron la in- 
tervención de las oficinas salitreras, bodegas y 
casas de aquella sociedad, y el juez (de Iquique) 
accedió á esa solicitud. Como la compañia «Califor- 
nia» llevase el asunto intervención a la Corte Su- 
prema, en vía de nulidad, fundándose en que no 
podían existir á la vez dos medidas precautorias, 
sin que dejase de haber despojo judicial, puesto 
que se había decretado también una retención de 
S. 400,000 en poder del Gobierno, medida que 
aseguraba suficientemente la demanda; temero- 
sos los demandantes de salir mal en el juicio prin- 
cipal, y de que se anulase la intervención, cuya 
subsistencia les interesaba mucho, promovieron 
también juicio ejecutivo en Valparaíso contra la 
misma compañía «California,» y pidieron allí in- 
tervención de los bienes de ésta. El juez accedió 
al pedido y libró despacho al de Iquique, comisio- 
nándolo para el fin indicaclo. Este funcionario, 
bajo las sombras del misterio, mandó dar cumpli- 
miento al despacho, y se ejecutó sin que lo supie- 
ran los representantes de la «California;» porque 
no se hizo más que copiar las actas de los inven- 
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tarios de la intervención decretada por autoridad 
peruana. 

Cuando la Corte Suprema del Perú declaró 
nula la intervención, dejando subsistente la re- 
tención, los señores Gautreau y C? pidieron: que, 
estando en todo su vigor la intervención chilena, 
continuasen intervenidos los bienes de la «Cali- 
fornia.» El juez de est^ puerto así lo maudó, pero 
el gerente de esta sociedad hizo oposición en for- 
ma á esa providencia, fundándose en que era nu- 
lo todo lo actuado en la titulada intervención 
chilena, por ser el procedimiento contrario á nues- 
tras leyes relativas á los inmuebles, que estañen 
territorio peruano, según los cuales sólo los jue- 
ces y tribunales peruanos tienen jurisdicción so- 
bre ellos. Pasó el expediente en vista fiscal y el 
dictamen decía ¡en mengua de la jurisdicción na- 
cional! que debía cumplirse ó continuar la inter- 
vención chilena, porque nada había que se opu- 
siese á su vigencia. En este estado, los demandan- 
tes propusieron uifti transacción, que se llevó á 
efecto, quedando así terminado el juicio, y sin re- 
solverse la nulidad deducida. 

Art. 348. 



Los ejecutores ordinarios ejecutan ó mandan llevar á efecto: 

1.** Las sentencias pronunciadas y ejecutoriadas por los tribuna- 
nales superiores, y las pronunciadas en su juzgado, cuando han pa- 
sado en^utoridad de cosa juzgada por no haberse apelado oportuna- 
mente, 'ó por hoberse declarado desierta la apelación; 

2.° Las sentencias pronunciadas por los arbitros ywí«, 6 por los 
arbitr adores; 

3.** Las transacciones de "los interesados en que hayan inter- 
puesto su autoridad, por consentimiento de éstos; 

é.° Los instrumentos y demás recaudos que traigan aparejada 
ejecución según este código. (*) 

(*) Las sentencias y transacciones de que ha- 
blan los incisos 19, 29 y 39 se llevan á efecto por 
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la vía coactiva de apremio y pago (art. 1197 y si- 
guientes de ese tít.); y los instrumentos y demás 
recaudos de que trata el inciso 4? por la vía eje- 
cutiva (art. 1129 y 1192). 

Art. 351. 

Los ejecutores extraordinarios pueden ser recusados con expre- 
sión de causa. (*) 

(*) Pueden ser recusados los ejecutores ordina- 
rios, cuando por la vía ejecutiva mandan llevar á 
efecto los instrumentos y demás recaudos de que 
habla el inciso 49 del artículo 248. 

Art. 358. 



Cada litigante nombrará un perito por su parte. El tercero se 
nombrará por el juez de la causa, si las partes no lo hacen dentro del 
término que el juez les señale . (*) 

(*) Excepto en el juicio ejecutivo, en el cual el 
juez no está facultado para señalar término para 
el nombramiento de perito dirimente, porque el 
artículo 439, inciso 99, fija el término de dos días. 

Art. 363. 

El juez expresará con toda claridad, en el auto de nombramiento, 
el objeto que éste tiene, y el término en que ha de verificarse, segiín 
las circunstancias del tiempo, lugar y demás del caso. (*) 

(*) No siempre se cumple este importante pre- 
cepto de la ley, poque las más veces los jueces no 
señalan, en el auto, el término dentro del cual 
deben los peritos expedir el dic taimen, cuya omi- 
sión causa graves perjuicios á los litigantes. 
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Art. ZM. 

Si el dictamen adolece de error esencial, probado ésfc3 sumaria- 
riamente (*) 

(*) La tramitación es esta: traslado á los peri- 
tos y al colitigaute, contestación, prueba de ocho 
dias perentorios y con todos cargos y resolución. 
El auto es' apelable en arabos efectos. Véase los 
artículos 1078, lOSO y 1674. 

Art. 383. 

Extraordinario son aquellos en qu^ la acción está probada, y se 
procede apremiando al reo ó embargando sus bienes para que cumpla 
una obligación. (*) 

(*) El juicio ejecutivo que es extraordinario, 
I>uecle ser también doble si el reo, al oponerse á 
la citación del remate, interpone reconvención, 
parque ésta es p3rmitida en aquel juicio, según 
el artículo 593. 



Art. 39^. 

Oída la exposición de las partes y las indicaciones de los media- 
dores, en su caso, propondrá el juez precisamente cuantos medios de 
avenimiento estén á su alcance para que las partes terminen amisto- 
samente sus diferencias. Si convienen los interesados, procederán á 
redactar el convenio en términos claros, y en el libro correspondien- 
te, quedando concluida la demmda y transijido el pleito. (*) 

(*) Su cumplimiento se pide por la vía coacti- 
va de apremio y pago, pues la transacción da al 
pleito el carácter de cosa juzgada, y por consi- 
guiente, i>roduce los efectos de una ejecutoria, 
que se halla comprendida en el artículo 1197 del 
Código de Enjuiciamiento. Véase las notas á los 
artículos 1197 y 1198, 
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Art. 398. 

Si el distrito del juez de paz del demandado no fuere el mismo 
sn que reside el juez que debe conocer en primera instancia de la 
causa, la conciliación se practicará ante este último; para lo cual el 
emplazamiento que se haga en virtud déla demanda, contendrá, ade-, 
más, la orden de comparecer las partes en el día y hora que se seña- 
le para el acto conciliatorio. (*) 

(*) El artículo 81 del Eeglamento de Tribuna- 
les, á la vez que explica y amplía las disposiciones 
de los artículos 298 y 595, salva le contradicción 
que resulta entre ellas, dejando subsistente lo 
prescrito en el artículo 298. Por este artículo está 
mandado quQ el emplazamiento que se haga, en 
virtud de la demanda, contenga además la orden 
de comparecer las partes al acto conciliatorio, en 
el día que se les señale; esto es, en el auto que se 
expida conforme á la naturaleza de la demanda' 
debe ordenarse también que se cite a las partes á 
conciliación; mientras que por el segundo, es de- 
cir, por el artículo 595, se ha prescrito que, en el 
escrito de demanda, se provea únicamente la 
comparecencia de las partes al acto conciliatorio, 
y sólo en el caso de que entre éstas no haya ave- 
nimiento expida el juez inmediatamente el au- 
to que corresponda á la demanda, lo que, como 
se ha visto, es contrario á lo dispuesto en el ar- 
tículo 298. 

Art. 399. 



Las conciliaciones por demandas entre padres é hijos, marido 
y muger, ó parientes entre el segundo grado, se verificarán ante el 
juez de 1.* instancia que debe conocer de la causa. (*) 

(*) Concuerda con el artículo 374. 
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Art. 806. 

En el termina de prueba se puede pedir la absolución de posi- 
siones cuantas veces interese á los litigantes. (*) 

(*) Y aún pueden ordenarse de oñcio según los 
artículos 680 y 670. Véase la nota al artículo 461. 

Art. 307. 

Toda persona está obligada á reconocer ante su juez competen- 
te, (*) y bajo de juramento el vale ó el pagaré que á favor de otro hu- 
biese otorgado. 

(*) Al hablar esta ley de juez competente se re- 
fiere á aquel ante ^el cual debe hacerse el recono- 
cimiento de un vale ó pagaré, atendiendo á la 
entidad de la deuda, materia del documento; es 
decir; que el juez de 1? instancia será el compe- 
tente si la cantidad es mayor de ciento sesenta 
soles ($200); pero si es por esta cantidad ú otra 
menor el competente sera el juez de paz. Véase el 
artículo 86 y su nota. 

Como el reconocimiento, según el artículo 
307, es una diligencia preparatoria, no se radica 
la jurisdicción ante el juez que conoce de esa di- 
ligencia, sino que deja expodita la del juez com- 
petente por razón del fuero. 

Art. 310. 

De igual derecho goza el tenedor de un vale ciego, 6 en el que 
no se expresa la persona á quien se ha de pagar. (*) 

(*) E» materia mercantil no se reconoce paga- 
ré ó vale ciego (art. 532 Oód. de Oom.) 

Cuando se promulgó este Código no existían 
en el país bancos de emisión, y por eso no se pcu- 
pa de los billetes de banco, chekes, etc. Es de im- 
periosa necesidad que se dé una ley sobre instita- 
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* 

ciones bancarias. Si ésta hubiera existido luego 
que eu la Eepública principiaron á establecerse 
bancos de emisión, no sufriría el país la crisis mo- 
netaria que hoy la devora. 

• Art. 315. 

Practicado el reconocimiento debe el j uez mandar se entregue 
la declaración al que la pidió para que use de su derecho. (*) 

(*) De oficio debe el juez cumplir esta disposi- 
ción, inmediatamente después de firmada el acta 
de reconocimiento, y no aguardar á que haya pe- 
tición departe, como lo exijen algunos jueces. 

Art. 347. 

Gozan del derecho de pedir la inspección ocular: 
l.*^... 2.° Aquel á quien dañe ó pueda ^dañar la obra nueva con- 
tigua á su fundo. (*) 

(*) De esta disposición se abusa con frecuencia, 
dándole una amplitud que no tiene. He visto pre- 
sentarse demandas sobre suspensión de obra nue- 
va, fundándose el interesado en que ésta se ejecu- 
taba en terreno de su propiedad; pedir, en conse- 
cuencia, que se suspenda la obra, y que se prac- 
tique una inspección ocular, y el juez admitir la 
demanda y. proveer como lo había pedido aquel. 
Eesulta de este procedimiento, que, si la resolu- 
ción que se expida no favorece, como no puede 
favorecer el intento del actor, éste interpone ape- 
lación, la que, concedida en ambos efectos, deja 
la orden de suspensión en todo su vigor, hasta 
que resuelvan los tribunales. Así el litigante te- 
merario consiguió su objeto; obtuvo una orden 
de suspensión indeterminada. 

Si el juez hubiese procedido con arreglo á la 
ley habría^ ó corrido traslado simplemente del es- 

5 
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crito, considerándolo como demanda ordinaria so- 
mbre la propiedad, ó mandado que el actor usara de 
su derecho en la vía correspondiente, conforme al 
artículo 253 del Código de Enjuiciamiento, desde 
que ya la inspección carecía de objeto, supuesto 
que la demanda versaba sobre Ja propiedad del 
terreno. 

Lo expuesto manifiesta claramente cuan ne- 
cesaria es una ley que detalle el procedimiento á 
que debe sujetarse la demanda de obra nueva. 
Éste debe ser un juicio sumario. 

Art. 355. 

Los síndicos ó apoderados de los pueblos pueden también exijirlo 
{el deslinde) y pedir que se señalen los linderos correspondientes al 
pueblo que representan. (*) 

(*) Conforme con la ley de .9 de Abril de 1873, 
artículo 46, inciso 19, 110 y 123, según la cual los 
síndicos son los personeros de los pueblos ó mu- 
nicipios. 

Art. 376. 



Si los cónyuges convienen en la pensión alimenticia, se hará 
constar esta circunstancia en el acta de conciliación, cuyo cer- 
tificado tiene fuerza ejecutiva para que la muger exija los alimentos 
ante la justicia ordinaria. (*) 

(*) Pero la ejecución debe hacerse por la vía 
coactiva de apremio y pago, porque el convenio 
de los cónyuges es una verdadera transacción ha- 
bida en el acto conciliatorio, como aquella de que 
habla el artículo 292, parte 2? Véase las notas á 
los artículos 1197 y 1198. 
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Bq los juicios de divorcio no se puede proauuciar sentencia sin 
nuevo comparendo para conciliar á los cónyuges . (*) 

(*) Pero la sentencia no causa ejecutoria, se^n 
el artículo 200 del Código Civil, para el efecto de 
impedir la reconciliación de los cónyuges. 

Art. 3S9. 

Si mientras se sustancia y resuelve *la competencia fuere urj en- 
te practicar alguna diligencia, c^ya omisión causaría á la parte que 
la solicita un perjuicio irreparable, la ordenarán los dos jueces, si 
pueden reunirse. (*) 

(*) Esto es si residen ó se hallan en un mismo 
lugar, ó si residen á corta distancia uno de otro. 

Art. 403. 

Kecusado con expresión de causa un juez ¡de 1.^ instancH, se 
abstendrá de librar providencias en el juicio principal. (*) 

(*) Porque, según el artículo 16. inciso 1?, la 
jurisdicción delju-ez se suspende, desde que se 
interpone la recusación hasta que se decide. 

Art. 405. 

El juez á quien se remita el escrito de recusación, mandará re- 
cibir el artículo á prueba por el término de ocho días perentorios y 
con todos cargos, "citándose al efecto^á las partes y dándose aviso al 
juez recusado. (*) 

' (*) Según la ley de 5 de Abril de 1873, el juez 
que conoce de la recusación continuará sustan- 
ciando la causa principal, y dicho juez es irrecu- 
sable en el incidente de la recusación. Pero si es 
irrecusable puede sinembargo excusarse de cono- 
cer en el incidente, pues esto no le está prohibido, 
siempre que exista justa causa. 
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La ley citada al dispouer que el juez que co- 
noce de la recusación continúe sustanciando la 
causa principal, no lo faculta para resolverla, sino 
en el caso de que se declare fundada la recusa- 
ción; porque mientras ésta no se decida no puede 
el juez accidental fallar sobre lo principal, pues 
el juez originario no ha i>erdido su jurisdicción 
en el juicio, sino que ella sólo ha quedado en sus- 
7>euso (art. 16, inc. 19 y 19, inc. 29 Oód. de Enj.) 
Pero se dirá tal vez: si el juez de la recusa- 
ción no puede resolver la causa principal ¿qué ob- 
jeto tendría la que se interpusiese estando el jui- 
cio terminado para sentencia? Contestaré que en 
tal estado no procede legítimamente la recusa- 
ción, para que el juez se separe del conocimiento 
déla causa, en cuyo caso sólo es permitido pedir 
que el juez se acompañe con otro (artículo 111 
Oód. de Enj.) 

á Si sólo se atendiese á la definición que el Sr. 
García Calderón da, en sa Diccionario de Legisla- 
ción Peruana y á la voz recusación j la observación 
hecha tendría razón de ser; pero como aquella es 
incompleta, no puede servir de base á la obje- 
ción. En efecto: «recusación es la tacha ó excep- 
ción, dice dicho Sr., que se pone ai juez que cono- 
ce de una causa, para impedir que continúe co- 
nociendo de ella.» Como se ve, esta definición no 
comprende la recusación permitida por los artícu- 
los 110 y 111. 

Irt. 406. 

El recusante puede dentro de este término: 

1.**... 2.** Pedir que el recusado absuelva posiciones. (*) 

(*) En este caso el juez que ha de absolver po- 
siciones debe concurrir, para ese acto, al local en 
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que despache el juez ó con juez que conoce de la 
recusación, y no éste al en que funciona el recu- 
sado; porque éste comparece como reo ante su 
juez. Sinembargo, pretenden lo contrario algunos 
jueces cuando son recusados, y es un conjuez el 
que conoce de la recusación. 

Art. tól. 

La ley exceptúa de pagar costas judiciales: 
l.^.. 2.«... 3.*^... 4^» Al Fisco. (*) 

(*) Y por consiguiente á las Municipalidades, 
porque los bienes municipales gozan de los mis- 
mos privilegios y exenciones que las leyes conce- 
den á los íiscales (Ley de 9 de Abril de 1873, 
art. 19.) 

Art. «S. 

Son términos legales en los juicios ordinarios: 
1.° Tres días para deducir excepciones dilatorias; (*) 
3,° Nueve días para contestar á la demanda; (**) 
IB. Doce para pronunciar sentencia, (***) 

(*) Ampliado por el artículo 621 según el cual 
dentro de esos tres días puede interponerse tam- 
bién las ^excepciones declinatorias, y todas en un 
mismo escrito. El término de tercero día debe con- 
tarse según el artículo 621 citado, incluyendo el 
día en que se hizo la citación. De modo que con- 
forme á la regla general del artículo 446, las ex- 
cepciones declinatorias y dilatorias deben inter- 
ponerse dentro de segundo día. El artículo 621 es, 
pues, una excepción de esa regla. 

(**) Por el artículo 69 de la ley de 21 de Di- 
ciembre de 1839, vigente según el artículo 136 de 
la Constitución, el término de contestación á la 
demanda queda reducido á la mitad en los juicios 
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de hacienda; y como los bienes municipales son 
también privilegiados por la ley, es claro que en 
los juicios en que una Municipalidad es parte, és- 
ta goza de aquel privilegio. 
(»»») Eara vez se cumple este precepto. 

Irt. 446. 

Los términos empiezan á correr desde el día siguiente al de la 
fecha de la notificación de la providencia. (*) 

(♦) Excepto cuando la ley dispone otra cosa, 
coma en los casos de los artículos 621, 1159 y 
otros según los cuales el término se cuenta inclu- 
yendo el mismo día en que se hizo la citación. 
Véasela nota al artículp 438, inciso 19 

Art. 447. . 

Los términos no corren: 

1.* En los días 28 de Julio, 9 de Diciembre, y en los de clausura 
de tribunales por las Pascuas de NaTidad y de Besurrección. ('*') 

(*) Este inciso está expresamente modificado 
por la ley de 1.'' de Diciembre de 1874, artículos 
19 y 6?, según la cual los términos judiciales no 
corren el 28 de Julio, 9 de Diciembre, 2 de Ma- 
yo, durante el tiempo de las vacaciones judicia- 
les (desde el Domingo de Carnaval hasta el Lu- 
nes de Pascua de Besurrección), ni en los días fe- 
riados. 

Art. 448. 

Las incidencias notoriamente maliciosas ó ilegales, no impiden 
el curso de término, (*) 

« 

(*) Si las incidencias notoriamente maliciosas 
ó ilegales no impiden el curso del término no se 
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las debe admitir. De la comparación de este ar- 
tículo con lo dispuesto en el inciso 29 del articulo 
4#, se deduce claramente que los jueces deben re- 
chazar, de plano, los escritos maliciosos ó ilegales. 

Art. 455. 

El término de la distancia sólo se concede si el emplazado se 
halla á tres leguas del lugar del juicio. Este término es de cuatro días 
si la distancia es de seis leguas 6 menos, y si es mayor se contará, 
sobre los cuatro días, uno por cada seis leguas. (*) 

(*) Ya es muy necesario que la lej^ haga una 
importante reforma en la concesión del término 
de la distancia, en atención á que la navegación 
por vapor y los ferrocarriles han acortado muchí- . 
simo las distancias. No hay razón para que el 
término de la distancia entre Lima y Tacna, por 
ejemplo, continúe siendo de cincuenta y tres días, 
cuando realmente lo han reducido á cinco los fe- 
rrocarriles y vapores. Véase el artículo 344 y 
su nota. 

Art. 461. 

Cuando se pidan posiciones fuera del término de prueba (*) no 
«e contarán en eJ que esté pendiente, los días que corran desde que 
se presente la solicitud hasta que se absuelvan las posiciones. 

(*) Es indudable que, según el artículo 202, no 
es permitido pedir posiciones sino dentro de los 
términos probatorios, es decir, en juicio. Se ex- 
ceptúan de esta disposición los casos comprendi- 
dos en el artículo 303, cuyas posiciones pueden 
pedirse en diligencia preparatoria, ó antes del jui- 
cio. Pero estando á lo dispuesto.en otros artícu- 
los del mismo Código de Enjuiciamiento, e^ indu- 
dable que puede solicitarse la absolución de po- 
siciones fuera del término de prueba. 
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iQué quiere decir fuera del término de prue- 
ba? iSerá que las posiciones sólo pueden pedirse 
después de entablada la demanda, y antes del 
término probatorio? ¿Ó será que esa diligencia 
puede practicarse antes ó después de ese término, 
esto es, en cualquier estado del juicio? Las opi- 
niones varían sobre este punto de derecho. 

El Sr. Garcia Calderón en su Diccionario de 
la Legislación Peruana, dice: «se puede pedir la 
absolución de posiciones durante el término pro- 
batorio de los juicios, fuera de este término, y 
también antes de interponerse la demanda.» Pe- 
ro si afirma que la ley permite pedir posiciones 
fuera del estado de prueba, no indica si la solitud 
debe hacerse antes ó después de ese término, ó en 
cualquiera estado del juicio. Como se ve no re- 
suelve la cuestión. 

Los Señores Fuentes y Lama en sus Notas al 
Código de Enjuiciamientos dicen: que cuando la 
ley permite pedir posiciones fuera del término 
probatorio, se refiere al estado anterior á este tér- 
mino. En ese estado, según ellos, sólo se puede pe- 
dir las posiciones comprendidas en el artículo 303, 
quedando las demás para el estado de prueba. 
Yéase sus notas á los artículos 305 y 461. Tal 
opinión está ratificada por el Sr. Lama en sus 
Elementos de teoría del enjuiciamiento y práctica 
forence peruana, página 107, tomo 2? 

Yo opino de distinta manera: creo firmemen- 
te que la ley permite pedir toda clase deposiciones 
al litigante antes ó después del término probato- 
rio, y me fundo en las claras y terminantes dis- 
posiciones de los artículos 461, 670 700 y 847. 

El primero de estos artículos, que es amplia- 
torio del artículo 302, no hace ninguna distin- 
ción, respecto á la clase de posiciones que puede 
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pedirse, ni se refiere únicamente á la estación an- 
terior al término de prueba, sino que hace una 
declaración general, comprensiva de todos los es- 
tados anteriores y posteriores al probatorio, y á 
toda clase de posiciones; y como es regla^de Le- 
gislación: que donde la ley no distingue no debe 
hacerse distinciones — tibi lex non distingtiet neo 
nos distinguere .dehemus — , es claro que la mencio- 
nada diligencia puede practicarse sobre toda cla- 
se de posiciones y en cualquier estado del juicio. 

La confesión que es un medio de prueba pue- 
de pedirse, según el articulo 700, en cualquier es- 
tado del juicio; y como las posiciones son la for- 
ma por la cual se hace la confesión, es incuestio- 
nable que aquellas pueden solicitarse en cual- 
quier estado de la causa. Las posiciones no son 
otra cosa que una verdadera confesión. 

Por el artículo 670 están los jueces faculta- 
dos para ordenar de oficio las pruebas que juz- 
guen necesarias para el esclarecimiento de la ver- 
dad, en cualquier estado déla catcsa, antes de pronun- 
ciar sentencia. Ño se limita, pues, la autorización 
á una clase de pruebas, sino que á mérito de ella, 
pueden los jueces mandar practicar las que crean 
necesarias. Ahora, bien: si los jueces tienen tal 
facultad, con más razón la tendrán las partes, 
que litigan sobre un derecho, para cnyo esclareci- 
miento sea necesario pedir que el contrario ab- 
suelva posiciones en cualquier estado del juicio. 

Finalmente, el reconocimiento puede pedirse 
en cualquier estado de la causa, estando á lo 
prescrito en el artículo 847; haciéndose aquel por 
la confesión judicial, no hay duda alguno de que 
las posiciones pueden pedirse antes ó después del 
término probatorio. 

En el juicio ordinario es donde, con más cla- 

6 
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ridad, se ve lo que acabo de indicaí:. En efecto: 
en este juicio hay estados anteriores y posterio- 
res al probatorio, qué no dejan lugar á duda de 
que las posiciones pueden pedirse aún después 
de vencido aquel. Así, por ejemplo: para alegar 
de bien probado puede, cualquiera de las partes, 
pedir que la otra jure posiciones; y mientras se 
practica esta diligencia no corre el término, den-» 
tro del cual se debe alegar, sino desde que se ab- 
suelven aquellas. 

Para evitar cuestiones la ley debe de ser más 
precisa, en cuanto al derecho que concede á las 
partes, sobre absolución de posiciones. 

Art. 471. 

Si la fdlta indicada en el caso segando del articulo 466, 
consiáke en inj arias vertidas contra alguna parte, se impondrá al 
culpado el apremio de multa; salvo el derecho del ofendido para ob- 
tener reparación en el juicio correspondiente, según la gravedad de 
la injuria. (*) 

(*) El juicio correspondiente, esto es, el crimi- 
nal por injurias graves, verbales ó escritas, está 
detallado, en cuanto á su tramitación, en los ar- 
tículos 132 y siguientes del tít. 39, sec. 1?, Lib. 39 
del Código de Enjuiciamiento en materia penal. 
Eespecto al juicio por injurias leves, véase el ar- 
tículo 167 y siguientes de título 1.*^, sección 4? del 
mismo Libro y Código. 

Art. 474. 

Si el culpado, en el caso del artículo anterior, cometiese alguna 
violencia ó injuria grave, además de la detención corporal, se le so- 
meterá á juicio inmediatamente. (*)... 

(*). El juicio áque se somete al delincuente es 
el de desacato (art. 152 Cód. Pen.) 

Es evident'C que los artículos 472 y 474 del 
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Código de Enjuiciamiento Civil hablan del delito 
de desacato cometido por alguna de las partes li- 
tigantes. Pero hay discordancia en el modo de 
proceder. Por el primer artículo se manda que al 
delincuente se le imponga el apremio de deten- 
ción de uno á seis días, mientras que por el se- 
gundo se le manda someter á juicio. 

Conforme al Código penal, en ambos casos, 
debe ser sometido á juicio criminal el desacatado. 

Irt. 477. 

Si á los seis días de puestas las guardias no se ha entréjgado ó 
presentado la cosa exijida, se ordenará la detención corporal del de-, 
sobediente hasta que cumpla con la entrega, (*) á no ser que dé 
fianza á satisfacción de la parte interesada. (**) 

(*) Los apremios de guardias y de detención 
corporal, de que tratan los artículos 468, 476 y 
477, se ejecutan sin que previamente se notifique 
al desobediente la providencia que los ordena. La 
notificación sería un aviso dado á éste para que 
deje burlada la orden judicial. 

(**) Eespecto de la fianza que puede prestar el 
desobediente véase la 2? nota al artículo 561. Pe- 
ro es indudable que la fianza debe ofrecerse es- 
tando detenida la persona, para obtener su liber- 
tad y poder entregar la cosa materia del apremio, 
supuesto que ésta se ejecuta sin previa notifi- 
cación. 

Art. 4»(j. 

Los litigantes no pueden pedir apremio, ni el juez ordenar* 
antes de vencerse el término señalado para cumplir el mandato v^' 
oial. En caso contrario la petición de apremio !produce el e 
de duplicar los días del término ordinario que faltaban hasta s^^^^' 
oimiento. (*) 

(*) La misma pena se impone al que pid^ ^^ ^®" 
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clare el abandono de un recurso antes de vencerse 
el término legal (art. 529). 

Art. 49^. 

Para qiu una persona sea declarada rebelde -basta que haj* 
desobedecido un mandato judicial. 

Para que sea declarada contumaz debe haber dejado de cumplir 
otro mandato, á más* del que causó la rebeldía. (*) 

(*) Las disposiciones de este artículo son dic- 
tadas para el desobediente que se halla en el lu- 
gar del juicio ó dentro del distrito judicial; pero 
como una persona puede estar ausente, fuera de 
^ese distrito, basta que se le haya citado únasela 
vez, conforme al artículo 611, y deje de cumplir 
lo mandado, ó no haya hecho uso de su derecho, 
para que se le declare contumaz, y se siga la 
causa con los estrados (art. 1697 parte 2.*). 

Art. 495. 

La declaración de rebelde tiene lugar: 

1.^... 2.** Si notificado un traslado no se sacan los autos, ó se de- 
vuelven sin respuesta. (*) 

(*) Ó los retiene, el que los sacó, sin contestar 
el traslado vencido el término legal, 

Art. 551. 

Para evitar que el juicio sea ilusorio en sus efectos puede el de- 
aandante pedir, aún antes de la contestación á la demanda, la retsn- 
^6n ó depósito de la cosa demandada, ó la intervención de otra per- 
Qa que cuide de su conservación y seguridad. (*) 

De esta disposición tan clara he visto surjir 
^^ Kpráctica dos cuestiones promovidas por la 
maliíu (j^i litigante temerario. 
^•* í\iede pedirse para seguridad de la deman- 
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da, ó para que el juicio no sea ilusorio en sus 
efectos, á la vez ó conjuntamente la retención, 
el depósito y la intervención? Contesto terminan- 
temente que noy si una de esas medidas precauto- 
rias es bastante para asegurar la demanda; por- 
que según el artículo 553 la garantía solo debe 
concederse, en cuanto baste, para que el actor no 
sea perjudicado, por falta de bienes en que se 
cumpla la sentencia que se pronuncie, pues cual- 
quier exceso se reputa desx)ojo. Pero si una de 
esas seguridades, la retención por ejemplo, no es 
bastante, el actor tiene derecho para pedir el de- 
pósito y aún la intervención, y el juez está en el 
deber de acceder á la solicitud, 

2? ¿Puede pedirse cualquiera medida precauto- 
ria, aún antes de la notificación de la demanda? 
La contestación es negativa. 

Antes de la contestación á la demanda puede 
el actor pedir cualquiera medida de seguridad, 
pero no antes de la notificación de aquella; porque 
para que haya contestación es necesario que la 
demanda esté notificada, pues sin notificación no 
puede saberse si hay demanda entablada. Así, 
pues, es necesario aguardar á que la demanda qs- 
té notificad%para pedir cualquier medida precau- 
toria. Y esa citación es esencial porque, según el 
artículo 598, toda providencia debe hacerse saber 
á las partes, bajo pena de que su omisión anula 
lo obrad9 desde entonces, en las estaciones de de- 
manda, emplazamiento, etc. 

Dedúcese de lo expuesto en esta segunda 
cuestión, que cuando ¡se concede cualquiera me- 
dida de seguridad precaucional, antes de la con- 
testación á la demanda, pero sin que ésta esté 
notificada, se comete un verdadero despejo judi- 
cial, si se ejecuta la providencia, y resulta un 
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abuso de auturidad (art. 1378 y 1383 Cód. de Bnj. 
Oiv., y 168, inc. 18 Oóg. Pen.) 

Art. 558, 

Los requisitos para que el juez conceda cualquiera de las seguri- 
dades del artículo anterior, son: 

1°. Que el derecho del actor esté acreditado; 

2.*' Que el demandante intente deteriorar, transportar, malver- 
sar ó enagenar sus bienes, ó la cosa especialmente obligada; (*) 

3." Que el derecho que se demanda no esté afianzado especial- 
mente; y que requerido por el juez el obligado á prestar fianza, para 
conservar la cosa demandada, se niegue ó no quiera prestarla; 

4.® Que los bienes del reo se Jhallen en tan mal estado que pue- 
dan desaparecer, 6 no ser suficientes antes de concluir el pleito para 
cubrir la responsabilidad reclamada. (**) 

(*) El demandado no tiene derecho para ena- 
genar sus bienes, ó la cosa especialmente obliga- 
da, desde que se le notificó la demanda; y si lo ha- 
ce es nula la enagenación según el inciso S."* del 
artículo 600. 

, (**) Eara será la vez que, al expedirse una pro- 
videncia sobre medidas precautorias, hayan con- 
currido todos, ó la mayor parte de los requisitos 
que exije la ley para concederla. 

Según el artículo 552 para que el juez conce- 
da cualquiera de las seguridades del artículo 551. 
es indispensable que concurran los cyatro requi- 
sitos que aquel señala; y digo que es indispensa- 
ble, porque no basta que exista uno para con- 
cederla. 

Si la ley ha garantido los derechos del actor 
con lo dispuesto en el artículo últimamente cita- 
do, á fin de que no se hagan ilusorios en el juicio 
que promueva, también, y antes que todo, ha de- 
clarado la propiedad inviolable (art. 26 Oonst. 
460 á 462 Oód. Oiv.) Justo es, pues, respetar la 
propiedad y no tocarla sino cuando sea absoluta- 
mente indispensable. 
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El dueño 4e un fuado tiene la garantía le- 
gal de que nadie puede atentar contra su propie- 
dad, salvo el caso de necesidad y utilidad públi- 
cas, legalmente comprobadas, y previa indemni- 
zación justipreciada; y sabe también que aunque 
deba una cantidad de dinero, que conste de escri- 
tura pública, mientras tenga bienes suficientes 
para pagar, esos bienes serán respetados. No te- 
me, por consiguiente, que se expida una providen- 
cia vejatoria á pretesto de cautelar derechos. 

Por otra parte, el actor, por el hecho de la 
notificación de la demanda, tiene la suficiente ga- 
rantía legal, que le dá el artículo 600, inciso 3? 
del Código de Enjuiciamiento, y no puede ni 
debe exijir otras, desde que los bienes del deman- 
dado ya no pueden ser enagenados ni gravados,* 
bajo pena de nulidad. Por eso es que sólo en el caso 
de que el derecho del actor esté acreditado, y de 
que el demandado se halle en los casos 2?, 3? y 49 
del artículo 552, puede aquel pedir y el juez con- 
ceder cualquiera de las seguridades ya menciona- 
das, Pero, como dicen los Señores Fuentes y La- 
ma, en la nota al artículo 553, no basta que exis- 
ta uno de- los cuatro requisitos, sino que es nece- 
sario que concurran todos, porque son copulativos 
y no disyuntivos. 

No obstante para algunos tribunales basta 
que exista el primer requisito, esto es, que el de- 
recho del actor esté acreditado, para decretar una 
providencia vejatoria y expoliativa. 

Considero de mucha necesidad, y en garan- 
tía del litigante, que la ley conceda el recurso 
extraordiuario.de nulidad, de los autos de vista, 
expedidos sobre medidas precautorias, sin per- 
juicio de ejecutarse lo resuelto por el tribunal su- 
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perior. Así las Cortes no serán tan dóciles en la 
concesión de medidas de seguridad. 

Art. 663. 

Ordenada (*) cualquiera de estas seguridades, se pondrá en 
noticia de la parte contra quien se pidió. 

Si ésta presta fianza á satisfacción dol actor se suspenderá in- 
mediatamente. (**) 

(*) Si ordenar es mandar ó disponer que se ha- 
ga algnna cosa; y si (Recular ó cumplir nna orden 
es la misma orden realizada ó llevada á cabo, es 
claro que entre ordenar y cumplir ó ejecutar nna 
orden de retención, depósito ó intervención, hay 
nna diferencia tan notable como la que existe 
entre la causa y el efecto. 

Según estas definiciones, si el artículo 562 
sólo dice: que, ordenada cualquiera de las seguri- 
dades del artículo 551, se ponga en noticia de la 
parte contra quien se pidió, para que si ésta pres- 
ta fianza, á satisfacción del actor, se suspenda in- 
mediatamente, es indudable que la ley no quiere 
que se ejecute ó cumpla inmediatamente esta 
medida meramente ordenada, sino que antes se 
ponga en conocimiento del demandado, para que, 
si le conviene, dé una fianza que garantice los 
efectos del juicio, y evite, entre otras cosas, los 
considerables gastos que ocasiona la interven- 
ción, por ejemplo. 

Cuando el juez ordeña una de las medidas 
precautorias, á causa de concurrir los cuatro re- 
quisitos del artículo 552, debe ponerse inmediata- 
mente la providencia en conocimiento del deman- 
dado, y dejar que corra el término de tercero día, 
(contado desde la citación). Si dentro de ese tér- 
mino aquel ofrece fianza no se ejecutará aquella, 
sino que se comunicará traslado al actor, para 
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saber si se conforma ó nó con ella; y si resulta 
que aquel no se conforma, porque la fianza es in- 
suficiente, legalmente hablando, entonces, y sólo 
entonces se ejecútala medida ordenada. Véasela* 
2? nota al mismo artículo 562 de que me ocupo. 

Sin embargo de la legalidad de la teoría ex- 
puesta, es de práctica, que las medidas precauto- 
rias se ejecutan sin que se notifique previamente 
la providencia que las ordena. Se da por razón, 
paraapoyar este procedimiento, que lanotificación 
previa es un aviso dado al reo para que enagene 
sus bienes y burle los derechos del actor, Pero 
no se quiere ver, que la notificación de la deman- 
da aseguró los derechos de éste, con la previsora 
disposición del inciso 39 del artículo 600 del Có- 
digo de Enjuiciamiento. 

(**) Lo dispuesto en esta artículo, sobre presta- 
ción de fianza, está ampliado en la 2?^ parte del 
artículo 1741 del Código de Enjuiciamiento. 

Como la ley, segiin el artículo que anoto, de- 
ja á la voluntad del actor la aceptación de la 
fianza, amplitud que se i)resta indudablemente al 
abuso, era necesario restrinjir esa facultad á un 
límite racional. Con tal motivo, el artículo iilti- 
mamente citado ha dispuesto, que si el actor ha- 
ce oposición temeraria a la fianza, la prestación 
de esta garantía será á satisfacción del tribunal 
ó del juez en su caso. Si éste ó aquel considera 
que la oposición es temeraria, recibe á prueba la 
suficiencia de la fianza, por ocho días perento- 
rios, y vencido este término resuelve, admitiendo 
ó rechazando la garantía, «según el mérito de las 
pruebas. 
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Art. 570. 

El que teme que su deudor ó la personA que le es responsable, 
eluda la interposición de la demanda, 6 se sustraiga del juicio, en 
cualquier estado por fuga ó ausencia, tien^ derecho de conseguir el 
arraigo del deudor ú obligado. (*) 

(*) TambiéiF se abusa con freciiencia de esta 
disposición á pesar de la responsabilidí^d que se- 
ñala el artículo 577; y algunos jueces, triste es 
decirlo, se prestan á proveer arraigos pedidos ma- 
liciosamente. Yo creo que cuando el arraigo se 
I^ide como diligencia precíuitoria, á fin de que el 
responsable no eluda la interposición de la de- 
manda, debe el juez, en la misma providencia 
que lo ordena, fijar un término (tres días) den- 
tro del cual ha de entablarse la demanda, pre- 
viniéndose: que si se vence ese término sin que 
se interponga ésta, quedará sin efecto aquel, y 
sin más tramite libre el arraigado. Así el arraigo 
no será indefinido. 

' En materia de arraigo nuestro Código de En- 
juiciamiento Oiviles muy defec^tuoso: la ley nece- 
sita hacer algunas reformas importantes. 

Art. 574. 



Cesa en este caso el arraigo desde que se preste la fianza de juz- 
gado y sentenciado á satisfacción del acreedor, (*) 

(*) Véase la 2? nota al artículo 562. 
Art. 579, 

La demsuida debe interponerse por escrito cuando la materia- 
del pleito exceda de doscientos pesos (S. 160) (*) y de palabra. . . . s . 

(*) Según el artículo 211 del Código de Enjui- 
ciamiento y 132 del Reglamento dé Tribunales, 



— 41 — 

los juicios escritos son de mayor ó menor cuan- 
tía. Cuando la materia del pleito excede de cien- 
to sesenta soles ($ 200), pero no pasa de cuatro- 
cientos ($ 500), el juicio es sumario escrito de 
menor cuantía, y se tramita conforme á los ar- 
tículos 1240 á 1243 del Código citado. Cuando pa- 
sa de S.400 el juicio es ordinario <le mayor cuan- 
tía, y se sustiincia con arreglo á lo prescrito en 
la Sección 3?, Libro 29 del mismo Código. En am- 
bos casos os juez competente eJ <le 1^ instancia, 

Art. 5S6, 



Cuando dos ó mía personas ponen demanda contra un tercero, 
con una misma acción, debe el juez disponer que aquellas nombren 
un personero que las represente en el juicio. (*) 

(*) Luego el juez debe hacerlo de oficio al pro- 
veer la demanda, sin aguantar á que haya peti- 
ción de parte, porque eso se des{)rentle del d^er 
que le impone la ley, y parque los jueces de})e)i 
propender á que la administración de justicia sea 
barata y haya celeridad en los juicios, 

Art. 595. 



En los casos en que debe practicarse la oonr'iUaci5n ante el juez 
de I.* instancia,... 

Si las partes se avinieren se extenderá el acta á continuación 
del escrito, se archivará todo, y se dará á las partes los testimonios 
que pidan. (*) 

(*) Para que soliciten, si es necesario, su cum- 
plimiento por la vía coactiva de apremio y pago. 
Véase las notas á los artículos 292, 376, 1197 
y 1559. . 
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Art. 698. 

Toda providencia dobe hacerse saber alas partes. (*) 
La omisión d^ esta diligencia en las estaciones de dHtnanda, em- 
plazamiento, prueba, cobclusión y sentencia anula lo obrado desde 
entonces. (**j 

(*j Considero qne ]a yoz providencia debe susti- 
tuirse i)or líi de ¡rroveldo^ porque ésta coimaende 
los decretos, providencias, autos y aún las sen- 
tencias, mientras que aquella sólo abrazn la orden 
judicial para cautelar el daño, que pudiera resul- 
tar, dejando á las partes su derecho á salvo. 

(**) Y queda comprendida en esa nulidad la 
omis'ón de la enuncia<la diligencia, en los casos 
de los artículos 501 y 502 Código de Enjuicia- 
miento, según el artículo 505. 

Art. 600. 

Soü efectos de la citacióu: 

1.°,.. 2.*^.. 3.** Anular la enagenación y gravámenes impuestos 
después del emplazamiento. (*) 

(*) Esta disposición abraza dos puntos de de- 
recho que hay necesidad de distinguir: 19 si el 
fundamento de la demanda consiste en una ac- 
ción real; 29 ó si en ella sólo se ejercita una ac- 
ción personal. 

En el primer caso, como el actor persigue una 
cosa cierta y determinada, cualquiera que sea el 
poder en que se encuentre (art. 2022 Cód. Oiv.), 
no importa que el demandado la enagene ó gra- 
ve después del emplazamiento; porque en la cosa 
liijíotecada tiene y conserva el actor un derecho 
real, que no puede en agen ar ni gravar el deudor. 
Y si es cierto que no hay venta de lo ageno (art. 
1326 Cód. Oiv.), tampoco se puede imponer gra- 
vámenes sobre la cosa hipotecada, pues el ejercí- 
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cío de este (lere€Íio«ólo corresponde al que puede 
dispoTter libremente de ella (art. 461, inc. 39 Oód. 
Oiv.); salvo que la cosa gravada valga masque 
hi hipoteca establecida ya, en cuyo caso no hay 
inconveniente para que el propietario pueda im- 
poner otra hipoteca sobre el exceso. As^, pues, 
t^nto la enagenación como los gravámenes im- 
puestos son nulos, ya sea que ^e. hayan ejecutado 
antes ó después del emplazamiento, .«iempre que 
los últimos se hayan realizado afectando una hi- 
poteca anterior. 

De manera que la disposición de que trato 
no hace más que corroborar lo declarado por el 
Código Oivil, cuyas declaraciones, en la parte de 
que me ocupo, nadie ha tratado de injustas. 

En el segundo caso, si la acción es personal, 
si por medio de ella se exije el cumplimiento de 
una obligación que no es hipotecaria, entonces la 
disposición que contiene el inciso 39, que anoto, 
es conveniente, precautoria y justa ámi humilde 
juicio. Sin esta ley los derechos del actor no ten- 
drían ninguna garantía, y se harían ilusorios. 
Bastaría que un acreedor, por Bjemplo, entablas^ 
demaníla contra su deudor, para que éste, que 
procedía de mala fe, enagenase sus bienes, á fin 
de no pagar lo que debía. 

Si la ley. no anulase la enagenación y gravá- 
menes impuestos después del cumplimiento, cuan- 
do la acción no es real, favorecería los contrato3 
en que una de las partes procedía de mala fe, y 
por tanto aquella sería inmoral. 

Una persona pediría á mutuo una cantidad 
de dinero á otra, que la daba sabiendo que aque- 
lla tenía bienes suficientes para responder por la 
eantidard que prestaba. El mutuario de mala fe, 
que se había propuesto no pagar al mutuante, ena- 
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genaba todos sus bienes, luego que se le notifica- 
se la demanda, en la inteligencia de que no ha- 
bía ley que se lo prohibiese. Resultado: el com- 
prador de esos bienes los había adquirido legal- 
mente, y no era responsable por eHos: los dere- 
chos del actor se habían hecho ilusorios, y en 
consecuencia la ley protejía los contratos en que 
una de las partes procedía de mala fe. 

Por consiguiente, la ley al anular la enage- 
nación y gravámenes impuestos, después del em- 
plazamiento, ha procedido con una justa pre- 
visión. 

Si hay un tercero que quiera comprar una 
cosa que está suli-litis, ignorando esta circims- 
tancia, puede hacerlo, pues deber de 61 es el ave- 
riguar si hay ó no pleito pendiente sobre ella, 6 
si está afecta á algiín gravamen para no perjudi- 
carse. Pero que por el hecho de comprar ignoran- 
do esa circunstancia, ó haciéndose el ignorante, 
tenga el comjjrador mejor derecho á la cosa que 
el demandante, me parece muy injusto. Tan im- 
portantes son los derechos de un tercero, que 
compra sin saber que la cosa está sugeta á pleito, 
como los del actor. Hay sin embargo, á más de lo 
dicho, otra razón que milita á favor deéste. Cuan- 
do el deudor contrajo la obligación personal que- 
daron sus bienes, de algún modo, afectos á esa 
obligación, pues á no existir ellos no habría el 
demandado conseguido lo que solicitó del actor. 

Finalmente, por favorecer al que compra una 
cosa ignorando (pie está sub-litis, se abrirían las 
puertas al abuso, sin la disposición del inciso de 
que me ocupo. Posible es que un comprador se 
haga el ignorante de que la cosa comprada esta- 
ba sugeta á pleito, y entonces la compra se repu- 
ta bien hecha, y el actor queda burlado. 
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Según lo expuesto, mi opinión es contraria á 
la de los Señores Fuentes y Lama, desarrollada 
en la nota al mismo inciso. 

Considero sí que la disposición del inciso 39 
es demasiado general, porque si el reo tiene más 
bienes de los necesarios para responder á la de- 
manda, la nulidad sólo debe extenderse á los que 
basten para que el actor no sea perjudicado, pues 
todo exceso de seguridad se reputa despojo (art. 
653), Por tanto, lademandadebería comprender la 
designación de bienes sobre que ha de hacerse 
efectiva aquella, esto además de los requisitos 
del art. 580, y el juez señalar ó indicar en el auto 
ó decreto los que quedan afectos á la demanda. 

Art. 014. 

La citación por ruiríva demanda se hará al demandado en perso- 
na, AÚD cuando tenga apoderado conocido paraotrcJB asuntos. (*) 

(*) Excepto en las causas mercantiles ó de co- 
mercio, en las cuales basta hacer la citación al 
gerente ó factor p.ara que la demanda quede bien 
notificada, salvo que en el poder se le haya pro- 
hibido contestar demandas (art. 119 Oód. de Oom.) 
En los negocios comerciales, el gerente constitui- 
do con cláusulas generales, tiene la plenitud de la 
administración del establecí mentó ó negocio mer- 
cantil, que ha tomado á sií cargo; de manera 
que se sustituye por completo al propietario; y en 
esta virtud es defensor de los bienes que admi- 
nistra, ya sea como demandante ó demandado. 
Por consiguiente^ no es necesario hacer la cita- 
ción en persona al dueño ó demandado. 
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Art. 631. 

Las exoepoiones declinatorias y dilatorias deben opones se por 
su orden, antes de contentar la demanda, y dentro de tercero día con- 
tando desde que se hizo la citación. (*) 

(*) Esta es lina excepción de la regla general es- 
tablecida en el art. 44G, según el eiiíil los térmi- 
nos empiezan á correr desde el día, siguiente al de 
la fecha de la notificación. En los términos pro- 
batorios corren éstos desde la fecha de la última 
notificación (artículos 451 y 662). Véase las notas 
á los artículos 446 y 1136 Código de Enj. 

Art. 6íí3. 

La excepción de personería tiene Ingar: 

1.**..2.'' Respecto del apoderado 6 procurador, albacea, síndi- 
co, y de cualquiera otro que represento tlerechos ágenos, para que 
acredite su representación. (*) 

(*) También es excepción de personería la de 
identidad de la persona, y tiene lugar cuando se 
deduce para que el actor acredite que es la perso- 
na cuyos derechos demanda (art. 1452 Oód. de 
Bnj., 1964 Oód. GW. y 454 Oód. de Oom.) 

Art. 63S. 

No so admitirán artículos de previo y especial pronuncia- 
miento, sino en los casos siguientes: 

1.*... 2.''... 3.". . 4.**, . Sobre la nulidad de alguna actuación an- 
terior al día en que se recJama. (*) 

(♦) Luego el artículo de nulidad puede interpo- 
nerse en cualquier estado del juicio, porque en 
cualquier estado pue<le practicarse una actua- 
ción nula. 

También puede iuter[)onerse, en cualquier 
estado de la causa, el artículo de nulidad de lo 
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actuado, luego que se note la omisión de la dili- 
gencia de que trata el artículo 598 Código de En- 
juiciamiento. 

Art. 647. 

Los efectos de la contestación á la demanda son: 
1.**... 2.°... 3.** Que el procurüdor se constituye dueño del plei- 
to y no puede abandonarlo. (*) 

(*) ¿Podrá, según esto, el procurador ó apode- 
rado recusar al juez por tener enemistad grave 
con él? Claro está que sí, desde que la ley lo ha- 
ce dueño del pleito, y como tal puede ejercer to- 
dos los derechos de éste en la litis, y uno de estos 
derechos es el de recusar. Véase además la nota 
al artículo 180. 

Art. 66S, » 

Sólo la prueba debidamente actuada hace fe en juicio. (*) 

(*) Es decir la que se practica con todos los re- 
quisitos establecidos en el título 4.**, sección 3?, 
Libro 3."* Código deEnjuieiamtento. 

Art. 670. 

Lus jueces pueden ordenar de oficio las pruebas que juzguen 
necesarias. . . . Exceptúase la prueba de testigos, que no puede orde- 
narse de oficio. (*) 

(*) Esta excepción no tiene lugar en el juicio 
sobre falsedad de un instrumento, porque en este 
juicio, sogún el artículo 795, el juez, aunque las 
partes no lo pidan, dictará, para esclarecer la 
verdad, todas las providencias que le parezca 
convenientes, recibiendo, además, cuantas prue- 
bas pertinentes, escritas testimaniüles ó de peritos 
sean capaces de prodpcir un pleno convenci- 
miento. 

8 
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Art, 679. 

La confesión es expresa 6 tácita, simple ó onalifícada. 

La confesión tácita se infiere de algdn hecho ó se supone por 
la ley. (*) 

(*) La confesión tácita también se llamaría 
(artículos 855 y 1129, inc. 1.^), como cuando se da 
por reconocido un documento (artículos 313 y 855). 

Art. 717. 

En el reconocimiento de J^o imentos auténticos, públicos 6 pri- 
Tados (*), procederán los periinH .... 

(*) Los documentos raí ten ticos producen fe pú- 
blica: hacen plena prueba y son exequibles sin pre- 
via verificación (art. 727); y sólo en el caso de ta- 
charse ó de redargüirse de falso ó nulo un ins- 
trumento auténtico, es permitido el reconocimien- 
to, en el respectivo juicio, según el artículo 717; 
pero la nulidad ó falsedad deducida no suspende 
el mérito probatorio ó los efectos del instrumen- 
to, (artículos 734 y 792). 

Art. 727. 

Son documentos auténticos: 

1.°. . 2.**. . 3.^.. 4:."^ Los actos judiciales practicados con arreglo 
á este Código, por el juez competente. (*) 

(♦) Por consiguiente, son instrumentos autén- 
ticos, y hacen [)lena prueba, los certificados que 
expiden los escribanos actuarios, de las senten- 
cias que están ejecutoriadas, y que consten en el 
libro, que deben llevar, conforme al artículo 1634. 
Pero la dación debe hacerse de orden de juez com- 
petente; y considero que no hay necesidad de ci- 
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taciÓD de parte interesada, por aBalogía con el ar- 
tículo 781. Sólo será necesario esa citación en los 
casos de los artículos 775 y 776 Código de Enjui- 
ciamiento. 

Art. 758. 

El registro se compondrá de veinticinco pliegos enteros de pa- 
pel sellado correspondiente al bienio, que se colocarán nnos dentro 
de otros, de modo que las dos fojas del primer pliego sean la primera 
yi última del registro; que las del segundo sean la segunda y peni^l- 
tma, y así sucesivamente. (*) 

(*) El registro se compondrá, además, de todos 
los documentos óexpedientesiiue se manden pro- 
tocolizar. La protocolización se hace agregando 
al reí^istro el instrumento con todo lo actuado 
(art. 826, parte 2?) 

Art. 793. 

Pendiente el juicio de falsedad de un instrumento, puede éste 
ejecutarse, dando la parte que solicita la ejecución, fianza para los 
resultados del juicio de falsedad. (*) 

(*) Concuerda con el artículo 1090. 

Art, 795. r^) 
(*) Véase la nota al artículo 670. 

Art. 799. (*) 
(*) Véase la nota al artículo 969. 

Art. 807. (*) 

(*) Esta disposición es conforme coa las del ar- 
tículo 2278 del Código Civil; pero puede subsistir 
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el contrato, auoque el documento se declare lía- 
lo por cualquier defecto (art. 1233^ del Código úl- 
timamente citado). 

Art. 847. 

El reconocimiento do uua escritura privada puede pediibe antes 
6 después de su plazo, y en cualquier estado del juicio. (*) 

(*) Si solo atendemos á la disposición de este ar- 
tículo, sin compararla con otras, es indudable que 
las escrituras privadas, que enumera el artículo 
828, no pueden reconocerse sino dentro y en cual- 
quier estado del juicio respectivo, excepto los va- 
les y pagarés que pueden reconocerse en diligen- 
cia preparatoria (art. 308). Véase las notas á los 
artículos 308 y 847 de los Señores Fuentes y 
Lama. 

El saldo de las cuentas aprobadas extrajudi- 
cialmente, y demás documentos que contengan 
obligación de deber, pueden también reconocerse 
en diligencia preparatoria, estando á lo declara- 
do en el artículo 1129, inciso 7? Código de Enjui- 
ciamiento. Esta excepción tiene por objeto dar 
fuerza ejecutWa á los documentos simples ya 
mencionados, y preparar con ellos la demanda 
ejecutiva. Pero no sólo hay juicio ejecutivo por 
cumplimiento de una obligación de deber, según 
el artículo que acabo de citar, sino que también 
lo hay para exijir el cumplimiento de una obliga- 
ción de hacer alguna cosa ó de entregar un bien 
que no sea inmueble (art. 1192). 

¿Y cómo se prepara esta demanda? El ar- 
tículo últimamente citado indica cuáles son los 
instrumentos que aparejan la ejecución en ese jui- 
cio. Ó bien es un instrumento público ó es un do- 
cumento simi>l^, reconocido judicialmente ó dado 
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por reconocido. Y como estos dociimeatos iio son 
aquellos de que hablan los artículos 308^y 1129;, in- 
ciso 7?, pues ellos contienen obligación de deber 
y aquellos nó, es claro que son otros y son de los 
'enumerados en el artículo 828, ó aquellos en que 
no es necesaria la solemnidad del instrnmento pu- 
blico, para hacer constar una oblií^ación de ha- 
cer ó de entregar un bien que no sea inmueble. 
Luego estos instrumentos simples ó privados pue- 
den reconocerse en diligencia preparatoria como 
los vales y pagarés. He aquí otra excepción á la 
regla general establecida en el artículo 847. Vea? 
nios si aún hay una tercera excepción. 

Por el artículo -851 está mandado que no 
puede [)rotooolizarse una escritura privada sin 
previo reconocimiento judicial, ó lo que es lo mis- 
mo, las escrituras privadas pueden reconocerse 
previamente^ ó en diligencia preparatoria, para 
que se proceda á su protocolización. Y ni avín 
puede argüirse siquiera, que la disposición del ar- 
tículo 851 se refiere al reconocimiento ordenado^ 
por sentencia judicial, expedida en juicio contra- 
dictorio; porque si no hay oposición al reconoci- 
miento, deduciendo la nulidad ó falsedad del ins- 
trumento, no puede haber juicio, y si no hay con- 
troversia no puede haber resolución sino simple 
decreto ordenando el previo reconocimiento. 

Ahora bien: como el artículo 851 no se refie- 
re á una sola clase de instrumentos, sino que ha- 
bla de una manera general de las escrituras pri- 
vadas, es claro que todas éstas pueden reconocerse 
en diligencia previa ó preparatoria. ¿A qué queda 
entonces reducida la disposición general estable- 
cida en el artículo 847? A nada, desde que las es- 
crituras de que me ocupo pueden reconooesrse en 
juicio ó fuera de él. 
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*Eu la práctica prevalece la opinión, general- 
mente admitida, de que las escrituras privadas, 
excepto los vales y pagarés, sólo pueden recono- 
cerse en juicio. 

La ley necesita, pues, hacer una importante 
reforma respecto al reconocimiento de las escri- 
turas privadas, para evitar cuestiones dispcindio- 
sisy pérdida de tiempo. 

Art. 851. 

Las escrituras privadas no se pueden protocolizar, sin previo re- 
CDuooimiento de los interesados. (*) 

(*) Si comparamos esta disposición con el ar- 
tículo 856, sin tener en cuenta otras pertinentíBS 
al caso, resulta que no hay inconveniente para 
que se protocojicen los recursos ó escrituras de 
que habla este artículo, siempre que la legaliza- 
ción se haga con arreglo á la ley. Véase las notas 
á los artículos 856 y 847, 

Art. 856. 

Si un recurso 6 escritura privada se legalizan por escribano, en 
virtud de mandato judicial, á petición y con citación de parte legíti- 
ma, prueban plenamente. (*) 

(*) Pero icómo se hace esta legalización? ¿Ee- 
caará ésta sobre la firma solamente ó comprenderá 
también el contenido del documento? Voy, pues, 
á esclarecer este punto, si me es posible. 

Los Señores Fuentes y Lama, en sus «Notas 
al Código de Enjuiciamiento,» nada dicen sobre 
el artículo 856; pero el Señor Lama en sus Ele- 
mentos de teoría del enjuiciamiento ^ sólo se contenta 
con decir, que prueban plenamente los recursos 
y escrituras legalizadas por escribano, en virtud 
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de mandato judicial, á petición y con citación de 
parte legítima, sin indicar como se hace la lega- 
lización. 

El Sr. García Calderón en sn Diccionario de 
la Legislación Peruana, después de definir lo qne 
es legalización, dice así: «En el foro se conocen dos 
especies de legalización: — la de firma y la de tes- 
tamento verbal.» Esta división es incompleta, por- 
que no comprende todas las clases de legalizacio- 
nes que reconocen nuestras leyes. En el foro pe- 
ruano se conocen tres clases de legalizaciones: 19 
la de firma; 29 la de documentos, comprendiendo 
el contenido y suscripción; y S.** la de testamento, 
sea verbal ú otorgado en escritura privada. 

. ((L-^ legalización de firma, continúa el Sr. Gar- 
cía Calderón, tiene lugar en los. siguientes casos: 
l.°..2.v. S.'' Se puede pedir que se legalice un 
recurso ó escritura privada. Esta legalización (de 
firma) debe hacerse por el escribano, en virtud de 
mandatojudicial,á petición y con citación depar- 
te legítima. En tal caso el recurso ó escritura 
prueba plenamente.» Según esto, basta que se le- 
galice la firma del recurso ó escritura privada pa- 
ra que haya prueba plena. Pero, a mi juicio, el 
Sr. García Calderón está en un error, y error gra- 
ve, cuando afirma que la legalización recae sola- 
mente sobre la- firma y no sobre el contenido. 

Yo creo que la legalización deque tratad 
artículo 85G abraza las dos partes de que consta 
un recurso ó escritura privada: 1.* el contenido del 
documento: 2? la firma ó suscripción (art. 834, inc. 
3.^ y 850 Cód. de Enj.) Hó aquí las razones qne 
¿engo para opinar así. 

Si legalizar y comprobar son [)alabras sinóni- 
mas, según nuestro Derecho Positivo (art. 665 
Cód. Civil, 1263 y 1274 Cód. de Enj.), es indudable 
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que ctiando la ley manda comprobar un documen- 
to es lo mismo que si dijese que se legalice. Y co- 
mo la comproba(3Íón de un instrumento debe re- 
caer no sólo sobre la suscripción sino también so- 
bre el contenido, no hay duda de que en el caso 
del artículo 856 debe procederse así. 

«Si un recurso ó escritura privada se legali- 
zan por escribano,» dice el artículo citado, donde, 
como se ve, la disposición es general, comprensi- 
va del contenido y suscripción, y no limita en 
manera alguna la legalización á solo la firma. Por 
convsiguiente, querer Lí^cer excepciones donde la 
ley no las hace, es i^ecar contra Ui re^'la de buena 
interpretación — ubi lex non dutingnet^ neo nos dis- 
tinguere dcbemiís. 

Cuando la ley quiere hablar déla legalización 
de la firma y no del contenido, entonce» distingue 
expresamente, como sucede al tratar del desisti- 
miento de un recurso, de la protocolización de un 
instrumento imperfecto (íu^tículos 516, inc. 29, 
825 Gód. de Enj.), de la fecha en que debe surtir 
sus efectos la transacción hecha en un recurso que 
se presenta al juez (art. 1705, parte 3^ Código 
Civil). 

Además, en caso de que se diga que es oscu- 
ro ó insuficiente el texto de la ley, el artículo IX 
del título preliminar del Código Civil nos dice co- 
mo hemos de resolver ese punto. ¿Cuál es el es- 
píritu del artículo en debate, al prescribir que una 
escritura privada prueba plenamente si se legali- 
za por mandato judicial? Sin duda que la ley se 
refiere á la declaración que hace ó que debe hacer 
el otorgante, ó en otros términos: la ley se refiere 
al reconocimiento judicial, y éste según el inciso 
39 del artículo 834 debe recaer no sólo sobre la 
suscripción, sino también sobre la verdad y rea- 
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lidad del contenido del documento. Y ai el reco- 
nocimiento no es más que la declaración, que ha- 
ce el otorgante, sobre el contenido y suscripción, 
cuando una persona concurre á legalizar una es- 
critura privada, no hace otra cosa que declarar 
ante el escribano sobre las dos partes del docu- 
mento, Pero si el espíritu de la ley no fuese bas- 
tante para resolver el punto en debate, tendría- 
mos que ocurrir á otras disposiciones sobre casos 
análogos. 

Cuando se trata de comprobar un testamento 
otorgado en escritura privada, según los artículos 
1262, 1264 y 1265 del Código de Enjuiciamiento, 
el juez manda comparecer á los testigos para que 
reconozcan sus firmas y declaren sobre el conteni- 
do del testamento, ó sobre lo que vieron ó presen- 
ciaron en el acto de la facción del testamento. 
Como se ve, la.legalización de un testamento 
comprende no sólo el reconocimiento de la firma 
de los testigos, que intervinieron en el instrumen- 
to, sino también el del contenido de éste. Y como 
una escritura privada, que no es testamento, se 
compone también de contenido y suscripción, 
cuando se trate de legalizarla á tenor de lo que 
dispone el artículo 856, por -caso de analogía, de- 
be practicarse el reconocimiento, como se proce- 
de en la comprobación del mencionado testa- 
mento. 

Por último, si sólo bastase la legalización de la 
firma de una escritura privada, para que probase 
plenamente en juicio, también tendría ese mérito 
probatorio la que se presentase con legalización 
extrajudicial de firma, porque el artículo 850 da 
por bastante ese reconocimiento, y manda que só- 
lo se practique el del contenido; pero según lo de- 
clarado en este artículo, no prueba plenamente 

9 
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uaa escritura cuya firma se realizó extrajudicial- 
mente. Por el contrario, el artículo últimamente 
citado aclara el punto eu cuestión. Según él la le- 
galización debe hacerse no sólo de la firma sino 
también del contenido, para que la escritura ha- 
ga plena prueba. 

No es, pues, cierto que la legalización, de que 
me he ocupado, recaiga solamente sobre la firma, 
sino que abraza ambas partes ó toda la escritura. 

Hay sí una muy notable diferencia entre e' 
reconocimiento ó legalización que se hace ante el 
juez y el en que sé practica ante el escribano. La 
diferenciaconsisteenelmodo de proceder. Aquella 
diligencia se practica ante juez competente y ba- 
jo de juramento, y ésta sin esa solemnidad y ante 
el escribano. De esta diferencia notabilísima sur- 
je esta importante cuestión. 

íEs ó nó confesión la declaración que se hace 
en virtud de la diligencia de que trata el artículo 
856? Y si es confesión ¿será éstajudicial ó extra- 
judicial? 

Confesión es la declaración sobre la verdad 
de un hecho, prestada por la persona á quien per- 
judica ó puede perjudicar, dice el Sr, Lama en su 
Teoría del enjuiciamiento. Según el Código de En- 
juiciamiento la confesión esjudicialy extrajiuliciaL 
— Confesión judicial es la declaración que hacen 
los litigantes en juicio, por mandato de juez com- 
petente, ante éste y bajo de juramento (artículos 
678 y 683). De suerte que si falta cualquiera de es- 
tos requisitos, ó si se presta fuera de juicio, á 
presencia de testigos, (sin juramento), ó ante juez 
incompetente (aunque sea conjuramento), lacon- 
fesión es extrajudiciaL A la luz de estas disposicio- 
ciones analicemos el artículo 856. 
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La legalizacióu de que trata este artículo no 
es otra cosa que la declaración, que, sobre el cou- 
teaido ó suscripción de un recurso ó escritura, ha- 
ce la persona á quien perjudica ó puede perjudi- 
car, para que el escribano certifique sobre la rea- 
lidad y verdad de lo declarado; y como a esta de- 
claración se llama confesióu, la legalización de 
que me ocuim) es una verdadera confesión. ¿Y es 
ésta judicial? 

jOuáles son los requisitos esenciales de la 
confesión judicial? Son estos: 19 que se pida ó ha- 
ga en juicio (excepto algunos casos legales: véase 
las notas á los artículos 461 y 847); 2? que se haga 
bajo juramento; 3? que se preste por mandato de 
juez competente; y 49., que se reciba por el juez 
que la ordena, ó por el juez comisionado por 
aquel. En lo que se llama legalización no se lle- 
nan los requisitos 2.^ y 4.% porque aún cuando se 
pida en juicio y la ordene el juez competente, no 
se hace bajo de juramento ni la recibe el juez de 
la causa sino el escribano, lo que está expresa- 
mente prohibido por el inciso 69 del artículo 69 
del Reglamento de Tribunales, concordante con 
el artículo 3 del Código de Enjuiciamiento. Lue- 
go la declaración que se hace en la legalización 
de que me ocupo es, y tiene que ser, confesión 
extrajudicial, la cual sólo es i>rincipio de prueba 
ó prueba semiplena (art. 693, 995). 

Y á medida que avanza el raciocinio nacen 
nuevas cuestiones que es preciso resolver, 

lió dicho que el inciso 69^del artículo 69 del 
Reglamento de Tribunales prohibe expresamente, 
y bajo pena de nulidad, que el juez de la causa 
encomiende al escribano la diligencia de recibir 
declaraciones y confesiones. Surjen de aquí estas^ 
dos cuestiones: ¿está ó nó vigente el artículo 856 
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del Código (le Bajiiiciamieato? Si está vigente já 
cuál de las dos disposicioDes debe darse cumpli- 
miento, á la del Código ó la del Reglamento? 

Es regla de Derecho Constitucional que la 
ley posterior deroga la anterior en todo aquello 
que le es opuesta, si la derogación no es exi)resa. 
Apliquemos este principio á nuestro caso. 

Los Códigos, el Civil y el de Enjuiciamiento 
en materia civál, fueron promulgados el 28 de Ju- 
lio de 1852, y rijieron en toda la República desde 
el día siguiente (Ley de 29 de Diciembre de 1851), 
y el Reglamento de Tribunales se promulgó el 1? 
de Juliode 1854, y principió á rejir el 1."* de Agosto 
del mismo año. (Ley de 23 de Noviembre de 1856 
y Decreto Supremo de 20 de Mayo de 1854). 

Ahora bien: por el artículo 856 citado se 
manda recibir por el escribano la declaración del 
que reconoce, en el acto de la legalización, un re- 
curso ó escritura privada; pero el Reglamento de 
Tribunales prohibe expresamente al juez, bajo 
pena de nulidad, que pueda encomendar al escri- 
bano la recepción de la declaración; luego la dis- 
posición de aquel artículo está derogada por laley 
posterior, ó sea por el inciso 6.'' del artículo 69 del 
Reglamento de Tribunales; luego no hay legaliza- 
ción judicial de recusos ni de escrituras privadas 
ante escribano, para que prueben plenamente; lue- 
go la diligencia que se practique conforme al re- 
petido artículo 856 es confesión extrajudicial, que 
sólo tiene el valor de prueba semiplena. 

Supongamos ahora que el artículo 856 no es- 
tá derogado y que, por el contrario, está vigente 
jcuál disposición deberá prevalecer en semejante 
conflicto? iSerá la del Código ó será la del Regla- 
mento? Yo me decido por esta última, porque 
en virtud de esta ley la declaración ó confesión se 
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recibe por el juez, bajo de juramento, y se puede 
hacer preguntas y repreguntas al declarante por 
conducto del juez (artículos 683 y 911), lo que no 
es lícito hacer ante ni por conducto del escribano. 

El requisito del juramento es una solemnidad 
de gran importancia y de mucha influencia en el 
declarante, si éste es católico, como sucede en la 
generalidad de los casos. En el ejercicio del em- 
pleo de juez de 1? instancia, que he desempeñado 
algunos años, me he convencido de que el jura- 
mento produce magníñcos efectos. ¿Cuántas veces, 
en virtud del juramento prestado, y á mérito de 
una competente amonestación al declarante (art, 
907), llegué á descubrir la verdad que hasta en- 
tonces permanecía oculta! Y en materia criminal 
el juramento es un poderoso auxiliar para el es- 
clarecimiento de los delitos. 

Juzgúese ahora, en vista de lo que acabo de 
indicar, si la declaración que se presta ante el es- 
cribano tendrá la misma importancia que la que 
recibe el juez, y si podrá ser la fiel expresión dé 
la verdad. 

Árt. 858. 

^ Los documentos simples reconocidos no prueban la existencia de 
la hipoteca que contengan. (*) 

(*) Porque las hipotecas convencionales sólo 
pueden constituirse por escritura pública, según 
lo preceptuado en el artículo 2042 del Código Ci- 
vil, las cuales necesitan ser registradas para su 
validez, conforme al inciso 3'' del artículo 2043 
del mismo Código. 
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Art. 878. 



Las personas de qne habla el artículo anterior, pueden dar tes" 
timonio, á falta de otros testigos, sobre hechos que tuvieron ocasión 
de presenciar ó saber, y cuyo esclarecimiento conviene á la socie- 
dad. (*) 

(♦) Es decir que, además del interés que tiene 
el litigante de que se esclarezca el hecho, que pre- 
senciaron ó vieron las personas enunciadas en el 
articulo 877, el esclarecimiento convenga también 
á la sociedad. De modo que no basta el interés 
del litigante: es necesario que concurra el de la 
sociedad. 

Art. 885. 



La parte que nocasite presentar prueba testimonial, acompaña- 
rá á su solicitud un interrogatorio, según el cual han de examinarse 
sus testigos. (*) 

(*) De esta disposición, que se refiere al lagar 
donde se sigue el juicio, y de lo prescrito en el ar- 
tículo 930, inciso 2.^, se deduce: que el interroga- 
torio puede ser abierto ó cerrado. Véase la nota 
al artículo citado. 

Art. 880. 

El interesado presentará esa rabión en tiempo oportuno, si no lo 
hizo en la solicitud con que acompañó el interrogatorio. Sin este re- 
quisito no se tomarán las declaraciones. (*) 

(*) Luego las declaraciones que se reciben con 
omisión de ese requisito son nulas, porque el juez 
ha mandado actuar una prueba contra ley expre- 
sa y terminante (art. 1733 inc. 6.*" 



— 61 — 
Art. 892. 

Ihirante los tres días, y en cualquier momento, antes de recibir 
la declaración, podrá tacharse á los testigos por una causa legal. 

Pasado este término no son admisibles sino las tachas que funden 
en una prueba escrita. (*) 

(*) El artículo 897 es una ampliación de lo dis- 
puesto en la í ? parte del artículo que anoto. Está, 
pues, expedito el derecho de tachar á un testigo 
hasta el momento antes de declarar, y aún pue- 
de proponerse la tacha verbalmente, jurándose 
que no se procede con malicia, pues se acaba de 
conocer el impedimento. 

Tanto la 1.* parte del artículo 892, como su 
ampliación, tratan de la tacha que se puede opo- 
ner al testigo que va á declarar; pero la 2? parte 
de aquel habla de una declaración dada, á la cual 
no es permitido oponer tachas sino cuando haya 
prueba escrita en que fundarla. Tal disposición 
no está conforme con los principios que sirven de 
base al enjuiciamiento civil, y no guarda armonía 
ni concordancia con otras disposiciones del Códi- 
go en materia de prueba. 

Se presume de derecho que en todo juicio hay 
un contrato por el cual convienen las partes en 
que una cuestión se ventile por los trámites lega- 
les, para que sobre ella recaiga el fallo judicial. 
Por consiguiente, cada litigante queda obligado 
á proceder con buena fe y sin dolo en la defensa 
del derecho que se cree tener. 

La base de toda prueba consiste, pues, en la 
buena fe del procedimiento y en que no sea el 
resultado del dolo. En el curso de esta nota haré 
ver que la 2? parte del artículo de que me ocupo, 
no tiene por base ese principio, y que más bien fa- 
vorece la mala fe. 
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La ley ha establecido por regla general, que, 
para que la prueba testimonial produzca efecto^ es 
necesario que los testigos tengan los requisitos que 
la ley exije, (art. 867), y que sean hábiles al tiem- 
po de declarar (art. 869). pe aquí se deduce: que 
una declaración prestada por una persona que ca- 
rece de los requisitos legales para ser testigo ido- 
neo, no puede producir efecto legal probatorio. 

Un acto nulo en su esencia no se hace vale- 
dero por no haberse hecho presente, antes de 
practicarlo, la causa que lo invalida. 

Si una persona carece de los requisitos lega- 
les y más bien tiene impedimento para ser testigo 
jpodrá ser válida la declaración que preste contra 
una de las partes, por no haber ésta propuesto la 
tacha antes de declarar, ó por reclamar de la dis- 
poi^ición sin tener prueba escrita en que fundar el 
reclamo, y aunque ofrezca producir prueba? No: 
de ninguna manera. 

La parte contraquien se jirestó la declaración 
pudo ignorar que el declarante carecía de los re- 
quisitos que la ley exije para ser testigo; y porqué 
ella llegó á conocer ésto después de practicado el 
acto lya no le será lícito decirle al juez que se ha 
efectuado una actuación nula, y que para acredi- 
tar la nulidad ofrece prueba, aunque no escrita, 
pero que convencerá el ánimo del magistradof 
Tal prohibición pugna con la razón y buen sen- 
tido. 

Pretender que la 2.» parte del artículo que 
anoto tenga extricta aplicación, es permitir que los 
litigantes busquen, en las sombras del misterio, y 
presenten testigos falsos, que quizá sean la obra 
del soborno: es dar ancho campo á la mala fe para 
sustraerse á la obligación de presentar testigos qu^ 
reúnan los requisitos legales, Hé a(luí el dolo. jY 
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prohibir que se reclame de una declaración dada 
cuando no hay prueba escrita en que apoyar la 
solicitud, es favorecer la inmoralidad! Pero la 
ley no puede ser inmoral, por consiguiente no de- 
be establecer semejante doctrina! 

Lo expuesto manifiesta claramente que la 
disposición de que me ocupo no se apoya en los 
principios en que se funda el procedimiento civil. 

Pero se dirá, talvez: si se suprime la 2^ parte 
d^l artículo 892, ó si ella no tiene aplicación en la 
práctica, el derecho de tachar á un testigo sería 
ilimitado ven cuanto al tiempo ó estado del jui- 
cio; y la ley debe fijar un término á ese derecho 
é indicar los requisitos en que ha de apoyar su 
solicitud, y todo eso prescribe la disposición alu- 
dida. 

Contestación. La ley debe tener abiertas 
las puertas de la defensa, á la buena fe y al buen 
derecho, mientras el juez no haya pronunciado su 
fallo en la causa; porque debe evitarse á todo 
trance que produzca mérito probatorio una de- 
claración dada por una persona inhábil para ser 
testigo; y porque es necesario dar amplitud á la 
defensa, que no sólo trata de evidenciar la viola- 
ción de la ley positiva, sino también la transgre- 
sión de la ley moral. Ese es, pues, el límite racio- 
nal y jurídico del derecho de reclamar de una de- 
claración dada. Y adoptándose ese límite se i)ro- 
cede en conformidad con otras disposiciones en 
materia de prueba. 

En efecto: según el artículo 799, cuando se 
presenta un instrumento al vencerse el término 
probatorio, ó vencido ya, lo redarguye el coliti- 
gante de falso ó nulo, se recibe otra vez la cau.sa 
á prueba sobre el incidente, por un término que 
no exceda, de la mitad del concedido, sobre lo 

10 
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principal. Si con un instrnmento público, que es 
un n^edio de prueba, como lo es la prueba testimo- 
nial (art, 677, incisos 59 y 69), se procede de esa 
manera jporqné no se ha de hacer lo mismo con 
una declaración dada, que, según el inciso 49 del 
artículo 727, es también un instrumento au- 
téntico? 

Más, si se me dijese que una declaración da- 
da no puede tacharse sino cuando hay prueba es- 
crita, porque asi lo exije la vigencia de la dispo- 
sición aludida, me veré en el caso de oponer áese 
argumento la declaración del artículo 867, según 
la cual no produce efecto legal probatorio la de- 
posición de un testigo inhábil; y si apurándose el 
raciocinio se me arguyese, que las leyes citadas 
son contradictorias, de lo cual resulta oscuridad, 
en cuyo caso debe estarse á la disposición espe- 
cial de la 2? parte del artículo enunciado, yo me 
acojería entonces á las reglas del artículo IX del 
titulo preliminar del Código Civil. X 

¿Cuál es el sspíritu de la ley respecto al mé% 
rito probatorio de la prueba testimonial? Sólo tie-* 
ne valor legal la declaración de una persona que% 
reúne todas las condiciones que la ley exije para , 
ser testigo: cuando carece de ellas la deposición , 
no tiene mérito probatorio. 

;. Si no bastase el espíritu de la ley para resol- 
ver la cuestión, habría que ocurrir en el debate á 
disposiciones análogas sobre la materia. Y na- 
da hay más pertinente, al presente caso, que la 
disposición del artículo 799 de que ya he hecho 
mención. Tan análogos, tan semejantes son los 
casos que casi puede decirse que se confunden, ó 
que una declaración dada se halla comprendida 
en el artículo que acabo de citar. 

Finalmente, si hay contradicción en las leyes 
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debe prevalecer la que es favorable á la parte 
contra quien se prestó una declaración nula, por- 
que tambiea la equidad así lo exije. Por consi- 
guiente, el artículo últimamente citado es el lla- 
mado á imperaren la cuestión, callando la 2? par- 
te del artículo 892. 

Para evitas cuestiones de tal naturaleza, y 
pai^a garantía del derecho del litigante, la ley ne- 
cesita hacer la correspondiente reforma en el sen- 
tido que dejo expuesto, es decir: que está expedi- 
to el derecho de tachar una declaración dada, 
mientras el juez no haya resuelto la causa princi- 
pal, señalándose el término probatorio que desig- 
na el artículo 799. 

Art. 898. 

El juez dará traslado del recurso en que se propone la tacha (*). 

(*) La tacha es verbal ó escrita (artículos 896 
y 897). De ésta se confiere traslado, según el art. 
898; y de* aquella ¿qué se hace? Por razón de ana- 
logía debe tramitarse del mismo modo; pero para 
proceder así es indispensable que, el impedimen- 
to que se opone, conste en el acta en que se ha 
sentado la declaración, pues la tacha puesta á un 
testigo no impide que se le haga declarar (art. 893.) 
Después de firmada el acta e! juez debe expedir 
decreto comunicando traslado á la tacha, sin 
aguardar á que haya petición de parte, porque 
exijir solicitud importaría mandar que la tacha 
verbal se formalizase por escrito, lo cual no está 
prescrito en la ley. 

Art. O^S. 

Si algunas de las partes presenta testigos, que residen en dis- 
tinto lugar de aquel en que se signe el juicio, puede pedir el término 
de la distancia, si se hallan aquellos dentro del territorio de la Bepú- 
blica; 6 el extraterritorial si están fuera de ella. (*) 
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(*) OiiaHíló haya de presentarse testigos que resi- 
den fuera del territorio judicial en que se sigue el 
juicio, se puede jlroceder de dos maneras: ó pedir 
el término de la distancia, ó solicitar simplemente 
despacho. Respecto á lo primero si se ha pedido y 
concedido el término de la distancia, aún cuando 
se venza el probatorio, no puede mandarse alegar 
de bien probado en los juicios ordinarios, mien- 
tras no se haya vencido aquel. En otros juicios no 
se puede expedir resolución después de vencido 
este término. En cuanto á lo segundo, el despa- 
cho librado queda sugeto á las mismas disposicio- 
nes que rijen, respecto á los que se dirijen á los 
jueces que se hallan dentro del distrito judicial en 
que se sigue el juicio; es decir: que el despacho 
debe devolverse y presentarse dentro del término 
probatorio, pues vencido éste, aún cuando no se 
haya devuelto aquel, se manda alegar de bien 
probado, ó «e resuelve el asunto pendiente. 

Art. 930. 

La petición del término de la distancia se hará por medio de un 
recurso que contenga. 

1."... 2.* El interrogatorio abierto de las preguntas á que debe- 
rán responder. (*) 

(*) Porque la parte contraria tiene derecho de 
hacer repreguntas, que se mandarán insertar en 
el despacho (art. 932), y siendo cerrado el interro- 
gatorio no podría aquella usar ese derecho; y por- 
que, en caso de ser cerrado, no podría e! juez 
ejercer la facultad que le concede el articulo 664, 
rechazando de plano las preguntas impertinentes. 

Art. 944. 

El término extraterritorial es de un año para probar en los lu- 
gares ultramarinos; y se calculará por el de la distancia el término pa- 
ra probar en el continente. (*) 
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(*) También este artículo necesita uua reforma, 
según lo dicho en la nota al artículo 465. 

Irt. 969. 

Resultando vencido el término mandará el juez, sin necesidad de 
nueva petición, que se unan á los autos las pruebas producidas por 
las partes; que se ponga de ellos, por el acturio, la debida constancia 
en una sola diligencia; y que se entregue al actor y reo, por su orden, 
para que aleguen de bien prpbado. (*) 

(*) Sin embargo, después de vencido el término 
probatorio, puede presentarse y el juez admitir 
prueba instrumental ó escrita (artículos 1670, in- 
ciso 39, 1672, inciso 49 y 847); ó pedir que se reciba 
nuevamente la causa á prueba, sobre el incidente, 
y por un término que no exceda de la mitad del 
concedido sobre la principal , si el instrumento 
presentado se redarguye de falso ó nulo (art. 799). 

Art. 973, 

El concurso de acreedores tiene lugar: 

1.**... 2.**.. 3.** Cuando ejecutado el deudor por uno de sus acree- 
dores, comparecen otros y se oponen solicitando el concurso; o cuan- 
do ejecutado el mismo deudor por varios acreedores, pide su forma- 
ción cualquiera de ellos. (*) 

(*) Según esto, el concurso de acreedores, no pue- 
de pedirse por un solo acreedor: deben ser tres por 
lo menos. Véase el artículo 1045. No sucede lo 
mismo en el fuero mercantil, porque según los ar- 
tículos 1068, 1077, 1082 y 1084 del Código de Oo- 
mercio, la quiebra de un comerciante la puede 
pedir un solo acreedor. 

Art. 981. 

La declaración de estar formado el concurso sirve: 
1.^ Para que se acumulen á la causa del concurso todos los plei- 
tos que particularmente hubiesen promovido los acreedores con- 
tra el deudor, por el cobro de sus créditos. (*) 
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(♦) En el juicio de coDCurso de acreedores, ya 
sea voluntario ó necesario, puede surjir una im- 
portante cuestión, sobre competencia de jurisdic- 
ción. Si durante la tramitación del juicio, y en el 
estado correspondiente aparecen coutra la masa 
concursada, algunos créditos procedentes de actos 
de comercio ¿podrá legalmente el juez, en ese ca- 
so, seguir conociendo en la causa, ó sobreseerá y 
remitirá lo actuado al juez de comercio? 

En vista de los principios que sirven de base 
á la teoría del enjuiciamiento, no es difícil resol- 
ver esta cuestión. Hé aquí mi opinión fundada en 
esos principios. 

Si después de expedido el auto, que declara for- 
mado el concurso de acreedores, aparecen créditos 
mercantiles contra la masa concursada, á causa 
de la acumulación preceptuada en el artículoDSl, 
inciso 19, el juez ordinario dede continuar cono- 
ciendo en la causa, y no sobreseerá. Sólo en el ca- 
so de que haya petición de parte para el sobresei- 
miento, podrá paralizai^se el juicio, y se tramitará 
la solicitud, y previo dictamen fiscal resolverá el 
juez, declarando si há ó nó lugar al sobreseimien- 
to. Apoyan esta opinión las razones legales si- 
guientes. 

Como para los juicios de concurso promovidos 
sobre obligaciones contraidas en la esfera del dere- 
cho común, son competentes los jueces ordinarios 
(art. 8); como éstos pueden conocer de asuntos de 
fuero especial, por ser prorogable la jurisdiceióu 
ordinaria (art. 9), excepto á los de que conocen 
los jueces eclesiásticos, porque éstos ejercen ju- 
risdicción independiente de la potestad civil; y 
como los juicios contenciosos que siguen los par- 
ticulares no se sustancian ni se paralizan de ofi- 
cio (art. 43, inc S.**), es claro que, si durante el jui- 
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cío de concurso, aparecen créditos que tienen su 
origen en actos de comercio, el juez no debe jno- 
ceder de oficio á paralizar la causa, sino que ha 
de esperar á que haya petición de i)arte, por la jx)- 
derosa razón de que los interesados pueden i)r<)- 
rrogar la jurisdicción expresamente, ó de una ma- 
nera tácita por sumisión. 

Más, ¿bastará que aparezca algún crédito de 
esa naturaleza, y que haya petición de parte, pa- 
ra que el juez sobresea en el juicio? La con testa- 
ción depende de la resolución que se expida, en 
cualquiera de los tres casos, que tienen que pre- 
sentarse. 

19 Que la suma de los créditos que proceden 
del derecho común sea mayor que la de los mer- 
cantiles; ' 

2? Que la suma de éstos sea mayor que la de 
aquellos; 

39 Que ambas sumas sean iguales. 

I. Luego que el juez tenga conocimiento del 
escrito, en que se ha interpuesto la excepción de- 
clinatoria de incompetencia, la tramitará con arre- 
glo á la ley, y antes de pasar el expediente en 
yista fiscal, mandará practicar por peritos, si las 
partes no lo hubiesen pedido dentro del término 
probatorio, un examen, calificación y suma de ca- 
da clase de créditos. Si de esta operación resulta 
que la suma de los créditos no mercantiles es ma- 
yor que la de los que proceden de actos de co- 
mercio, con el respectivo dictamen fiscal, el juez 
se declarará competente para se<íuir conociendo 
del concurso; porque entonces aquellos créditos 
forman la parte principal del juicio, y éstos se con- 
sideran como la [)arte accesoria, 'según el princi- 
pio adoptado en el artículo 392 del Código de En- 
juiciamiento, de que lo accesorio sigue á lo prinm- 
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pal — Accesmitim seqnitur principaU. Además, este 
procedimiento.se funda también en el principio 
general de derecho, de que las mayorías imperan 
sobre las minorías^ principio reconocido por el Có- 
digo citado en sus artículos 984 á 986, por los ar- 
tículos 1126 á 1128 del Oódigo de Comercio, y por 
la Suprema resolución de 21 de Agosto de 1864, 
referente al artículo 1209 del Código últimamente 
citado. 

II. Si practicado el examen y calificación re- 
sulta que la suma de créditos mercantiles es ma- 
yor que la de los qxle proceden del derecho co- 
mún, el juez, previa vista fiscal, se declarará in- 
competente para continuar conociendo en la cau- 
sa, por las mismas razones en que se funda el pro- 
cedimiento de que trata el párrafo que precede; y 
remitirá lo actuado al tribunal ó juez de comer- 
cio, para que tengan efecto las disposiciones sobre 
quiebra, respecto á la persona y bienes del que- 
brado. 

III. Pero si las sumas de ambos créditos son 
iguales, él juez, previo dictamen fiscal, se decla- 
rará competente para continuar conociendo del 
concurso; porque no concurren, en este caso, to- 
das las circunstancias que la ley exijo, para que 
conozca de la causa un juzgado ó tribunal espe- 
cial (art. 391 Cód. de Enj.); y porque pudiendo la 
jurisdicción ordinaria extender su conocimiento á 
toda clase de personas y cosas sin que se anule lo 
obrado, lo que no puede hacer la privativa (ar- 
tículos 88 Código de Enjuiciamiento y 253 Códi- 
go de Comercio); siendo aquella de caractergene- 
ral y ésta excepcional, en igualdad de circunstan- 
cias, ó en caso de duda, es conforme á la teoría 
del enjuiciamiento que se resuelva la competen- 
cia á favor de la jurisdicción ordinaria. 
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No basta, pues, segua esto, que aparezcan 
créditos mercantiles contra la masa concursada y 
que haya petición de parte, para que el juez sobre- 
sea en el conocimiento de la causa, sino que, en 
ese caso, debe procederse conforme á lo indicado 
en los párrafos que preceden. 

De lo expuesto, y en vista del artículo 1026, 
«e deduce: que la excepción declinatoria de in- 
competencia por falta de jurisdicción, puede in- 
terponerse en cualquier estado del juicio de con- 
curso, pero antes de que sean pagados los demás 
acreedores; y que la solicitud de acumulación pue- 
de presentarse en el mismo estado. 

La doctrina que he expuesto en esta nota es 
la legal, fundada en los principios que sirven de 
base al enjuiciamiento; pero el inteligente aboga- 
do Dr,l). Miguel A. de la Lama tiene opinión con- 
traria á ella. En efecto; en la nota al artículo 1067 
del Código de Comercio, se expresa así: «Por deu- 
das no mercantiles del comerciante podrá ser con- 
cursado ante el juez común; y si después apare- 
cen deudas por razón del comercio, creemos que, 
por caso excepcional, debe remitirse el juicio al 
juez privativo del ramo, para que puedan tener 
efecto las disposiciones del Código de Comercio 
sobre quiebra.)) 

Según el Sr. Lama, basta que en un juicio de 
concurso aparezcan créditos mercantiles, para que 
el juez del fuero común sobresea en el juicio y lo 
remita al juez privativo de comercio. Pero esto no 
es ni puede ser así. Ya he dado las razones que 
combaten la opinión del Sr. Lama y dejan en pie 
la doctrina legal, á la cual está también subordi- 
nada la disposición del artículo 1067 del Código 
citado. 

11 
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Art, 1036. V*) 

(*) 'So es exacto lo que dicen los Señores Fuen- 
tes y Lama en la nota á este artículo, porque dan 
personería al deudor donde no la tiene, y se la 
quitan donde la ley se la da. «Es necesario no olvi- 
dar, dicen, que el concursado sólo tiene personería 
en los casos á que se refieren los artículos 1009, 
inciso 79 y 1017 Código de Enjuiciamiento.» 

El inciso 79 del artículo 1009 no da persone- 
ría, de ninguna manera, al concursado, pues la 
disposición del artículo citado, es páralos acree- 
dores privilegiados. Así, los abogados, escribanos, 
etc., que resulten acreedores del concursado por 
deudas de honorarios, derechos de actuaciones, 
son acreedores privilegiados, según el artículo de 
que me ocupo, y tienen personería para reclamar 
en el juicio la prelación que les señala la ley. 

El concursado no sólo tiene personería en los 
casos del artículo 1017 sino también conforme á 
los incisos 1,° y 2° del artículo 983, disposiciones 
justísimas; porque si según la ley (art. 2242 Cód. 
Oiv.) los acreedores no adquieren la proi)iedad de 
los bienes de la masa concursada, y la conserva 
el deudor mientras no se vendan legal mente, no 
puede privársele de que intervenga en el justipre- 
cio y remate de ellos, con el fin de que vea, sí en 
ambos casos, se observan las formalidades legales. 

Por otra parte, la ley ha tenido presente que 
la intervención del deudor en el justiprecio y re- 
mate de sus bienes, puede dar por resaltado el 
que se paguen todos los acreedores, y quede libre 
de sus obligaciones, para que pue(la entregarse 
nuevamente al trabajo, sin temor de qne nadie lo 
I)erturbe en la adquisición y goce de nuevos bie- 
nes. 
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DBIi OONOTTRSO NB0E8AKIO. (•) 

(*) ,Soy de opinión que, en cualquiera de los ca- 
sos del concurso necesario, está expedita la soli- 
citud de reposición que puede presentar el con- 
cursado, ya porque este recurso no está prohidido 
por la;ley, ya porque en el presente caso debe pro- 
cederse, por analogía, con lo dis¡)uesto en el ar- 
tículo 1080 del Código de Oomercio. Con la admi- 
sión de ese recurso se pone una valla á la mala fe, 
y no se perjupican: ni el acreedor de buena fe, ni 
el séquito del juicio; porque la admisión debe ha- 
cerse «sin perjuicio de llevarse adelante provisio- 
nalmente las providencias acordadas.» 

He dicho que, con el recurso de reposición, 
se pone una valla á la mala fe, y así es en verdad. 
Supóngase que hay dos ejecuciones pendientes 
contra un deudor, y que para concursar á éste se 
le busque otro acreedor, que tenga un documento 
que apareje ejecución, aún cuando éste haya que- 
dado extinguido con arreglo á la ley. Lo cierto 
es que con tal documento se entabla la tercera 
etjecución. Hay ya tres ejecuciones contra el deu- 
dor, y, en consecuencia, se declara formado el con- 
curso. 

Si se hubiese dejado continuar por sus trá- 
mites legales la 3? demanda, habría el ejecuta- 
do, en la estación correspondiente, ó interpues- 
to reconvención con documento de igual natura- 
leza al del ejecutante, ó propuesto algunas de las 
excepciones permitidas por el artículo 1161; y lle- 
gado el caso de la sencencia habría declarado ^1 
juez no haber lugar á, llevarse adelante la ejecu- 
ción, por haberse acreditado en el término de 
prueba, que la obligación había quedado extin- 
guida legalmente. Según esto, posible es que la 
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declaración de estar formado el concurso se funde 
en ejecuciones ilegítimas, y por consiguiente, de- 
be darse á la parte agraviada el remedio para re- 
clamar de dicha declaración. Este puede ser el re- 
curso de reposición. 

La sustanciación de este recurso puede ha- 
cerse conforme al Código de Comercio. 

Art. 1056. 



Los peritos deben dar sn dictamen sobre las partidas de las caen- 
tas, en cnanto á sn legalidad y entidad, presentando los cargos y li- 
quidación final según su entender. (*) 

(*) T quedan sugetos á la responsabilidad y 
penas señaladas en los artículos 266 y 1080 del 
Código de Enjuiciamiento. 

Art. 1057. 

Tienen derecho para pedir la división y partición de bienes, los 
quí^," según el Código Civil, no están obligados á poseerlas en co- 
mún. (*) 

(*) La división puede ser judicial ó pública (ar- 
tículos 2136, 2137 y 2145 Cód. Civ.), y es la que se 
practica de orden de juez competente: extrajudi- 
cial ó privada la que se hace sin intervención del 
juez (art. 2150 á 2152 del mismo Cód.) Pero para 
que la división extrajudicial, hecha conforme al ar- 
tículo 2150 citado, pruebe plenamente, se requie- 
re que sea aprobada por el juez, y que de orden 
de éste se protocolice (artículos 1093 y 1094 Códi- 
go de Enjuiciamiento). 
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Art. 1090. (») 

(•) Ooncuerda con el artículo 793 Oódigo de 
Enjiiiciamieuto. 

Art. 1138. 

Para proceder ejecutivamente contra el deudor, y para que el 
juicio empiece por embargo de bienes, es necesario que el acreedor 
presente su demanda con instrumento que apareje ejecución. (*) 

(*) El juicio ejecutivo tiene por objeto: ó exijir 
el cumplimiento de una obligación de deber, en 
cuyo caso se procede conforme á las disposiciones 
de los artículos 1129 á 1191 inclusive, ó bien el 
cumplimiento de una obligación de hacer alguna 
cosa ó de entregar un bien mueble, y entonces se 
observan los trámites y procedimientos prescritos 
en los artículos 1192 á 1196. Véase la nota al ar- 
tículo 282 Oódigo de Enjuiciamiento. 

Art.;il39. 

Son documentos que aparejan ejecución: 

1.*...2.*»... 3.*...4.<».. 5.°... 6.**... 7."... El saldo de las cuentas 
aprobadas extrajudicialmente, y los vales, pagarés y demás instru- 
mentos simples que contengan obligación de deber, cuando estén 
reconocidos judicialmente por la parte, ó declarados por reconocidos 
conforme á este Oódigo. (*) 

(*) Según el artículo 834, inciso 39, para que el 
reconocimiento sea válido se requiere: que éste 
recaiga no sólo sobre la suscripción sino también 
sobre la realidad y verdad del contenido. De suer- 
te que si el que otorgó un documento reconoce la 
firma, pero niega la verdad del contenido, el ins- 
trumento no apareja ejecución. Esto tiene lugar 
en el derecho común: en el fuero mercantil basta 
que el otorgante reconozca su firma para que el 
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Tale 6 pagaré apareje ejecuciónr (art, 652 Cód. de 
Com.) Este procedimiento es el más racional y 
conforme á derecho, pues se deja para el término 
del encargado ó de prueba, el averiguar la reali- 
dad y verdad del contenido. En este sentido refor- 
mó la Dictadura Prado el reconocimiento de los 
Tales y pagarés. 

Los saldos de las cuentas mercantiles aproba- 
das extrajudicialmente también aparejan ejecu- 
ción, cuando están reconocidos judicialmente, ó 
dados por reconocidos en cuanto á la firma, aún 
cuando se haya negado el contenido. Besde que 
se aprobó y reconoció extrajudicialmente el saldo 
de la cuenta, por ese hecho se reconoció una derf- 
da, ó se contrajo una obligación de deber, proce- 
-dente de actos de comercio, que produce los mis- 
mos efectos que un vale ó pagaré de comercio á la 
orden. (Cód. de Com, art. 525 concordante con el 
art. 504 parte 1?) 

Art. 1136. 

Dentro de los tres días de qae habla el artlcalo anterior, sólo pue- 
blen admitirse al deudor, por excepciones dilatorias, que se sustan- 
«larán conforme á este Código. (*) 

(*) Según el artículo 621 las excepciones decli- 
natorias y dilatorias deben oponerse dentro de 
tercero día, contado desde que se hizo la dtadórij 
esto es, incluyendo el día en que se practicó esta 
diligencia; pero según los artículos 1135 y 1136 
las excepciones de jurisdicción, personería é inep- 
titud de la demanda pueden admitirse, si se pre- 
sentan dentro de tercero día, contado desde el si- 
guiente al en que se hizo la citación, conforme á 
la regla general establdcida en el artículo 446. 
Hay, pues, inconsecuencia en la disposición que 



— 77 — 

anoto, respecto al artículo 621, y mucho más tra- 
tándose del juicio ejecutivo, cuya tramitación es 
y debe ser más breve que la del ordinario. 

El artículo de que me ocupo deja sin efecto 
la disposición del artículo 1128, porque aún cuan- 
do el ejecutante entable su demanda con docu- 
mento que apareje ejecución, si el deudor, después 
del auto de solvendo, no paga y se excepciona 
conforme al artículo 1136, no se trava embargo, se 
sustancian las excepciones y se suspende el sé- 
quito de la causa principal ó de la ejecución. La 
ley necesita hacer una reforma á este respecto. 

Art. 1137. 

Si el deudor contradijere el requerimiento de pago, haciendo ver 
que los instrumentos no son ejecutivos, y el juez conociese que en 
efecto no lo son, seguirá la causa por la vía ordinaria, (*) 

(*) Considero que este artículo está demás, des- 
de que el 1136 admite la excepción de demanda 
inepta ó inoficiosa (art. 629, inciso 29), y desdé 
que, según el artículo 638, inciso 7.<» puede inter- 
ponerse artículo previo de especial pronuncia- 
miento, sobre la naturaleza del juicio. 

Art. 1157. 

Verificado el embargo, depósito 6 intervención, el escribano ha- 
rá saber todo al ejecutado. (*) 

(*) ¿Con qué fin? Para que, si el deudor presta 
fianza á satisfacción de actor, ó del juez, en caso 
de oposición temeraria, se suspenda inmediata- 
mente el embargo (artículos 562 y 1741, parte 2?) 

Art. 1159. 

Dentro del término de tres días, contados desde la citeición del 
-remate, puede el reo oponerse á la ejecución: pasado este término y 
acusada rebeldía, no se admitirá la oposición. (*) 
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(*) Luego si la oposición se presenta después 
de vencido el término, pero antes de que se haya 
acusado rebeldía, el juez debe admitirla y sustan- 
ciarla, ya porque esto se desprende del tenor del 
artículo 1159, ya porque, á mi juicio, debe darse 
amplitud á la defensa. Sin embargo, tratándose 
del juicio ejecutivo considero que la rebeldía está 
demás. 

Art. 1163. 

Hecha la oposición la admitirá el juez, y señalará el término de 
veinte días para qae dentro de él se prueben las excepciones dedu- 
cidas: (*) este término es fatal y común al actor y al reo. 

(*) Parece que este artículo excluyera el trasla- 
do que debe comunicarse de la oposición, que 
puede hacer el reo á la citación del remate; y hay 
abogados que opinan así. Pero si bien se examina 
esa disposición, se verá que ese trámite esencial 
no está suprimido. 

Si al citarse de remate al ejecutado se opone 
éste, bien sea deduciendo alguna de las excepcio- 
nes dilatorias ó perentorias, permitidas por el ar- 
tículo 1161, ó interponiendo reconvención, es in- 
dudable que, en uno y otro caso, el juez está obli- 
gado á comunicar traslado de la oposición, si no 
quiere que se ^inule todo lo obrado con posteriori- 
dad á esa omisión, y á su costa, conforme al inci- 
so 11 del artículo 69 del Reglamento de Tribu- 
nales. 

Según el artículo 593 del Código de Enjuicia- 
miento, la mutua reconvención es admisible en 
las causas ejecutivas, cuando está apoyada en do- 
cumentos de igual naturaleza á los presentados 
por el demandante; y como por el artículo 651 la 
demanda y la reconvención estáti sugetas al mis- 
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mo orden de proceder, comunicándose traslado 
de la demanda (art. 594), es claro que debe hacer- 
se lo mismo con la reconvención. Además, el ar- 
tículo 652 manda expresa y terminantemente que, 
del escrito que contenga reconvención, se comu- 
nique traslado; luego si el reo reconviene, al opo- 
nerse á la citación de remate, el juez queda obli- 
gado á proceder así, tanto por las leyes citadas, 
cuanto porque la omisión de ese trámite produce 
nulidad desde entonces, estando á lo dispuesto en 
el inciso 13 del artículo 1649, 

Y además, si la reconvención no fuese trami- 
tada ¿con qué objeto sería permitida en el juicio 
ejecutivo! Es necesario oír lo que el ejecutante 
contesta á la demanda que le instaura el reo, y no 
puede haber contestación si no se comunica tras- 
lado de la reconvención. 

En el juicio ejecutivo se considera que el roo 
contesta la demanda cuando formula oposición, 
y como en esa estación es permitido reconvenir, 
y por este hecho se hace el juicio doble, ó lo que es 
lo mismo, el reo interpone demanda contra el ac- 
tor, es incuestionable que esta demanda debe sor 
contestada, bajo pena de nulidad insubsanable 
(art, 1649, inc. 39), aún contra la voluntad de las 
partes, como dice el Sr. Lama en sus «Elementos 
de teoría del enjuiciamiento,» al hablar de los 
trámites esenciales. 

Cuando el ejecutado se opone á la citación 
de remate, deduciendo cualquiera de las excepcio- 
nes permitidas por la ley, debe igualmente con- 
ferirse traslado de la oposición, porque está man- 
dado expresamente por los artículos 631, 634 y 
635, que las indicadas excepciones se sujeten á ese 
trámite, cuya omisión produce nulidad; y porque 

12 
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aquellas no podrían resolverse sin la respectiva 
contestación. 

Si el artículo 1162 no dice expresamente que 
debe tramitarse la oposición, como queda indicado, 
es porque la ley ha prescrito ya el procedimiento 
á que quedan sugetas la reconvención y las ex- 
cepciones enunciadas, y presume que el juez Üa. 
de sustanciar unas y otras, conforme á ese proce- 
dimiento, para resolverlas en la sentencia, si ellas 
no han producido el efecto de cortar el juicio. 

Por otra parte, la oposición puede ser de pu- 
ro derecho, en cuyo caso no hay necesidad de que 
la causa se reciba á prueba, sino que, en vista de 
la contestación del ejecutante, el juez resuelve; y 
ese funcionario está obligado a proceder así, por- 
que de otro modo no podría expedir sentencia sin 
que haya contestación, y, como he dicho antes, 
para contestar es indispensable que se comunique 
el correspondiente traslado. 

Finalmente, puede suceder queel actor ó ¡ eje" 
cútante encuentre fundada y legal la oposición? 
y que convenga en ella, y la acepte al contestar 
^1 traslado, con cuya aceptación queda el juicio en 
estado de sentencia sin más tramite (art. 647, 
inc. 49); pero no sucederá esto si no se da audien- 
cia al ejecutante. 

En apoyo de las razones expuestas viene la 
ley española de enjuiciamiento civil, la cual, al 
detallar los trámites del juicio ejecutivo^ permite, 
por el artículo 960, hacer oposición á la citación 
de remate, y por el artículo 964, manda expresa- 
mente, «que de la oposición hecha por ^1 ejecuta- 
do, se dé traslado al actor por cuatro días para 
que conteste,» con cuya contestación se recibe la 
causa á prueba. Y si la ley española es expresa 
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en esa parte, es que ha querido ser precisa y evi- 
tar cuestiones maliciosas sobre ese punto. 

Art. 1166. 

En estos juicios el reo está obligado al pago de costas, aunque el 
juez no pronuncie la condena. (*) 

(*) Pero si en la sentencia se declara no haber 
lugar al remate ó llevarse adelante la ejecución, 
por haberse probado plenamente la oposición, el 
actor, por reciprocidad, debe quedar obligado al 
pago de costas, aunque el juez no pronuncie la 
condena. Véase, además, el artículo 1633. 

Art. 1173. 

En el día y hora señalados para el remate, se c nstituirá el juez 
•n su despacho, ó en otro lugar público de costumbre, con asistencia 
del escribano; y á presencia de las partes, ó sin ellas, procederá á 
verificar el remate en pública almoneda, anunciándola por prego- 
nes. (*) 

(*) Según el artículo 6? de la ley de 21 de Di- 
ciembre de 1839 el término de los pregones está re- 
ducido á la mitad, en las causas de hacienda, ó en 
las que tenga interés el Estado, sea actor ó reo, y 
también en los juicios en que sea parte alguna 
municipalidad. 

Alt. 1180. (*) 

(*) Ampliado por el artículo 1189. 

Art. 119:2. 

Cuando la ejecución tenga por objeto exijir de otro el cumpli- 
miento de una obligación de hacer alguna cosa, 6 de entregar algún 
bien que no sea inmueble, (*) presentada la demanda en escritura 
pública.... 
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(*) Según esta disposición no puede entablarse 
juicio ejecutivo para exijir el cumplimiento de una 
obligación dé entregar un bien inmueble; pero 
esta regla tiene también su excepción. Cuando en 
las sociedades 6 compañías, sean ó no mercanti- 
les, alguno [de los socios pone por capital social 
un inmueble, dándole un precio fijo y determina- 
do, si el socio es omiso en entregar el inmueble 
dentro del plazo convenido en la escritura social, 
la compañía, ó quien la represente, tiene derecho 
para proceder ejecutivamente contra los bienes 
del deudor ó contra el inmueble indicado, para 
hacer efectiva su porción social (artículos 1664 
Oód. Oiv. y 247 Oód. de Oom.) 

Irt. 1197. 

El que ba obtenido en su favor una sentencia ejecutoriada 6 un 
laudojbomologado, puede pedir su cumplimiento por la vía de apremio 
y pago. (*) 

(*) También se pide por la vía coactiva de 
apremio y pago, el cumplimiento de una tran- 
sacción, ya sea que se celebre conforme á los ar- 
tículos 1703, 1704 y 1705 del Código Civil, ó bien 
por acta ante un juez de paz, ó ante los arbitros, 
ó ante el juez eclesiástico (artículos 292, 376 y 
1559 Código de Enjuiciamiento). 

Si por la transacción, dos ó más personas, de- 
cidiendo de común acuerdo sobre algún punto du- 
doso ó litigioso, evitan el pleito que podía promo- 
verse, ó finalizan el que está principiado (art. 1708 
Cód. Civ.); y si la transacción produce entre las 
partes los efectos de cosa juzgada (art. 1728 Cód, 
cit.), es indudable que ella tiene el mismo valor 
que una sentencia ejecutoriada ó que un laudo 
homologado; y por consiguiente está expedita, 
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para la transacción, la vía coactiva de apremio y 
pago. 

Más, ¿se dirá, talvez, que el artículo 1728 ci- 
tado permite expresamente hacer uso de la tran- 
sacción, como excepción de cosa juzgada y no co- 
mo acción? Quien tal cosa dijese carecería de fun- 
damento jurídico. A mi juicio, la transacción pue- 
de ejercitarse como acción coactiva, para exijir el 
cumplimiento de lo pactado, ó como excepción 
para oponerse y cortar el juicio que se quiere re- 
vivir. 

Si de dos personas que celebran una transac- 
ción, la una en menosprecio de ese contrato, quie- 
re llevar adelante el pleito transado, ó entablar 
nueva demanda sobre el pleito transijido, la otra 
tiene su derecho expedito para interponer la ex- 
cepción de la cosa juzgada. Pero si esta misma 
parte, viendo que la otra no se somete á lo pac- 
tado, quiere llevar á debido efecto el contrato, 
también tiene expedito su derecho para hacer uso 
de la transacción, y pedir su cumplimiento, enta- 
blando la acción coactiva de apremio y pago. 

Según esto: una misma persona puede poner 
en ejercicio la transacción, ya sea como acción, 
ya como excepción. 

Art. 1198. 

La solicitud de qne habla el articulo anterior, debe entablarse 
con loB autos originales, ó con testimonio de la sentencia ejecutoria- 
da, 6 del laudo homologado (*)... 

(*) O con testimonio ó certificado de una tran- 
sacción celebrada, según el primer párrafo de la 
nota al artículo 1197. 
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• Art. 1203. 

Se cobran twnbién por apremio y pago: 

i.\.. 2.^ . 3.*... 4- ... 5.^.. 6.\.. 7.« (*) 

(*) También se cobran, por la mis ma vía coac- 
tiva, las deudas existentes á favor de los consejos 
niunicipal es, provenientes según los incisos 19, 2?,. 
39, 69 y 79 del artículo que anoto; porque los bie- 
nes municipales gozan de los mismos privilegios 
y exenciones que las leyes conceden á los nacio- 
nales (Ley de 9 de Octubre de 1873, art, 19.) 

Art. 1316. 

Terminado el juicio de apremio y pago, queda al deudor el dere- 
cho para ser oído en juicio ordinario sobre la deuda. Se exceptúa el 
caso en que el juicio hubiese comenzado por sentencia ejecutoria- 
da ó laudo homologado. (*) 

(*) Ó con testimonio ó certificado de una tran- 
sacción. Véase las notas á los artículos 1197 y 
1198 y la de los Señores Fuentes y Lama al ar- 
tículo 1216. 

DE LOS JüIOrOS SUMARIOS. (*) 

(*) En estos juicios, repecto á la petición del 
término de la distancia, rije esta regla: en los jui- 
cios sumarios no se concede el término de la dis- 
tancia sino cuando la ley expresamente lo per- 
mite. 

La ley sobre el juicio sumario de desahucio, 
que no se halla en el Oódigo de Enjuiciamiento, 
se promulgó el 18 de Marzo de 1873. 

Art, 1237. (») 

(•) Véase el artículo 86 y su nota. 
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Art. 1247. 

Bl jaez ante quien se presente un testaáiento oerrado, debe man- 
dar que comparezcan Jos testigos que suscribieron la cubierta, y el es- 
cribano que la autorizó, y. que se cite al cónyuge sobreviviente . . 

Si no hay en el lugar cónyuge ni parientes dentro del sexto gra- 
do, se citará al agente fiscal ó sindico procurador. (*) 

(*) Para el caso de que puedan heredar el Pis- 
co ó la Beneficencia, conforme á lo disi)uesto en 
el artículo 883 del Código Civil. Según el artículo 
1247 el Síndico, que es miembro nato de la Bene- 
ficencia (art. 39, decreto Supremo de 28 de octu- 
bre de 1848), es el personero ó representante le- 
gal de esa Corporación, y no el Presidente ó Di- 
rector de ella, en los juicios que pueda tener. De- 
be citársele siempre que se interesen los bienes ó 
derechos de una Beneficencia, no obstante deque 
el Ministerio fiscal es defensor de los intereses 
de esas corporaciones (artículos 154, inc. 1? y 158, 
inc. 19Cód. de Enj.); porque siendo también los 
fiscales y agentes fiscales defensores de los bienes 
nacionales, puede llegar el caso de que estos fun- 
cionarios defiendan al Estado en daño de la Be- 
neficencia. 

El artículo 1247 es explicatorio de la disposi- 
ción contenida en el artículo 143, inci so 3? 

Pero puede suceder que se anule el testamen- 
to y que, en consecuencia, se declare intestado al 
difunto ¿á quién, en ese caso, pasará la herencia! 
A los herederos legales en el orden de prel ación 
establecido en el Código Civil (Libro 2.^ sección 
4?, tít. 18*^") Si no hay herederos forzosos, los de- 
más, ó por lo menos uno de cada clase, deben in- 
tervenir en la comprobación de un testamento ce- 
rrado, verbal ú otorgado en escritura privada, 
Má& el artículo 1247 no lo dispone ^isí. 

Debe, pues, citarse, siempre y en todo caso 
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que no haya herederos forzosos, á los parientes 
del difunto hasta el G.** grado, al cónyuge, al Sín- 
dico y al Agente fiscal. 

Art. 1^54. (*) * 
(*) Véase el artículo 1276. 
Art. 1264. 

En los casos expresados en los dos artíonlos anteriores mandará 
el juez comparecer á los testigos para examinarlos sobre lo puntuali- 
zado en el artículo 1262, citándose previamente á los herederos, que, 
conforme al Código Civil, tuviesen derecho de heredar al difunto. (*) 

(*) En la comprobación de un testamento ver- 
bal ú otorgado en escritura privada, se citará 
también, en todo caso, al Síndico y al Agente fis- 
cal, por analogía con lo dispuesto en el artículo 
1247, parte 2? Véase la nota á este artículo. 

Art. 1373. 

Si se contradijere la reducción á escritura ptíblica de un testa- 
mento cerrado, ó del que fuere hecho en escritura privada ó verbal- 
mente, se suspenderá todo acto, y se seguirá la causa por vía ordina- 
ria. (*) 

(*) Aún cuando es muy clara esta disposición 
se ha disputado, no obstante, á cerca de la época 
ó estado del juicio, en que puede hacerse oposi- 
ción á que un testamento cerrrado, verbal ó hecho 
en escritura privada, se eleve á instrumento que 
pruebe plenamente. , Oreen algunos que por las 
diligencia^ de la comprobación, en la cual se de- 
clara solemnemente por el juez, en 1? instancia, 
(art. 1267), y después por la respectiva Corte (art. 
1269), quees y se tenga por testamento la memo- 
ria del testador, el instrumento adquiere, por esa 
declaratoria, la calidad de probar plenamente; y 
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que por consiguiente, la contradicción debe ha- 
cerse ala comprobación, á fin de que no se decla- 
ae y tenga por testamento la simple memoria 
testamentaria. Opino de distinto jpLodo. 

Para que el instrumento pruebe plenamente, 
es necesario que se practiquen dos diligencias: la 
de comprobación ó legalización y la de protocoli- 
zación. El testamento meramente comprobado no 
hace prueba plena, porque queda pendiente la di- 
ligencia de protocolización (art. 731, inc. 39); y sólo 
adquiere el valor de escritura pública cuando se 
protocoliza, y por tanto la oposición debe hacerse 
á la protocolización, ó como dice la ley, cuando 
se trate de reducir el testamento á escritura pú- 
blica. Hé aquí otras razones. 

En la comprobación sólo se trata de averi- 
guar si el testamento se otorgó con las formalida- 
des prescritas en el Código Civil, para cada cla- 
se de testamento (de los que deben ser legaliza- 
dos), sin entrar en el examen sobre la capacidad 
legal del testador y testigos, y sobre si éste ha 
dispuesto de sus bienes con arreglo á la ley; mien- 
tras que en la reducción á escritura pública, del 
testamento comprobado, se averigua todo esto en 
juicio contradictorio, y además, si efectivamente 
se han llenado las formalidades de la legaliza- 
ción. En la comprobación solóse trata de un acto 
privado del testador, en el cual no intervino el 
funcionario que da al testamento carácter públi- 
co: en la protocolización se trata ya de dar al ins- 
trumento ese carácter, por medio del escribana 
público, y sólo entonces prueba plenamente (ar- 
tículo 1342). 

Si nadie se opone, la ley presume que en el 
testamento se han observado todos y cada una 
de los requisitos y formalidades legales, tanta eix 
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su facción como en su comprobación, ó que los 
interesados renuncian á la oposición. En conse- 
cuencia, se manda protocolizar aquel, y que se dé 
á ías partes los testimonios que i)idieren, los que 
prueban plenamente. 

Eesulta, pues, de lo dicho, que si la oposición 
ó contradicción se hace á la comprobación del 
testamento, el juez debe mandar reservarla para 
cuando se trate de reducir a escritura pública el 
testamento legalizado, porque sólo en este caso 
es permitido el juicio contradictorio. 

Art. 1380. (*) 

(*) Véase la nota al artículo 1247. 
Art. 1387, 

^ Verificadas la diligencias de que hablan los artículos anteriores, 
y previa constancia de sellas en los autos, se dará traslado á los inte- 
resados y al agente fiscal, por el término de tercero día. (*) 

(*) Como según el artículo 193 del Código de 
Enjúciamiento, los agentes fiscales son detenso- 
res de los bienes intestados, pero sólo en el caso de 
que deba heredarlos el Fisco, conforme al Código 
Civil (art. 883), es claro que aquellos funcionarios, 
cuando se les pasen los autos en traslado, deben 
limitarse á examinar si de éstos aparece que el 
Fisco es ó nó heredero, .para pedir en el primer 
caso, se declare por heredero al Estado. Pero esos 
funcionarios no pueden, no deben abrir dictamen 
en el otro caso, respecto á la persona a quien co- 
rresponde la herencia. 

Si el síndico no ha sido citado, debe también 
el ageíi te fiscal examinar los autos para descu- 
brir si la Beneficencia puede heredar. 
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Sin embargo, fuera délos dos casos prece- 
dentes, he visto, en la práctica, que los agentes 
fiscales concluyen pidiendo en su dictamen: que 
se declare intestado al difunto; por herederos á 
tales ó cuales personas, y que se les ministre po- 
sesión de los bienes que aquel dejóá su muerte; y 
algunos jueces expedir auto de conformidad con 
lo dictaminado por el agente fiscal. Véase la nota 
al artículo 1247. 

Art. 1293. (•) 

(*) Véase la nota al artículo 1159, 

Art. 1339. 

El hijo exheredado en testamento 6 en otra escritura no puede 
oponerse á la misidn en posesión solicitada por el heredero instui- 
do. (*) 

(♦) Al hablar esta ley de testamento y de escri- 
tura, se refiere indudablemente al instrumento 
público; porque si es privado, en uno ú otro caso, 
ó en ambos, no hay plena prueba, y entonces no 
puede pedirse la misión en posesión, y si se pido 
la oposición es legal. Véase el artículo 1342 y la 
nota al artículo 1340. 

Art. 1340, 

Si el hijo que ooutraiioa la posasión reolaraS de la deshereda- 
ción, en vida dol padre, ó hizo el raalamo después de su munite, da 
modo que el juicio sabrá la desheredaoiún se halle peudiento al de- 
cretarse la misión en posesión; se dará ésta, bajo de fianza, al here- 
dero que no fué desheredado. (*) 

(*) También se dará bajo de fianza la posesión 
al heredero que no fue desheredado, aún en el ca- 
so de que no se haya reclamado de la deshereda- 



— 90 — 

ción, si se pide aquella d<!/ntro de los dos años de 
que habla el artículo 843 del Código Civil; porque 
todavía está expedito el derecho de reclamar de 
aquella, mientras no se venza ese término. 

Dedúcese de aquí, que si el hijo exheredado 
no puede oponerse á la misión en posesión deque 
trata el artículo 133Í) del Código de Enjuicia- 
miente, si hasta entonces no ha reclamado de la 
desheredación, puede pedir que la posesión se mi- 
nistro bajo de fianza, si aún no han espirado los 
dos años ya mencionados. Véase el artículo 1339 
y su nota. 

Irt. 1371. 

Se hará la restitución de la cosa, annqae el despojado se oponga 
con título que acredite su dominio (*).... 

(*) Porque en el interdicto de despojo no se de- 
manda la propiedad de la cosa, sino solamente la 
posesión provisional; mientras que el dominio, así 
como la posesión definitiva, se ventilan en juicio 
ordinario (artículos 1346, 584 y 685 Cód. de Enj.) 

Art. 1375. 

Toda acción por frutos, daños 6 perjuicios, contra el perturba- 
dor 6 despojante de la posesión, se sustanciará y resolverá por los trá- 
mites del juicio ordinario, ó por los que corresponden al juicio escri- 
to de menor cuantía, si su yalor no excede de quinientos pesos. (*) 

(*) Esta disposición general comprende todos 
los casos en que se puede demandar, al despojan- 
te ó perturbador, indemnización de daños y per- 
juicios. A mi juicio, el mandato legal es defectuo- 
so: no está fundado en los principios en que se 
apoya el procedimiento civil, y es inconsecuente 
con la teoría sentada en otras partes del Código 
de Enjuiciamiento Civil. 
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Juicios extraordinarios, dice la ley, (art. 282) 
son aquellos en que la acción esta probada, y su- 
marios, aquellos en que se procede brevemente 
para esclarecer y resolver una acción, sin necesi- 
dad de observar todos los trámites de un juicio 
ordinario (art. 283). Pues bien, cuando por senten- 
cia judicial se manda pagar frutos, daños y per- 
juicios, como sucede en los casos de los artículos 
1369 y 1370 ¿no es cierto que la acción para de- 
mandar frutos, daños y perjuicios está probada? 
T es tan evidente que el derecho del actor está 
acreditado con la sentencia, que el reo no puede 
Begar la demanda; mientras que en el juicio ordi- 
Bario esto le es permitido (art. 658), 

Es cierto que en la determinación de lo que 
se deba pagar por frutos, daños y perjuicios pue- 
de haber y casi siempre hay controversia; pero 
ésta no puede ni debe tener la extensión de los 
trámites del juicio ordinario de mayor cuantía, 
porque personas entendidas en la materia, pue- 
den, de una manera breve, fijar el valor de la in- 
demnización. 

Me parece, pues, que el artículo 1375 debe 
modificarse en el sentido de que, cuando se ofde- 
ne por sentencia ejecutoriada pagar frutos, daños 
y perjuicios, se ventile la demanda en juicio su- 
mario, cuando la cuantía sea mayor de 400 soles, 
(500 $) como se hace enjuicio de deshaucio, cuan- 
do se trata del pago de enseres ó mejoras, en cuyo 
caso se practica la tasación por peritos. 

La ley debe, por consiguiente, agregar á la 
categoría de los juiciss sumarios el que trate del 
pago de frutos, daños y perjuicios, mandados abo- 
nar por sentencia judicial, dejando para el juicio 
ordinario la acción que no se funde en una sen- 
tencia. 
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Onanílo he dicho que los peritos deben tasar 
los daños y perjuicios, es porque así lo dispone la 
ley; pero los Sres. Fuentes y Lama en su «Dic- 
cionario de Jurisprudencia y Legislación perua- 
na,» palabra dañOj página 338, hablando de daños 
y perjuicios, dicen asi: «Los daños ó pérdidas su- 
fridas se pueden valorizar por peritos; pero los 
perjuicios 6 ganancias dejados de percibir, se de- 
ben apreciar por el juez según las pruebas que 
presenten las partes.» Esta opinión esta fundada 
en el artículo 2? del Supremo decreto deSdeMarzo 
de 1870. A mi juicio este decreto no es legal, y por 
consiguiente, la opinión que en él se funda ado- 
lece de ese defecto. 

Es atribución constitucional del Presidente 
de la Eepública, la de dar decretos y reglamentos 
para el mejor cumplimiento de las leyes (Const., 
axt. 94, atribución 6?); pero no puede interpre- 
tarlas ni modificarlas, porque esa facultad es i>o- 
tesfcativa del Congreso (Oonst., inc, 19, art. 59). 
Veamos, ahora, si el Supremo Poder Ejecutivo se 
ha ceñido á sus atribuciones al expedir el indicado 
decreto. 

El Código de Enjuiciamiento, ocupándose de 
la expropiación forzada, ha dispuesto (art. 1522): 
que si se ejecutoría el auto en que se decreta la 
venta, el juez mande que se tase la cosa por peri- 
íjos. y ¿cómo se hace esta tasación! El artículo 
1513, inciso 2?, indica el modo como han de proce- 
ceder aquellos. Los peritos deben fijar, pues, el 
valor de la propiedad, proporcionado no sólo al 
valor que realmente tiene, sino á las ventajas que 
le produce al dueño. 

Ahora bien: si según el Diccionario de la 
la lengua española, la palabra ventaja es sinónimo 
de ganancia^ y si la ley manda expresamente que 
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las ventajas mencionadas se tasen por peritos, es 
indudable que nadie está facultado para valorizar 
los perjuicios sino los peritos. Proceder y mandar 
de otro modo, en el caso en cuestión, sería infrin- 
jir una ley expresa y terminante; y una infrac- 
ción no puede se obligatoria, y en materia judi- 
dicial produce nulidad. 

Pero el Supremo decreto indicado dispone, 
en contravehción á la ley, que no es de lá compe- 
tencia de los peritos, sino de los jueces y tribuna- 
les, fijar el precio por las indemnizaciones ó sea por 
las ven tajas que se deman den en el caso de expropia- 
ción forzada. Declaración que no sólo importa 
una interpretación de la ley, sino una modifica- 
ción de ella. Luego el aludido decreto es igual. 

Este decreto, sin embargo, para dar un viso 
de legalidad á lo que él dispone, indica que se 
expide conforme á varias ejecutorias de la Corte 
Sdprema de Justicia; pero no es exato que ha- 
ya conformidad entre lo resuelto por uno y otro 
Poder. 

En efecto: el Supremo Tribunal de Justicia, 
en su resolución de 1.° de Junio de 1867, ha man- 
dado lo que es de ley, y no ha quitado á los peritos 
la facultad de tasar las ventajas de que habla el 
artículo 1513, inciso 29, para dársela al juez ó tri- 
Irunal en su caso. Lo que ha hecho es cortar el 
abuso de los peritos que, en el ejercicio de la fa- 
cultad legal de tasar, fijaban un 33 por ciento, 
por indemnización en las enagenaciones forzadas. 

Y en verdad que era un abuso señalar una 
cantidad fija, cuando la indemnización, si había 
lugar á ella, podía ser menor ó mayor, según las 
pruebas producidas por el propietario, las que de- 
ben ser apreciadas por los peritos, según su leal 
fiaber y entender, y sin agravio de partes (art. 261). 
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Por eso es que la Exma. Corte Suprema ha diclio 
que «éstos se sujeten á lo que les concierne en su 
respectivo arte ó profesión.» 

Yrefiriéndome ahora á las pruebas que presente 
el propietario, puedo decir,¡que el Supremo Tribunal 
no ha mandado que ellas sean apreciadas por el 
juez de la causa, ó que éste se convierta en tasa- 
dor contra la terminante disposición del artículo 
1522. Y aún cuando el juez tenga conocimiento» 
especiales sobre la materia, las pruebas tienen 
que ser apreciadas por los peritos y no por aquél, 
porque la ley no quiere que el juez sea tasador en 
el caso de la expropiación forzada, i Y qué otra 
cosa hace el artículo 29 del Supremo decreto aludi- 
do sino convertir al juez en tasador? 

Por otra parte, si los peritos están facultados 
para dictaminar en cuanto á la legalidad y enti- 
dad de las cuentas (art. 1056) ¿por qué no han de 
dar también su dictamen, apreciando la legalidad 
de las pruebas y la entidad que de ellos resulte, 
en el caso de expropiación forzada, para fijar la 
cantidad que debe darse por indemnización? Esto 
es lo que la ley quiere, y esto es lo que quiere tam- 
bién la Excma. Corte Suprema, y no que los peritos 
fijen un 33 por ciento haya ó nó ganancias que in- 
demnizar. 

Un ejemplo aclarará más el punto en cues- 
tión. Un comerciante posee en propiedad una ca- 
sa, y en ella tiene un establecimiento mercantil 
que le da magníficas utilidades al capital inverti- 
do en él; pero como por necesidad y utilidad pú- 
blicas, legalmente comprobadas, se ha mandado 
expropiar ese fundo, los peritos han procedido á 
tasar el terreno y edificio, y han fijado la canti- 
dad que debe pagarse al dueño. Éste reclama de 
la tasación, fundándose en que en ella no se han 
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considerado las ventajas 6 ganancias que le pro- 
duce el establecimiento mercantil, que tiene en el 
fundo, y concluye pidiendo que se le dé en pago 
una cantidad mayor que la designada por los pe- 
ritos, jQué hace entonces el juez? Indudablemen- 
te manda, previo el trámite de ley, que el pro- 
pietario acredite su pretensión; y en el término 
probatorio se nombran peritos de la clase de co- 
merciantes. Éstos, en virtud de]sus conocimientos 
especiales, examinan los libros del establecimien- 
to que les presente el propietario, apreciando 
esas y otras pruebas legalmente (art. 1056); y en 
consecuencia, opinan que se dé al dueño del fun- 
do una cantidad mayor, según el mérito de las 
pruebas, jQué le queda entonces al juez, que ha- 
cer, sino mandar que se pague esta cantidad? ¿Ó 
podrá éste desentenderse del dictamen pericial 
que hace plena prueba, según el artículo 720, y 
resolver que no se pague lo que indican los peri- 
tos, sino lo que á su juicio convenga? Esto sí que 
sería un verdadero abuso, que no surtiría más 
efecto que causar gastos indebidos y pérdida de 
tiempo, mientras en otra instancia se restablecía 
la legalidad. 

No es, pues, de la competencia de los jueces 
6 tribunales, sino de los peritos, fijar el precio 
por indemnizaciones en el caso de expropiación 
forzada; y aún cuando el Supremo decreto men- 
cionado disponga otra cosa ó contra ley expresa, 
donde no hay derecho de demandar no hay obli- 
gación de obedecer, como decía el Dr. D. Fran- 
cisco de P. González Vigil analizando el Supremo 
decreto de 30 de Abril de 1858. 



14 
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Art. 1378. 

Compete también la qnerella de despojo en el caso de qne nn jnei 
haya privado á alguno de bu posesión, sin previa citación y audien- 
cia, exoepto cuando hubiese sido innecesaria esta última, por prooe- 
derae en rebeldía, ó por no exijirla la ley. (*) 

(*) Como en los casos de los artículos 78, 79 y 
80 del Código Oivil, en los cuales no es necesaria 
la previa audiencia. Véase la nota al artículo 562. 

Art. 1387. 

El que descubriese alguna cosa raíz sin dnello ni poseedor pue- 
de denunciarla al juez del distrito judicial en que ella esté sitúa- 
da (•)... 

(*) Los terrenos criaderos de salitre no pueden 
ser denunciados, porque el artículo 2.® de la ley 
de 28 de Mayo de 1875 prohibe expresamente la 
adjudicación de ellos. Esta proliibicíón existía ya 
desde Noviembre de 1868 y 12 de Julio de 1872, 
aunque no de origen legal, pues fué expedida por 
el Ejecutivo, quien no tiene facultad constitucio- 
nal para derogar las leyes existentes, y la ley de 
minería ó sea las Ordenanzas del ramo, á que 
estaban y están sugetos los terrenos salitrales, 
permitían la denuncia y adjudicación de éstos. 

Por la ley de 18 de Enero de 1873, artículo 
4?, ya la prohibición fué legal; pero esta ley se de- 
rogó expresamente por el artículo 1? de la de 28 
de Mayo, citada al principio de esta nota. 

Los bienes mostrencos son en el día de pro- 
piedad municipal, según el inciso 13 del artículo 
61 de la ley de 9 de Abril de 1873. Véase el Su- 
premo decreto de 12 de Julio de 1872. 
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ÜÍSÜBSISTENOIA 

DE LA LEY DE 28 DE MAYO DE 1876. 

En la nota que precede he dicho, que por el 
artículo 29 de esta ley quedó prohibida la adjudi 
cación de terrenos criaderos de salitre. A esa ley 
se le dio el debido cumplimiento mientras el réji- 
men interior del país seguía su tranquilo curso á 
la sombra de la paz; pero vino la guerra con Chi- 
le á la cual puso término el tratado de Aucón; y 
por consecuencia de ese pacto quedó insubsisten- 
te la referida ley, como se verá en seguida. 

El único territorio del Perú que producía sa- 
litre fué el departamento de Tarapacá. Más el 
deseo de alcanzar pronta y saneada fortuna hacía 
aumentar, cada día, la producción, con detrimen- 
to de la misma industria, á causa de ser menor 
la demanda. Fuéle entonces indispensable al le- 
gislador evitar el mal; y como medio de impedir 
que aumentase la elaboración, prohibió la adju- 
dicacióu de terrenos salitrales. Este fué el princi- 
pal objeto de esa ley. 

Hoy el dejiartamento de Tarapacá no forma 
parte del Perú, porque por la cesión ó sea anexión 
ó conquista, que todo es lo mismo, de ese territo- 
rio, Chile ejerce soberanía en él. Ya no hay pro- 
ducción desalitre que limitar, y, por tanto, ha de- 
saparecido el objeto de la ley. Luego la razón de 
la ley prohibitoria ha dejado de tener existencia. 
Está, pues, expedito el derecho de denunciar te- 
rrenos criaderos de nitrato de sosa, y la autoridad 
se halla obligada á adjudicarlos. 

Los poderes competentes de la Eepública 
tienen hoy la obligación ineludible de fomentar 
la industria salitrera. Y como medio de estimular 
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á que se hagau descubrimieutos do terreuos sali- 
trales, debe no sólo ofrecérsela libre adjudicación 
sino premios á los descubridores. 

Art. 1388. 

9i ol deai'ncialor e^pre^a que el terreno 6 sitio no tiene dueñ^ 
oonooido, ni ha sido posaído, el juez admitirá la denuncia, y mandv 
rá que se avise al plblico, durante cuatro meses, por carteles ó por 
periódicos donde los haya, (*) 

(*) He dicho en la nota al artículo 1387, que 
en el día los mostrencos son de propiedad munici- 
pal, en virtud de la ley de 9 de Abril de 1873, En 
efecto, según esta ley, (art. 61, inc. 13) son rentas 
departamentales los mostrencos ó bienes que re- 
sulten sin dueño; así es que estos bienes pertene- 
cen á los consejos departamentales, y á mérito de 
esta ley, el Sui)remo Gobierno no tiene ya inter- 
vención en los juicios sobre denuncias de terrenos 
mostrencos. 

La tramitación de esos juicios lia sido, pues, 
alterada, tanto en la parte que se refiere al Go- 
bierno, como en lo tocante á la junta de almone- 
das y al ministerio fiscal. En consecuencia, resul- 
tan las siguientes alteraciones en el procedi- 
miento. 

La citación que, al admitirse la denuncia de 
que trata el artículo 1388, se mandaba hacer al 
agente fiscal, se hace hoy á uno de los contralores. 

La composición de que trata el artículo 1393 
no puedehacerseyacon el Supremo Gobierno, sino 
con el Consejo Departamental, y, por consiguiente, 
es á éste á quien el juez remite el expediente. 

El perito que por parte del Fisco nombraba el 
agente fiscal, conforme al artículo 1395, para e[ 
deslinde, medida y tasación del terreno, hoy debe 
aer nombrado por el contralor. 
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El remate que, en virtud de la tasación indi- 
cada, y que sirve de base para la subasta, se hacía 
ante la la junta de almonedas, por disposición del 
artículo 1573 y siguientes del Código Civil, y su- 
prema resolución de 4 de Junio de 1856, debe ha- 
cerse en el día por y ante la junta municipal, 
compuesta, según el artículo 20 de la ley citada, 
del Presidente del Consejo, del contralor, del Te- 
sorero departamental y de un vocal de la Corte 
de Justicia, ó en su defecto del juez de 1? instan- 
cia más antiguo de la capital. Concluido ó cerra- 
do el remate, el Presidente de la Junta remite el 
expediente al Consejo Departamental para su 
ai)robación. Aprobado el remate se pasa el expe- 
diente al contralor para que, en representación 
del Consejo, otorgue ante el escribano público, la 
escritura de venta á favor del rematista, previa 
oblación, del valor de la cosa rematada, en la ca- 
ja municipal. 

Pero para que el juez ordene el deslinde, me- 
dida y tasación, es indispensable que previamen- 
te se practiquen estas diligencias: 

Vencido el término de la publicación de car- 
teles, el juez, á solicitud de parte, manda que el 
escribano de la causa certifique: I.*' sobre si está 
vencido ó nó el término de la publicación de avi- 
sos ó de cuatro meses íart. 1388); y 2.** sobre si ha 
habido ó nó oposición a la denuncia. 

Si el escribano dice en su certificado, que es- 
tá vencido el término y que no se ha presentado 
ningún opositor, manda el juez que el denuncian- 
te y el contralor nombren peritos, para que prac- 
tiquen las diligencias ya mencionadas de deslin- 
de, medida y tasación. En caso de que en el cer- 
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tificado aparezca que ha habido oposición, se sus- 
tancia ésta con arreglo á lo dispuesto en los ar- 
tículos 1389 á 1393. 

árt. 139S. 

Si el dae£Lo sa opusiere á la denancia se declarará ésta sin la- 
gar. O 

(*) En vista de esta disposición se me ocurren 
estas preguntas: si la cosa demandada ha estado 
abandonada diez ó más años jtendrá todavía de- 
recho el titulado dueño, ó el Estado lo habrá ga- 
nado por prescripción conforme al artículo 635 del 
Código Civil? ¿No será conveniente y legal que 
al admitir el juez la denuncia y mandar que se 
reciba la información ofrecida, ordene también 
que se haga con citación fiscal! 

Art. 1405. 

Los hijos legítimos por haber nacido de un matrimonio que se 
tenía pi)r válido, deben además: 

1."... 2.**... AorediUr la buena fe del padre 6 dala madre, al 
tiempo de contraer el matrimonio bí no estuviese probada en el prooe- 

Bo.n 

(*) S3giia esto artíciilo, ciianda 1*03 hijos de uu 
matrimonio queso tenía por válido, quieren que 
se les ampare en la cuasi posesión de su estado de 
familia, para los efectos civiles de su filiación, de- 
ben, además de acompañar á su demanda los do- 
cumentos indicados en el artículo 1404 del mismo 
Código, llenarlos requisitos enumerados en el ar- 
tículo de que me ocupo. El 29 requisito ordena 
que los demandantes acrediten la buena fe del pa- 
dre ó de la madre al tiempo de contraer el matri- 
monio, si no estuviese probada en el proceso sobre 
la nulidad de éste. Tal procedimiento es contrario 
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álos principios e3ta.blecidos en nuestra legislación 
civil, que sirven de base á la teoría del eujuicia- 
miento. 

En jurisprudencia se considera que todo hom- 
bre es naturalmente honrado mientras no se acre- 
dite lo contrario — Qiiilibetproesiimitiirbonus acjiís- 
tus doñee proleturcontrariiim. Conforme á este prin- 
cipio de jurisprudencia universal,uuestro Derecho 
Positivo ha declarado (art. 541 Oód. Oiv.): que la 
buena fe se presume mientras no se pruebe lo con- 
trario. 

Si esto es así, si en el proceso sobre la nuli- 
dad del matrimonio no se probó la bueaa fe del 
padre ó de la madre, porque talvez no fué necesa- 
rio para declarar la nulidad, como si los contra- 
yentes fueron dos hermanos de distinta madre, 
hay que convenir forzosamente, en que subsiste la 
presunción legal, de que, al casarse, procedió de 
buena fe el cónyuge, respecto del cual se trata que 
el matrimonio produzca efectos civiles; y quien 
afirmie lo contrario se halla en el caso de probarlo. 

No hay, pues, según esto, necesidad de que 
los hijos de que habla el artículo 1405, cuando so- 
liciten que se les ampare en la cuasi posición de su 
estado de familia, acrediten la buena fe deque 
trata el inciso 2?, porque ya lo he dicho, que por 
ministerio de la ley esa buena fe se presume. Por 
consiguiente, la demanda debe arreglarse á los 
artículos 1404 y 1405, incisos 19 y 39, sin decir 
nada sobre lo preceptuado en el inciso 29, salvo 
que el demandante quiera hacerlo. 

Sólo en el caso de que por parto interesada 
se niegue la buena fe, esto es, en caso de formu- 
larse oposición en tiempo y forma, habrá necesi- 
dad de presentar prueba. Pero aún en este caso la 
persona obligada á producirla es la que hace la 
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oposición, conforme al artículo 659 del Código de 
Enjuiciamiento, sin que por esto le esté prohibido 
al actor probar la buena fe que niega el opositor. 

Art. 1407. 

Los lujos naturales no reoanooidos y los demás ilegítimos, pue- 
dan acreditar su filiación, con una semiplena probanza para eolo pe- 
dir aiimentoa provisionales, en caso de necesidad. (*) 

(*) De esta disposición se deduce: que los hijos 
que ella menciona no tienen derecho para pedir 
alimentos permanentes, sino simplemente provi- 
sionales; y que no siempre y en todo caso pueden 
l)edir esta clase de alimentos, porque si la nece- 
sidad es la que da origen al derecho, éste no pue- 
de existir desde que no exista aquella. A«í, por 
ejemplo, si la madre de un hijo natural no reco- 
nocido puede alimentarlo cómodamente, aún 
cuando esté acreditada su filiación, con una semi- 
l)lena probanza, no tiene derecho para demandar 
alimentos del padre, porque no existe necesidad 
alguna de alimentar. Véase el artículo 237 del Có- 



digo Civil. 



Art. UZ2. 



Se hará una asignación provisional de alimentos, por una sola 
vez, y sin el menor retardo,oonforme á la necesidad del demandante 
y posibilidad del demandado: 

1."... 2.".. S.\., 4."... 6.** Si se pidieren de los padres por los 
hijos ilegítimos declarados, según el artículo 1407, ó al contrario. (*) 

(*) ó al contrario, dice la ley, es decir, si los 
alimentos los piden los padres de sus hijos ilegíti- 
mos declarados tales por sentencia judicial, según 
el artículo 1407, para solo el efecto de pedir 
alimentos provisionales. Establece, pues, el inci- 
so óJ" del artículo 1422 obligación recíproca de 
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darse alimentos provisionales, entre el padre y su 
hijo ilegítimo declarado, en armonía y concordan- 
cia con el artículo 253 y parte 2? del 254 del Có- 
digo Oi^ il. 

Ahora bien: bajo la denominación de hijos 
ilegítimos se comprenden también los adulteri- 
nos por parte de padre (art. 254 citado, parte 2^); 
y según este artículo, el hijo adulterino por parte 
de j^aárejamás debe alimentos á éste, es decir, en 
ningún caso, mientras que, según el inciso que 
anoto, puede ese padre pedir alimentos provisio- 
nales ó por una sola vez. 

Esta contradicción envuelve una cuestión 
que es del dominio de la Moral, según la cual de- 
be prevalecer la disposición del Código Civil; pero 
en el terreno del derecho y en tesis general, en- 
tre padres é hijos, se deben recíprocamente ali- 
mentos. Véase los artículos 244, inciso 39, 245, in- 
ciso 29 y 253 del Código últimamente citado. 

Art. 1441. (*) 

(*) Véase la nota al artículo 187. 
Art. 1486. 

£1 juez proveerá qne Be forme el consejo de familia, para que 
determine el lugar en que debe depoBitaree la muger, y designe las 
persnnas qne deben yigijlarla, (*) 

(*) No alcanzo á comprender por qué sea el 
consejo de familia quien determine el lugar en 
que ha de depositarse la que se dice preñada, y 
designe las personas que se encarguen de custo- 
diarla. Si la ley concede á los herederos institui- 
dos ó legales el mismo derecho que da á la mu- 
ger, para que puedan pedir el reconocimiento, en 

15 
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caso de muerte del maridoj y si en uso de ese de- 
recho solicitau el reconocimiento de la preñez^ 
son ellos los que deben indicar el lugar para el 
depósito, y designar las personas para la custodia, 
por el interés inmediato que tienen en que haya 
una buena vigilancia, . á fin de que no peligren 
sus derechos. 

El derecho de pedir el reconocimiento de ]a 
preñada lleva invívita la facultad de solicitar que 
se tomen todas las medidas precautorias, para 
que no se hagan ilusorios los derechos de los he- 
rederos instituidos ó legales. Ellos, por consi- 
guiente, deben designar las personas que se en- 
carguen de custodiar á la viuda. 

Supóngase que el testador no tiene herederos 
forzosos, y que, por esta razón, ha instituido de 
heredero á una persona extraña á sus herederos 
legales; como los miembros del consejo de fami- 
lia no tienen ninguna relación de parentezco con 
el heredero instituido, y puede suceder más bien 
que tengan intereses encontrados, no se cuidarán 
de hacer una buena elección, ó quizá intencional- 
mente (está en la esfera de lo posible) señalen per- 
sonas que no custodien, como es debido, á la que 
se dice preñada, para dar lugar á que queden bur- 
lados los derechos del agraciado por el testador. 

Pero ya que el artículo 1486 autoriza al con- 
sejo de familia para hacer la designación aludi- 
da, me parece justo que la haga con intervención 
y acuerdo del heredero instituido,' siempre que él 
•pida el reconocimiento, ya porque las razones ex- 
presadas así lo exigen, ya porque este procedi- 
miento no está prohibido por la ley, y por el con- 
trario, es conforme á derecho. 

Uno de los casos que dan vida al consejo de 
fanulia, para un hijo que está por nacer, es el 
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comprometido eu el artículo 397, inciso 1?, refe- 
rente al artículo 296 del Código Civil, cuando 
la madre, que es la administradora legal de los 
bienes de su hijo, los dilapida. 

• Eespecto á la administración de estos bienes,^ 
ó sea de los que dejó á su muerte el marido de la 
preñada, puede surjir una seria cuestión entre és- 
ta y el heredero instituido. Eu efecto, como éste 
tiene derecho para pedir que se le entreguen los 
bienes de su instituyen te, se presenta al juez 
con los recaudos prescritos en el artículo 1328 del 
Código ^de Enjuiciamiento, solicitando la pose- 
sión; y como en el testamento no aparece otro 
heredero, aquel funcionario manda, en cumpli- 
miento de lo dispuesto en el artículo 1329, que se 
le ministi*e posesión de aquellos bienes. Entra, 
por consiguiente, á poseerlos sin oposición de nin- 
guna clase. 

jY qué hará en semejante caso la que se di- 
ce preñada para defender los derechos de su hijo 
que está por nacer? ¿Tendrá que seguir un juicio 
ordinario, largo y dispendioso contra el heredero 
que obtuvo la posesión en juicio sumario? Y si los 
bienes del testadar han pasado á terceros posee- 
dores, por haberlos enagenado con título legal el 
heredero instituido, entrará la viuda en un semi- 
llero de pleitos, en los que, tal vez, gaste más del 
valor de los bienes. 

Para evitar tales inconvenientes me pare- 
ce que, cuando acontezca el raro caso de que 
un testador instituya por heredero á una per- 
sona, que no es de la clase de herederos forzo- 
sos ó legales, si aquel se presenta solicitando la 
posesión de los bienes del difunto, se cite en to- 
do caso á la viuda del testador, como se hace en 
el caso del artículo 1247. La citación pondrá á és- 
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ta en aptitud de defender los derechos del que es- 
tá por nacer. 

Este hijo es considerado como preterido en 
virtud de la ficción de la ley, y la preñada podrá 
hacer uso de los derechos que le acuerdan los ar- 
tículos 1343 y 1344 del Código de Enjuiciamiento. 

Irt. 1535. 

Bi pasados tres días después de la última citación, no se opu- 
sieren el defensor, el agente fiscal 6 el síndico procurador, (*) se 
procederá á recibir la información con las solemnidades establecidas 
para la prueba testimonial. 

(*) No comprendo cómo el síndico pueda hacer 
oposición si no ha sido citado. La oposición supo- 
ne que ha habido citación previa al síndico, pero 
esa diligencia no está i)ere)nitida por el artículo 
1532, y por el contrario la escluye. 

Si además del 'defensor de los bienes del me- 
nor se quiere que intervenga el síndico, debe ci- 
társele para darle audiencia. 

Art. 1561. 

No se admitirá recurso alguno si las partes lo hubiesen renun- 
eiado, según el inciso 6**. del^artículo 64. (*) 

(*) Pero si la resolución ó el laudo comprende 
puntos no sometidos á la decisión arbitral, el 
fallo es nulo (artículos 74, 1623 y 1649 inciso 99); 
y, en este caso, aún cuando se haya renunciado á 
la apelación en la escritura de poder compromi- 
sario, está expedito el derecho apelar: en caso de 
denegación queda el recurso de queja para ante 
el superior. 
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Art. 1624. 

El jaez no puede alterar la sentencia (*) despaés de publicadA, 
ni loa antos oonsentidos 6 oonfírmados en grado. 

(*) íío puede alterarla de oficio sinoá petición 
de parte y ooaforme al artículo 1G28. 

Art. 16^. 

Notificada ana sentencia 6 aato paede caalqaiera de las part«s, 
pedir dentro de veintioaatro horas: 
1.** Declaratoria; 
2.* Ampliación; 
3.» Modificación. (*) 

(*) Pero quedan exceptuados, de la disposición 
contenida en e^^te artículo, los autos que conce- 
den apelación en ambos efectos, los cuales no pue- 
den admitir declaratoria, ampliación ó modifica- 
ción. En efecto, si según el inciso 39, artículo 16, 
la jurisdicción del juez se suspende por el hecho 
, de admitir apelación en ambos efectos, es cla- 
ró que el juez no puede tocar ya el auto que la 
concede en el efecto suspensión, sin usurpar la ju- 
risdicción que corresponde al superior. Tal auto 
es inmodificable por su naturaleza. 

Art. 16M. (*) 

(*) Véase la nota al artículo 727, inciso 4?, Có- 
digo de Enjuiciamiento. 

Art. 1651, (*) 
(*) Ampliadopor los artículos 1749, 1750 y 1751 
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4rt. 1670. 

Son apelables en ambos efectos, en las cansas ordinarias. 

1.**...2.*'..3.* Los que niegan la prueba testimonial dentro del 
término probatorio; 6 la admisión de instrumentos en cualquier esta- 
do de la causa (*).... 

(*) Yéase la nota al artículo 969. 
Alt. U72. 

En los juicios ejecutivos son apelables en ambos efectos: 
1.°... 2.'... 3.*^... 4.^ Los autos «n que so niega la prueba testi- 
monial ó cualquiera otra dentro del término del encargado; 6 la de 
documentos en cualquier estado de la causa. (*) 

(») Véase la nota al artículo 969. 

Art. 1697. {*) 

(*) Ampliado por el artículo 236 del Reglamen- 
to de Tribunales. 

DEL RECURSO DE NULIDAD. 

La ley de 10 de Diciembre de 1870 ha he- 
cho alteraciones é introducido reformas en la sus- 
tanciación del recurso extraordinario de nulidad, 
y ha aumentado el número de vocales de la Corte 
Suprema de Justicia. Véase la ley citada. 

Art. 1733. 

Se da á las partes el remedio del recurso extraordinario de nuli- 
dad, contra las sentencias ó autos de las Cortes de Justicia y de los 
demás tribunales superiores que causen ejecutoria, en los casos si- 
guientes: 

1,^ Por falta de jurisdicción en los jueces, ó de personería legíti- 
ma en las partes; (*) 

2.*> Por ocurrir alguno de los casos del artículo 1649; 

3.^ Por desnaturalizarse la causa haciéndose ordinaria la que etf 
«jecutÍTA ó sumaria; criminal la que es civil, y yiceversa. (**) 
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(*) (**) La 1? parte del primer iaciso y la dis- 
posición del tercero del artículo qne anoto, están 
comprendidas en los incisos 2,*" y S.® del artículo 
1649. Además hay otros casos especiales y deter- 
minados en que el Código concede el recurso de 
nulidad. Según esto, el artículo de que me ocupo 
puede reformarse así: 

Art. 1733. Se da á las partes el remedio del 
recurso extraordinario de nulidad 

1? Por ocurrir alguno de los casos del ar- 
tículo 1649; 

29 Por falta de personería legítima en las 
partes; 

39 Por la infracción de los artículos cons- 
titucionales, relativos á la administración de jus- 
ticia; 

49 Por haberse pronunciado la sentencia 
contra ley expresa; 

59 Por ocurrir alguno de los casos especia- 
les en que la ley expresamente lo concede. 

Art. 1786. 

Son ignaUnente responsables los que prevariquen juzgando á sa- 
biendas contra derecho, (*) por afecto o desafecto á alguno de los 
litigantes; ó por soborno, promesa,* dádiva 6 esperanza de mejor for- 
tuna; (**) j generalmente son responsables por todo abuso en el de- 
sempeño de su cargo; (***) 

(*) Véase el artículo 170 del Código Penal. 
(»*) Véase el artículo 175 del id. id. 
(•••) Véase el artículo 168 del id. id. 



índice analítico 
POR ORDEN ALFABÉTICO. 



ADVERTENCIA, 



Cada artículo del Código de Eojuiciamien- 
to, que se cita en este índice, indica la nota pues- 
ta en seguida de él, y que trata del asunto com- 
prendido en la palabra inicial. 



Abandono. Pena en que incurre el que lo pide 
antes de tiempo, 486. 

Abuso de autoridad. Véase BesponsáMlidad y 
Despojo judicial. 

Agente fiscal. Efectos de la demora en expe- 
dir los dictámenes, 158: en qué juicios debe ser 
citado, 1247, 1280, 1264: á qué punto jurídi- 
co debe limitar su dictamen, 1287. Véase Compro- 
Idción. 

Alimentos. Qué hijos pueden pedirlos provi- 
sionalmente y por qué cuasa, 1407: caso contra- 
dictorio en las disposiciones legales respecto á las 
personas que deben prestarlos, 1422. 

16 
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apoderados. Qué personas no pueden serlo; 
véase Jueces: cuando el ^ ez debe mandar de ofi- 
cio que se nombre uno solo, 580. 

Apremio. Pena en que incurre el que lo pide 
antes de tiempo, 529: cuándo se ejecuta sin pre- 
via notificación, 477. 

Arraij^o. Procedimiento que debe observarse 
para que no sea indefinido, 570: cómo se procede 
cuando hay oposición temeraria para suspenderlo 
bajo de fianza. Véase esta palabra. 

Arbitros. Cuándo son nulas sus resoluciones; 
véase Laudo] no debe nombrarse otro después del 
nombramiento de oficio: reforma necesaria, 79. 

Asesor. Cuándo y cómo puede ser recusado, 
56: caso en que debe reemplazar al juez de la 
causa, 100: reforma indispensable, 50. 

Antos. Cuáles son inmodificables, 1628. 

Andieucia. Casos en que no hay despojo ju- 
dicial, aunque se ministre la posesión sin previa 
audiencia del poseedor, 1378. 

B 

Bienes inmuebles. Caso en que, sobre ellos, pue- 
de entablarse juicio ejecutivo, 1192. 

— de menores. Véase Venta. 

— mostrencos, Son de propiedad munici- 
pal, 1387: modificaciones introducidas en la trami- 
tación de denuncios, 1 388: insubsistencia de la ley 
de 28 de Mayo de 1873. 

— vacantes. En la denuncia de éstos, á la 
vez que se cita al dueño, debe citarse también al 
agente fiscal, 1398. 

Buena fe. Cuándo no es necesario acreditarla. 
Véase Matrimonio nulo. 
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Certificados de eseribauos de Estado, Véase Do- 
cumentos auténticos. 

Citación. Efectos que produce sin que el de- 
mandante haga publicar avisos, ni notificar á los 
escribanos públicos, 600, inciso 39: reforma nece- 
saria á este inciso. En las causas mercantiles, por 
nueva demanda basta hacerla al gerente ó factor, 
614. 

Cohecho. Véase Responsabilidad. 

Competencia, Oaso en que puede un juez de 1? 
instancia conocer de asuntos cuya entidad sea 
menor de S. 160, 86: cuando los jueces por dispu- 
tarse la jurisdicción, pueden juntos dictar provi- 
dencias, 389: ante qué juez debe hacerse el reco- 
nocimiento de un vale ó pagaré, 307: puede sur- 
jir entre el juez de 1? instancia y el consejo de 
familia, cuando se trate de nombrar guardador 
de un ausente: medio de salvar el conflicto, 187. 
V éase Defensor de ausentes. 

Comprobación de testamentos. Quiénes deben 
ser citados, ya sea el juicio sobre testamento ce- 
rrado, verbal ó en escritura privada, 1247, Véase 
Agente fiscal: cómo en ese juicio se procede al 
abono de testigos, 1254: en qué estado del juicio 
es permitida la contradicción, 1272. 

Coudliacieiéu. Lo convenido entre las par- 
tes, en ese acto, se ejecuta por la vía de apremio 
y pago, 292, 376, 595. Véase Transacción y Juicio 
coactivo. 

Concurso de acreedores. En qué estado del jui- 
cio puede surjir la excepción de incompetencia: 
por el hecho de deducirse ésta no se paraliza 
aquél: cuándo sucede esto; y cómo se sustancia y 
resuelve la excepción: hasta qué estado del juicio 



— 114 — 

puede ¿tÜDiítírse la solicitud de acumulación, 981: 
son necesarias tres ejecuciones para declararlo: en 
el comercio un solo acreedor puede pedir la quie- 
bra, 972. 

Confesión, Cuándo se llama fleta, 679. 

Contradicción. Se hace ver que está demás el 
artículo 1137. Véase Comprobación. 

Contumacia. Cuando basta una sola notifica- 
ción para declararla, 492: y cómo se hace la cita- 
ción para el efecto, 493. 

Costas judiciales. Cuándo y por qué debe pa- 
garlas el ejecutante, 1166: ñolas pagan las muni- 
cipalidades, 421. 



Da ños y perjuicios. Cuándo deben hacerse efec- 
tivos en juicio sumario, y cuándo en ordinario: 
reforma á ese respecto: qué personas deben tasar- 
los, no son los jueces, son los peritos, 1375. * 

Defensor de ausentes. Caso en el cual resulta 
contradicción en las disposiciones de la ley: com- 
petencia que puede surjir entre el juez de 1? ins- 
tancia y el consejo de familia: se propone el me- 
dio de salvar el conflicto: los guardadores no sólo 
son testamentarios legales y dativos, sino tam- 
bién judiciales, 187, 

Defender. No pueden los jueces aún cuando 
estén con licencia, 40. 

Declaraciones. Cuándo son nulas las que se 
han recibido, 883. 

Depósito de bienes. Cuándo puede pedirse co^ 
mo medida precautoria, 551. 

Deserción de recursos. Ampliación hecha por 
el Eeglamento de Tribunales, 1697. 

Desheredación. Debe constar en escritura pú- 
blica, 1339. 
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Deshaucio. La ley de 18 de Marzo de 1873 de- 
talla el procedimiento, página 84. 

Despachos. Requisitos de los que se remiten 
ál interior y exterior de la República, y cómo se 
procede con ellos, 246, 928: qué procedimiento se 
observa con los que vienen de países extranje- 
ros: caso práctico, 246. 

Despojo, En este interdicto no se ventila la 
propiedad sino la posesión provisional, 1371. 

— judieial. Cuándo se comete, 1378. 
Véase el final de la nota al artículo 551. 

División de bienes. Cuándo es pública y cuán- 
do privada: ésta para ser válida necbsita aproba- 
ción judicial, 1057. 

Documentos anténticos. Cuándo es permitido 
el reconocimiento de ellos, 717: tienen el carácter 
de tales los certificados de autos y sentencias que 
expiden los escribanos de Estado, 727. 



Ejecntoria. No tiene este carácter la senten- 
cia dada en juicio de divorcio, 380. 

Embargo. Con qué fin se pone en conocimien- 
to del ejecutado, 1157. 

Emplazamiento. Cuándo debe comprender la 
comparecencia á conciliación ante el juez de 1? ins- 
tancia: el Reglamento de Tribunales salva una 
contradicción que resulta en este caso, 298. 

Escribanos de Estado. Les está prohibido eje- 
cutar los decretos, autos, etc., mientras no se ven- 
zan los términos legales: cuándo pueden hacerlo 
antes, 230, inciso 29: y cuándo^ sin previa notifi- 
cación, 477. 

Escritaras privadas. La que contiene deshere- 
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dación debe reducirse á escritura pública, 1339. 
Véase Beconocimiento y Legalización. 

Excepeiones. Cómo se cueutau los tres días 
que se conceden para interponerlas: se deducen 
por su orden y en un mismo escrito, 621. 



Fianza. Cuándo se presta, 562, 574, 793, 1090: 
procedimiento que se observa en el caso de opo- 
sición temeraria, 562, nota 2?; véase Arraigo: cuán- 
do se da la posesión, bajo de esta garantía, al hi- 
jo que no fué desheredado, 1340. 

H 

Hijos adulterinos. Véase Alimentos. 
— concebidos 6 qne est&u por nacer. Cuestión 
que puede presentarse en la administración de los 
bienes de éstos: debe citarse á la preñada para la 
posesión que solicite el heredero testamentario, 
1486. 

Hipotocas. Por qué el reconocimiento de los 
documentos simples no prueba la existencia de 
las qiie ellos contienen, 858. 

I 

Identidad. Es excepción de personería, 623. 

Injurias. Cómo se sustancia el juicio criminal 
contra el injuriante, 471; y cómo contra el desaca- 
tado, 474. 

Incidencias. Las maliciosas deben ser recha- 
zadas de plano, 448. Véase Jueces. El juez que co- 
noce de lo principal conoce también del inci- 
dente, 74, 86. 
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Inspección ocular. Se abusa de este derecho 
dándole mayor extensión, 347; inciso 29 

Intérpretes. Antilogía. 

Interro^torio. Puede ser abierto ó cerrado, 
885: cuándo debe ser déla 1? clase, 932. 

Intestado. A qué caso se limita la intervención 
fiscal en ese juicio: extralimitación délos Agentes 
fiscales, 1287. Véase Agente fiscal. 

Intervención. Cuándo y con qué requisitos 
puede pedirse, 551. 

j 

Jaeces. Independencia de estos funcionarios, 
35: sus obligaciones, 40, 448: prohibiciones, 43: 
cuándo deben inhibirse, 180: no pueden ser apo- 
derados, 199: ejercen jurisdicción en cualquier 
punto de su distrito judicial, 34, 

— comisionados. Procedimienio que obser- 
van cuando los testigos han variado de domicilio, 
243: cuándo incurren en responsabilidad, 25. Véa- 
se esta palabra. 

— ejecutores. Por qué vías mandan llevar á 
efecto las sentencias, transacciones, etc., 248. 

Juicio coactivo. Con quédocumentos seentabla, 
1198: qué deudas municipales se cobran por esta 
vía, 1203: cuándo el ejecutado no puede abrir jui- 
cio ordinario sobre lo resuelto en el coactivo, 1216. 

— ejecutivo. Sus trámites según sea la 
obligación en que se funde, 1128: cuándo es do- 
ble, 282. 

— ordinario. Ouándo es escrito, de mayor ó 
menor cuantía, 579. 

— sumario. Regla querije en estos juicios 
respecto al término de la distancia, página, 84. 



— 118 — 



Lando. Guando puede apelarse de él á pesar 
de haberse renunciado ese recurso en la escritura 
de compromiso, 1561. 

Legalización. Legal mente no la hay de re- 
cursos y escrituras privadas ante escribano: el Re- 
glamento de Tribunales ha derogado la disjmsi- 
ción del artículo 856: valor legal de^la legalización 
que se hace ante el escribano, 856.' 

Licencia de los jueces. Véase Defender. 

M 

Matrimonio nulo. Cómo deben proceder los hi- 
jos de un matrimonio invalidado, cuando solici- 
ten que se les ampare en la cuasiposición de su 
estado de familia: y cómo en el caso de que haya 
oposición, 1405. 

Medidas precantorias. No pueden pedirse antes 
de la notificación de la demanda, 551, 2? cues- 
tión: requisitos para concederlas, 552: no deben 
ejecutarse sin previa notificación, y sin que se 
venza el término legal, 552, nota 1?: necesidad de 
conceder el recurso extraordinario de nulidad, 
552, final de la 2? nota. 

Mostrencos. Véase Bienes. 
Mnger casada. No necesita autorización mari- 
tal para acusar criminalmente, ni para compare- 
cer en esa clase de juicios, 143: cuándo puede 
ejercer el comercio, 145, y sin autorización judi- 
cial defender los derechos de su marido ausen- 
te, 147. 

— preñada. Oaso en que los herederos lega- 
les y nó el consejo de familia, deben designar el lo- , 
cal en que se deposite aquélla, y nombrar las per- 
sonas quela custodien, 1486. Véase Hijo cotuíébido. 
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Nuliilad de actuaciones. Este articulo se puede 
deducir en cualíiuier estado del juicio, 638. 

Nulidad de la prueba testiuionial. Véase Decla- 
raciones. 

— de iustrumentos Aún cuando éstos se 
declaren nulos pueden subsistir los contratos que 
ellos contienen, 807. Véase Prueba testimonial. 

o 

Obra nueva. Se abusa de este interdicto: ne- 
oesidad de una ley sobre la materia, 347. 

Oposición. Cuando es admisible aunque esté 
vencido el término, 1159: de la que se hace á la 
citación de remate debe comunicarse trasla- 
do, 1162. 

P 

Peritos.- En el juicio ejecutivo no puede el 
juez señalar término para el nombramiento de 
dirimente, 258: debe señalárseles término para 
que emitan dictamen, 263: cuándo éste adolece 
de error sustancial se esclarece sumariamente, 
266: responsabilidad y penas á que están suge- 
tos, 1056. 

Poder. Distintas clases según sea el jui- 
cio, 197. 

Posesión. Ouál y cuándo debe ser continua, 
1365. 

Posiciones. Pueden ordenarse de oficio, 306: 
el juez las alKsuelve en el local del en que funcio- 
na el que conoce de la recusación, 406: pueden 
I>edirse en cualquier estado del juicio, 461. 

Preícones. El término de éstos se reduce á la 
mitad en los juicios de hacienda y municipales' 
1173. 

17 
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Provuricato. Véase Responsabilidad. 

Promotor fiscal. Cuándo puede uombrarlo el 
juez, 163. 

Procurjulor. Ya no es necesario para presen- 
tarse ante las Cortes, 197: ni tienen las obligacio- 
nes que les señalaba ía ley, 202: puede recusar al 
juez por tener enemistad grave con él, 647, in- 
ciso 3.*» 

Protoeolización. Cómo se hace; véase Begis- 
tro: la de las escrituras privadas cómo se ha- 
ce, 851. 

Proviikiiela. Por qué debe sustituirse esta pa- 
labra con la de proveído, 598, nota 1?: casos en 
que la falta de notificación de ella produce nuli- 
dad, 598, nota 2.» 

Prueba. Cuál hace fe en juicio, 668: cuándo 
puede pedirse que la causa se reciba nuevamente 
á prueba, 969. 

— testimonial. Ésta puede ordenarse de 
oficio en el juicio sobre falsedad de instrumen- 
tos, 670. 



Queja. Hay lugar á ella cuando se niega la. 
apelación de un laudo nulo. Véase Laudo. 

R 

Rebeldía. Porqué causa se declara, 495. 

Redarjrüir de falso. Cuándo puede hacerse és- 
to respecto de un instrumento, 789. 

KeeoiiO€Ímieiit<>. El de escrituras priva<líís 
puede pedirse antes y en cualquier estado del jui-. 
ció, 847: cnál es el más conforme á derecho: el de 
la firma, en los saldos de Iíik cuentas mercantiles, 
e^ bastante para que apareje ejecución, 1129: juez 
competente para esa diligencia, 307: de oficio de- 
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be el juez mandar devolver el expediente, 315: 
se practica cuando se redarguye un instrumento 
público de falso 6 nulo, 71 V. 

Recursos de nulidad. Modificaciones que aún 
puede hacerse, 1733. 

— de reposición. Es admisible en el jui- 
cio de concurso, 1047. 

Reensación. Porqué causas se interpone: pa- 
rentezco espiritual, 95, incisos l.\ 3.° y 18: de los 
fiscales, 156: cuándo por recusación del juez con- 
tinúa el asesor conociendo de la causa; véase 
Asesor: el juez que conoce de ella continúa sus- 
tanciando la causa principal, y es irrecusable en 
el incidente, 405. 

Registro. De qué se compone y como se hace 
la protocolización, 758. 

Relator. Cuándo comete delito de falsedad, 
168. 

Reposición. Véase Recurso de 

Repreinintas. Sólo es permitido hacerlas cuan- 
do el testigo ha concluido de declarar, 911. 

Residencia. Casos en quelosjueces pueden au- 
sentarse de su asiento judicial, y con que requisi- 
tos deben hacerlo, 34. Veáse^w^ces. 

Responsabilidad Casos en que los jueces son 
responsables, 25, 43, 1786. Véase Jueces comisio- 
nados. 

Retemión. Cuándo y con qué requisitos puede 
pedirse. Véase Medidns precautorias. 

s 

Sentencia. Cuándo y cómo el juez |>uede alte- 
rarla, 1624: á qué estado se repone la causa cuan- 
do se declara nula, 1051: rara vez se expide den- 
tro del término legal, 438, inc. 13. 

Sindiccs. Son lospersonerosdelospneblos,355. 
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Tacha de testifcos. Debe admitirse aún después 
de recibida la declaración, 892: la verbal como se 
tramita, 898. 

Términos. Excepción á la regla general sobre 
el modo de contarlos, 446: ciiáudo no corren, 447: 
juicios en que el de contestación se reduce á la 
mitad, 438: en qué juicio no puede el juez seña- 
larlo para el nombramiento <le dirimente, 258. 

— de la distancia. Beforma necesaria á 
ese respecto, 455. 

— Extraterritorial. Reforma necesaria 
944. 

— probatorio Aún después de vencido 
[Miede i)resentarse prueba instrumental, 989. 

Terrenos salitrales. No podían adjudicarse se- 
gún la ley de Maj^o de 1875: se demuestra que 
en el día no esta vijente esa ley, 1387. 

Testamento. Véase Comprobación. 

Te8tí<^os. Cuando los que carecen de probidad 
pueden testificar, 878. 

u 

l^surpjír jarisdiccióu. Véase Besponsábilidad. 

V 

Vale cie;^o. No lo hay en materia mercantil, 

.no- 
venta de bienes. En la de menores debe citar- 

!*e al Síndico para la información, 1535. 
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